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    Plus ça change, plus c’est la même chose


    («Cuanto más cambia algo, más se parece a lo mismo»).


    ALPHONSE KARR, Les Guêpes (enero de 1849)


     


    Nosotros somos leopardos y leones, quienes tomarán nuestro lugar serán hienas y chacales. Pero los leones, leopardos y ovejas seguiremos considerándonos como la sal de la tierra.


     


    GIUSEPPE TOMASI DI LAMPEDUSA,
El Gatopardo (1957)

  


  
    Prefacio


     


     


    La tiranía totalitaria no se edifica sobre las virtudes de los totalitarios sino sobre las faltas de los demócratas.


     


    ALBERT CAMUS (1913-1960),


    escritor francés, premio Nobel de Literatura


     


     


    La gangrena se ha extendido ya por todo el sistema. El gran acuerdo entre la jerarquía del moribundo régimen franquista y los opositores demócratas alcanzado a la muerte del dictador, y que dio origen a la Transición, ya está acabado. Aquellos acuerdos fueron consagrados en la vigente Constitución, aprobada en referéndum el 6 de diciembre de 1978. Hoy apenas un tercio de la población española participó en aquel proceso. Las élites políticas empiezan a intuir el final de la España de la Transición, pero no quieren creerlo. Se juegan demasiado y piensan estirar tanto como puedan las reglas pactadas en 1978. Y, sin rubor alguno, se aferran a aquel «espíritu de reconciliación» que dio origen al actual régimen político en España, una de las principales leyendas que componen el conjunto de mitos, bulos y pactos de silencio de la Transición.


    La población, especialmente ese 66 por ciento que no pudo participar en el referéndum constitucional de 1978 —bien porque no tenían edad para hacerlo, bien porque no habían nacido—, percibe claramente el olor a podredumbre que emana del sistema. Y sufre las consecuencias de la agonía del régimen. El proceso de la muerte es penoso para casi todos. Esos dos tercios de la población son los que se han puesto en marcha para exigir el fin de la España de la Transición y una democracia real que trabaje para la ciudadanía y no para las élites. Movimientos ciudadanos, surgidos muchos de ellos en 2011, con un seguimiento sin precedentes en las múltiples protestas ciudadanas, alzan la voz cada vez con mayor contundencia contra el agonizante sistema. Nuevos movimientos políticos logran amedrentar, con sus resultados y sus apoyos sociales, a la vieja clase política que pactó con los represores tras la muerte del dictador. Pruebas más que evidentes de una desafección hacia las viejas políticas que es cada vez más generalizada. La desafección no ha desembocado de momento en crispación ni en estallidos sociales, pero sí en exigencias a los gobernantes hasta ahora nunca vistas.


    Aun así, las moribundas reglas del juego se resisten a ser reemplazadas. La agonía del sistema pactado entre franquistas reformistas y opositores amenazados se eterniza. Y, a veces, los estertores de la muerte se prolongan de forma tan interminable como dolorosa. El coma, la respiración sincopada, los largos suspiros que se perciben con una mezcla de profunda tristeza y de alivio, el retorno de los estertores que nos hacen olvidar lo sentido solo unos segundos antes... El régimen político español hace años que agoniza. Es difícil determinar cuándo empezó a morirse. Pero es evidente que solo sobrevive gracias a la respiración asistida. La población es consciente de que, en cuanto se desconecte la maquinaria de soporte vital, llegará el desenlace inevitable. Sin embargo, aun desconectados los respiradores e interrumpida la alimentación por vía intravenosa, el moribundo puede mantenerse en estado vegetativo durante un tiempo indeterminado.


    Las mentiras, o medias verdades, que forman parte sustancial de los pactos de la Transición ya no cuelan entre la mayor parte de una población decepcionada y maltratada. Y es precisamente la imperfección del sistema la que impide a la ciudadanía, que hace menos de cuarenta años estaba sometida a un régimen totalitario, sentirse representada en unas instituciones nominalmente democráticas, pero reservadas a las élites de siempre.


    La mayoría ya da por hecho que esa Transición fue un proceso vigilado, controlado, por las élites franquistas más conscientes de la necesidad de transformar el régimen en una democracia parlamentaria equiparable, supuestamente, a la de los países de nuestro entorno, y tutelado por Estados Unidos, que quiso asegurarse de que la fuerza de la izquierda en el nuevo régimen fuera minoritaria. Lo denunciaba el abogado valenciano Joan Garcés en su obra Soberanos e intervenidos, un relato sin adornos de la Transición.


    Los representantes de la oposición democrática serían una parte esencial del nuevo régimen. A cambio, debían aceptar que jamás se perseguirían los crímenes del franquismo, fueran o no de Estado. Algunos crímenes de lesa humanidad se prolongarían hasta los primeros años noventa del siglo pasado, como el robo de recién nacidos. La primera iniciativa para pedir responsabilidades por los crímenes del franquismo, en diciembre de 1978, recién aprobada la vigente Constitución, se estrelló contra los pactos ocultos. A finales de los años setenta, aprovechando la aprobación de la Constitución, familiares de desaparecidos del franquismo y un grupo de abogados que representaban a movimientos de derechos humanos y políticos se reunieron en Madrid para crear un Tribunal Cívico Internacional contra los Crímenes del Franquismo que diera cobertura legal a las exhumaciones de los desaparecidos. Todos los participantes fueron detenidos y el proyecto fue abortado.1


    Y no ha sido la Justicia española la que los ha importunado, sino la insistencia de una juez argentina, María Romilda Servini, que ha abierto una investigación en Buenos Aires por las torturas y atrocidades cometidas al servicio del franquismo. Servini pidió a la Interpol que detuviera a los presuntos responsables, pero el gobierno español del PP hizo oídos sordos. Mientras estos antiguos gerifaltes del franquismo no salgan de las fronteras españolas estarán a salvo hasta su muerte. Y todos ellos ya tenían una edad más que avanzada cuando la juez argentina solicitó su extradición.


    Esa parte esencial del pacto quedó oficializada en la Ley de Amnistía de 1977. La consecuencia inmediata fue la excarcelación de los presos políticos, incluso de los que penaban por delitos de sangre, y la salida a la luz pública desde la semiclandestinidad de los dirigentes políticos que protagonizarían la vida parlamentaria de la Transición. No obstante, el objetivo real de aquella Ley de Amnistía era que ningún juez español tuviera la «ocurrencia» de intentar perseguir los crímenes del franquismo. El establishment, la élite, lo que ahora algunos denominan la «casta», atribuye precisamente a la Ley de Amnistía otra de las falacias que forman parte de la leyenda de la Transición, la supuesta ausencia de violencia durante el proceso de transformación de la dictadura franquista en una democracia parlamentaria: «Entre la muerte de Franco y el primer episodio de alternancia democrática en el poder en octubre de 1982, en España perdieron la vida más de 700 personas como consecuencia de las actividades de grupos armados y de las Fuerzas de Seguridad del Estado».2


    Entre los mitos que los reformistas franquistas impusieron en la verdad oficial de la Transición destaca la idea de que el papel de España durante la Segunda Guerra Mundial fue completamente irrelevante. Ese triste balance es, a primera vista, el de la aportación de España a la escena política internacional durante el siglo pasado. A pesar de su posición geoestratégica en Europa, en general se asume que, aunque en la actualidad la española es la octava economía mundial, durante el siglo pasado la Guerra Civil, la «neutralidad»3 que adoptó en la Segunda Guerra Mundial y, sobre todo, el aislamiento que sufrió España mientras estuvo sometida al régimen dictatorial del general Franco (entre 1939 y 1975) impidieron que su participación en la configuración del orden mundial fuera, en el mejor de los casos, marginal. Hoy sabemos, sin embargo, que la verdad oficial difundida en su momento por las grandes potencias sobre los episodios políticos o militares del siglo pasado distaba mucho de la realidad. La caída de la antigua Unión Soviética y la desclasificación continua de documentos de los servicios de inteligencia occidentales, en especial los estadounidenses y los británicos, demuestran hasta qué punto se manipularon los relatos históricos. España fue un valioso aliado de las fuerzas del Eje germano-italiano. Durante el conflicto, Franco puso al servicio de la Alemania nazi y de la Italia fascista tantas infraestructuras como se le solicitaron, desde bases de submarinos en el Atlántico hasta tropas para la campaña de Rusia, pasando por facilitar a los nazis que se hicieran con tanto wolframio como pudieron acumular en territorio español. Era en justa correspondencia por los bombardeos realizados por la Luftwaffe en Guernica o los de la aviación italiana sobre Barcelona. Si España no entró en la Segunda Guerra Mundial fue por el desdén que le demostró Hitler en su encuentro en Hendaya el 22 de junio de 1940 al rechazar la denominada Operación Félix, que consistía en permitir a los alemanes cruzar la península para que tomaran Gibraltar. A medida que resultaba evidente que el Eje se dirigía a la derrota, Franco cambió la posición de España en el conflicto de «no beligerante» a «neutral». A ello contribuyó de manera decisiva la «operación de soborno» a los generales españoles «incluyendo millones en fondos británicos secretos» para la jerarquía militar de Franco, «ingresados en la Swiss Bank Corporation de Nueva York».4


    El siglo XX alumbró una criatura política siniestra y devastadora que sometió a la humanidad a formas de sufrimiento y destrucción sin precedentes: el totalitarismo. En su versión socialista, gobernó en la Unión Soviética y sus países de influencia del este de Europa prácticamente hasta 1991. Su otra cara, el fascismo, se extendió por Europa entre las dos guerras mundiales y asoló la mayor parte del continente.


    ABDICACIÓN TRAS IGUALAR A FRANCO


    El 18 de junio de 2014, Juan Carlos de Borbón abdicó como jefe del Estado español tras 39 años en el cargo, los mismos que su predecesor, el general Francisco Franco, autoproclamado generalísimo y caudillo de España en 1936 tras el golpe de Estado fallido que dio lugar a la Guerra Civil. Franco fue responsable de la elección y del nombramiento de su sucesor en la jefatura del Estado. El actual monarca, Felipe VI, fue proclamado sin que el pueblo español participara en el proceso, a pesar de que la institución de la monarquía fue decidida durante la dictadura. El relevo se produjo en plena emergencia de nuevas formaciones políticas creadas ante la esclerosis de las tradicionales y ante la creciente capacidad de movilización de la sociedad civil, que ha visto como la corrupción llegaba a la Corona y ponía en evidencia tanto el funcionamiento como la utilidad de la institución.


    El rey Juan Carlos fue proclamado tan solo dos días después del fallecimiento oficial del general Franco, tal como había previsto su mentor 28 años antes, en la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 1947. El 22 de julio de 1969, Franco había designado a Juan Carlos de Borbón (saltándose el orden sucesorio natural que correspondía a su padre, Juan de Borbón, gracias a la ley de sucesión que otorgaba a Franco, y solo a él, la potestad de nombrar al monarca del reino) como su sucesor a la jefatura del Estado, con el título de «príncipe de España». Así fue proclamado por las Cortes como sucesor de Franco el 22 de julio de 1969, cuando Juan Carlos juró fidelidad a los principios del Movimiento Nacional y demás Leyes Fundamentales del Reino. El joven príncipe juraba así fidelidad al dictador, y sería un silente protagonista de los avatares políticos hasta que llegó su hora. Muerto el dictador, asumió la jefatura del Estado y, a su manera, propició que los franquistas reformistas y los demócratas pactaran la sustitución de las instituciones franquistas por una democracia de corte europeo occidental. Juan Carlos aprovechó su largo reinado para rodearse de una camarilla propia, la que a su vera hizo pingües negocios a los que el monarca no era nada extraño. Era el «valor» del sacrificio, pasado y presente. Estos fueron los amigos con los que surcó el Mediterráneo a bordo del yate Fortuna. Pero las cacerías y el paso de los años precipitaron el final. Juan Carlos I ha sido el primer Borbón que ha abdicado y se ha mantenido la monarquía bajo la misma estirpe.


    España fue, así, el último sistema totalitario en territorio europeo en dar el paso, y el único en ver como el dictador se mantenía en el cargo hasta su muerte. Portugal logró acabar con la dictadura en 1974 por medio de la Revolución de los claveles —aunque el dictador portugués António de Oliverira Salazar5 quedó incapacitado en 1968 y falleció en 1970, el régimen se mantuvo hasta 1974 bajo el mando de Marcelo Caetano—6 y Grecia en julio de ese mismo año, cuando el régimen de los coroneles dejó paso a un régimen democrático tras optar en referéndum por instaurar una república.


    Franco, a su pesar, lo había dejado todo «atado y bien atado». No está del todo claro cuál era el camino indicado por Franco, especialmente tras el asesinato por ETA Político-Militar, el 20 de diciembre de 1973, del entonces presidente del gobierno, el almirante Luis Carrero Blanco.7 Aquella muerte trastocó los planes del dictador, aunque él solo lo sobrevivió menos de dos años.


    La Transición, pensada y ejecutada por los reformistas del régimen, con la oposición de la «caverna», fue posible gracias a las renuncias de la oposición democrática. A cambio de una amnistía para todos los presos políticos del franquismo, los demócratas cerraban los ojos y se olvidaban de pasar cuentas con los colaboradores de la dictadura. Desde los jerarcas del Movimiento hasta jueces y fiscales que aplicaban con ligereza la pena de muerte o que enviaban a la cárcel a los demócratas. Desde agentes del orden público que disparaban y mataban a manifestantes hasta empresarios que se aprovechaban de sus «contactos» con la administración. Todos ellos fueron exonerados, y muchos de ellos se convirtieron de la noche a la mañana en «demócratas de toda la vida». Aquella reforma política fue posible porque el establishment franquista —la casta, formada por los poderes económicos, fuertemente influidos por el Opus Dei, pero también por la alta administración— lo permitió. Con el paso de los años, poderes en la sombra, como el ejército, fueron democratizados subyugándolos al poder civil. No pasó así con otros: la Justicia (jueces y fiscales) y la alta administración del Estado (abogados del Estado, registradores de la propiedad, notarios, técnicos, etc.) son los mismos. Bien, los mismos no, pues han sido sus hijos y familiares directos los que han ocupado los puestos de sus padres, como pasa en las sociedades de castas, en las que es casi imposible entrar a formar parte de una casta superior. Y esto teniendo en cuenta que en la España de la Transición el PSOE ha gobernado durante 21 de esos 37 años.8


    Estas élites han seguido mandando en España a pesar de la democratización de muchos de sus poderes. Muchos apellidos que durante la larga noche del franquismo ostentaron el poder en España y se aprovecharon de las ventajas de la dictadura siguen, hoy en día, siendo los que realmente mandan. Así, podemos recordar apellidos como los Botín, que incluso ha dado nombre a una polémica sentencia que el Tribunal Supremo dictó en plena democracia y bajo un gobierno de izquierdas, una sentencia en su favor que ya es conocida como «doctrina Botín». Una larga dictadura como la del general Franco no hubiera sido posible sin el beneplácito del poder financiero. Durante el franquismo, se estableció lo que se conoció como «los siete grandes», que eran los siete grandes bancos.9 Lo que decidían estos, fuertemente penetrados por la élite franquista y del Opus Dei, era más importante que cualquier decisión política. Quien mandaba en España en materia de política económica era el sanedrín que formaban estos siete bancos. Pero con la democracia, y durante los años de Felipe González en la Moncloa, el Banco de España, con Mariano Rubio al frente, promovió una concentración bancaria. El Banco Vizcaya y el Banco Bilbao se fusionaron y, más tarde, absorbieron la banca pública Argentaria,10 que a su vez ya era el resultado de otra fusión. Primero se unieron el Banco Central con el Hispano Americano y se creó el Banco Central Hispanoamericano, que quedó finalmente en manos del Banco Santander, el cual también terminó quedándose con Banesto tras su quiebra y posterior reflotamiento por las arcas públicas. Si hay unos ganadores en todo este proceso, esos han sido el Banco Santander y la familia Botín. Ahora es el primer banco español y uno de los más importantes de Europa.


    Pero no solo el poder financiero estaba de acuerdo con la Transición, a la que controló desde el primer momento. Las élites empresariales también permanecían vigilantes. Los holdings bancarios mantenían una fuerte presencia industrial y, además, estaba el viejo Instituto Nacional de Industria, desmantelado durante los años de la democracia y que sirvió de paraguas para recolocar a numerosos políticos apeados de su cargo, o bien a amigos de pupitre de presidentes. Con estos empresarios también florecieron los que podríamos llamar «magnates y conseguidores», personajes con currículos más que dudosos elevados por el poder a la condición de «empresarios modelo» y protagonistas de escándalos que los llevarían a la cárcel tras el desfalco de millones y millones.


    La joven democracia tuvo que aprender rápidamente. Pero el poso de cuarenta años de dictadura en las mentes sirvieron para mantener el mismo tipo de relación entre los administradores y los administrados, entre la élite funcionarial y la ciudadanía. Y los partidos políticos pronto aprendieron que se necesita mucho dinero para funcionar diariamente. Y que las campañas electorales cuestan mucho dinero. Todos los partidos buscaron una financiación «extra» a través de diferentes fórmulas: el caso Filesa (PSOE), el caso casinos (CDC), el caso Naseiro-Bárcenas-Gürtel (PP), el caso Palau (CDC), el caso Trabajo (UDC)...


    Pero no solo los partidos tuvieron que buscar la financiación más allá de las cuotas de los afiliados. Las patronales y los sindicatos también han sido actores importantes de la democracia española. Mientras que los principales sindicatos, UGT y CC.OO., salen a la luz pública tras la muerte del dictador, la gran patronal es la sucesora de la modernización de la patronal del sindicato vertical del franquismo. Tanto los sindicatos como la patronal han actuado como un importante lobby o grupo de presión, y también han tenido sus problemas de financiación arreglados con cursos de formación pagados por las administraciones.


    En una democracia, el poder de los medios de comunicación, como garantes del control de los administradores del bien público, debería ser un hecho. Pero en España se partió de un hecho diferencial. Los propietarios históricos de los medios de comunicación habían sido absolutamente fieles a los designios del dictador. Incluso alguno de ellos sufragó el coste del avión que llevó a Francisco Franco de Canarias a Marruecos para iniciar el asalto al poder en 1936. (El caso más célebre fue el del turbio empresario y financiero mallorquín Juan March, que financió la Operación Dragon Rapide, organizada por el entonces corresponsal de ABC en Londres, Luis Antonio Bolín,11 por orden de su patrón y amigo, Juan Ignacio Luca de Tena.) Cuando el dictador falleció, no obstante, mientras que los empresarios tradicionales eran franquistas, las plantillas de periodistas de la época estaban muy implicadas con los nacientes partidos políticos. Estos editores tradicionales, como los Luca de Tena en Madrid o los Godó en Barcelona, han subsistido con el paso del tiempo. Algunos ya no mandan en su cabecera, absorbidos por las compras realizadas por otros más poderosos, mientras que otros mantienen su primacía gracias a generosas subvenciones públicas. Junto con estos editores tradicionales e incluso centenarios, en 1975, a la muerte del dictador, había lo que se conoce como «prensa del Movimiento». Esas propiedades fueron subastadas. En algunas ciudades desaparecieron, mientras que en otras han subsistido con el paso del tiempo, bien en manos de grupos locales o formando parte de otros grupos menores. Y la democracia trajo bajo el brazo otros grupos mediáticos, como el Prisa de Jesús Polanco, quien había hecho un buen capital gracias a sus buenos contactos con la administración franquista en la edición del libro escolar, y Grupo 16, que terminó cerrando, o el grupo Zeta de Antonio Asensio.


    No obstante, ahora todo está en cuestión. Los grandes grupos mediáticos están en crisis y en manos de los grandes bancos, sean españoles o extranjeros. La revolución tecnológica quizá acabe con algunos de estos medios de comunicación, que habrán sido la memoria diaria desde la muerte del dictador hasta ahora, pero a su vez afloran ya otros medios a través de internet. Es probable que algunos de ellos sean los sustitutos de aquellos grandes transatlánticos, ahora convertidos en buques de carga con un pesado lastre.


    Mientras que la democracia sirvió para acabar con las tentativas involucionistas de los militares, cuyos integrantes habían ayudado a ganar la Guerra Civil y habían perpetuado a uno de los suyos al frente de España, la democracia no ha llegado, cuarenta años después, a la Justicia. Los jueces, fiscales, secretarios, oficiales... El sector mayoritario del personal que trabaja en la administración de Justicia es fruto de las relaciones de parentesco con los que colaboraron activamente con la dictadura. Así, los mismos jueces que dictaban penas de cárcel a los demócratas en el Tribunal de Orden Público (TOP) de la dictadura pasaron a ser los jueces de la neonata Audiencia Nacional. Si de un negocio familiar se puede hablar es el de la Justicia, en todas sus ramas (jueces, fiscales, notarios, registradores, abogados del Estado, secretarios judiciales, oficiales...). Si se repasan los apellidos de las largas listas, hay frecuentes concordancias. Y cabe pensar que la Justicia es la barrera que lucha contra el mal. Pero ¿cómo puede luchar contra la corrupción un juez que es invitado un fin de semana a un hotel de lujo por un importante bufete de abogados, que en el futuro representará a una de las partes en un procedimiento sobre el que debe pronunciarse el magistrado?, o ¿cómo puede afrontar un juez un caso de corrupción si acepta que le paguen una buena cantidad de dinero —no siempre en blanco— por una charla-conferencia de cuarenta y cinco minutos?


    La ciudadanía respondió, desde el año 2011 en la calle, a las prerrogativas de cierta clase política, empresarial, financiera, judicial y mediática. Aquella ciudadanía movilizada, en que los jóvenes que ni siquiera habían nacido cuando se aprobó la Constitución asumieron un protagonismo muy importante, estaba harta de los compromisos con el establishment, estaba harta de que los mecanismos de control no funcionaran o funcionaran tarde y mal, como el Tribunal de Cuentas, que al hacer pública una fiscalización han pasado ya tantos años que, si detecta irregularidades o delitos, estos ya han prescrito. Estaba harta de las puertas giratorias; del político que pasa a la multinacional que ha sido agraciada con suculentos contratos durante la estancia de dicho político en puestos de responsabilidad sin solución de continuidad. Estaba harta de la lentitud de la Justicia. Estaba harta de las componendas políticas, que fueron imprescindibles en los años setenta y ochenta para avanzar en España, pero que ya no son aceptadas. Y estaba harta porque la crisis económica, que padecen los que menos tienen, fue consecuencia de malas praxis por parte de los poderosos, de la casta, de la élite, del establishment. Unos poderosos que recetaban apretarse el cinturón y que se aumentaban los sueldos.


    Aquella ciudadanía se expresó por dos vías. Una es el fenómeno político de Podemos, cuyos líderes proceden de las asambleas ciudadanas del 15-M de 2011; allí se fraguó lo que tres años después tomó forma de partido político. También se gestaron movimientos como 15MPaRato, que ha desempeñado un papel fundamental en la investigación del hundimiento de Bankia. Con anterioridad, la indignación de la ciudadanía por la crisis, la falta de representatividad y, sobre todo, la corrupción solo podía contar con la ya casi desparecida UPyD, que, mientras ha tenido representación parlamentaria, y por lo tanto financiación pública, se ha personado como acusación particular en tantos procedimientos judiciales por corrupción como ha podido.


    Y en Cataluña, por su parte, lo que se fraguó fue el independentismo. Son dos formas concretas de protestar contra un Estado que no le da a la ciudadanía aquello que quiere y desea. Del proceso independentista nació precisamente Ciudadanos, el otro nuevo partido en alza que se presenta como alternativa a Podemos, pero que considera sagrada la unidad del territorio nacional y que se ofrece también como opción moderna y sin relación alguna ni con la corrupción ni con el franquismo, a diferencia del Partido Popular.


    Las cerrazones, el menosprecio y el insulto a las opiniones diferentes unen a la ciudadanía en contra de este Estado, que en lugar de satisfacer las necesidades más básicas de sus ciudadanos, les recorta derechos que tanto costó conseguir, incluso la muerte de decenas de personas. La voluntad de transformar el sistema político español llega a tales extremos que aspectos que en apariencia son intrascendentes, como las tres últimas finales de la Copa del Rey en las que se han enfrentado el FC Barcelona y el Athletic de Bilbao, dos clubes de fútbol que representan a comunidades que fueron perseguidas durante el franquismo y que vieron insatisfechas sus aspiraciones con la Constitución de 1978, han servido para que desde las gradas se dirigieran monumentales pitadas contra el monarca mientras sonaba el himno nacional español. Durante la final de 2015, la primera presidida por el actual monarca, Felipe VI, fue aún más sonora que en las dos últimas presididas por su padre.
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    El primer intocable


     


     


    Los hombres y los reyes deben juzgarse por su actuación en los momentos críticos de sus vidas.


     


    WINSTON CHURCHILL (1874-1965),


    político y escritor británico


     


     


    Londres, 2 de noviembre de 1998. En un anodino y moderno edificio de High Holborn Street que temporalmente albergaba algunas salas de los altos tribunales británicos, lejos de toda expectación, Rashid al-Bader, el presidente de la Kuwait Investment Authority (KIA), matriz de la Kuwait Investment Office (KIO), compareció por sorpresa ante el juez Jonathan Mance, del Alto Tribunal de Londres, como testigo de cargo por la demanda civil presentada por el conglomerado kuwaití contra sus anteriores gestores, y en particular contra el financiero español Javier de la Rosa, por haberse apropiado de un total de 500 millones de dólares.


    De la Rosa fue juzgado en Londres in absentia. Estaba encarcelado en España por orden de la Audiencia Nacional a causa de los delitos cometidos en la monumental quiebra del Grupo Torras, el holding industrial creado por KIO en España para controlar sus inversiones desde Madrid o desde Barcelona. Fue al-Bader quien tomó la decisión de, a pesar de que los delitos cometidos en la gestión de Torras-KIO se habían producido en territorio bajo jurisdicción española, presentar una demanda ante la Justicia británica para que los antiguos dirigentes del conglomerado kuwaití respondieran en Londres de sus responsabilidades civiles y devolvieran el dinero del que se habían apropiado.1


    Los abogados de KIO acababan de aportar al tribunal la documentación, entregada por la Justicia suiza, que acreditaba que los máximos beneficiarios del expolio del Grupo Torras habían sido el propio Javier de la Rosa, que recibió 106 millones de dólares de la sociedad instrumental de KIO Pincinco, radicada en la isla de Jersey,2 en la cuenta de Bankers Trust de Ginebra con la clave Stuart 102650, y Manuel Prado, con 100 millones de dólares recibidos en dos pagos, uno de 80 millones en octubre de 1990, también de Pincinco, y otro de 20 millones en mayo de 1992, en este caso de otra instrumental, Wardbase. Ambos pagos los recibió en la cuenta ADHNIL, en la Société Générale de Banque, administrada por Norbert Hasler.


    El magistrado, lord Mance, en vista de la documentación suiza, quiso saber por qué Manuel Prado no figuraba como demandado por boca de al-Bader y solo obtuvo evasivas. Insistió, pero el máximo responsable de las inversiones kuwaitíes parecía tener problemas con el idioma. Se limitaba a contestar «I don’t know» («No lo sé») o «I don’t recalled» («No lo recuerdo»). Sin embargo, al-Bader no tuvo empacho alguno en admitir que el Estado español utilizó al embajador Manuel Prado y Colón de Carvajal como su representante en las negociaciones que tuvieron lugar entre 1994 y 1995 para encontrar una solución al conflicto que evitara los tribunales.


    Al-Bader hizo referencia a cuatro reuniones, una en París, otra en Londres, una tercera en Bruselas y una cuarta en El Cairo. A esta última, además de Prado, asistió, según el presidente de KIA —que también estuvo presente en la cita—, el entonces jefe de gabinete de la Presidencia del Gobierno, Antoni Zabalza,3 que más tarde ocuparía la presidencia de Ercros, cuyo accionista de referencia no era otro que Torras-KIO.


    Pero que Prado recibió de KIO los 100 millones de dólares ya se sabía al menos desde 1994, cuando empezaron los problemas judiciales de De la Rosa y este, en un intento de pulso al Estado, hizo público que «una personalidad muy próxima al Palacio Real» había recibido 100 millones de dólares de las cuentas de KIO, aunque, por primera vez, aparecía documentado. Aun así, los kuwaitíes se avinieron a sentarse con él en diversas ocasiones, como si se tratara de una autoridad oficial española. Pero Prado no contaba con autoridad alguna en España; su único título era no oficial y se lo había otorgado la Casa del Rey, «administrador privado» de Su Majestad Juan Carlos I. ¿A quién representaba Prado en las reuniones con los nuevos dirigentes de KIO? Y, sobre todo, ¿quién era el verdadero titular de la cuenta ADHNIL en la Sogenal de Ginebra? Parecía que De la Rosa estaba convencido de que el dinero era para el monarca. El financiero siempre aseguró que había entregado los 100 millones de dólares al amigo del rey por orden de las autoridades kuwaitíes sin recibir explicación alguna al respecto.


    Según algunos de los participantes en las reuniones, era el propio Prado quien propiciaba esa impresión al referirse al monarca español en francés como «mon cousin» («mi primo») o «mon patron» («mi patrón»). De hecho, la sentencia considera probados varios viajes de Prado a Kuwait City para ser recibido en audiencia por el jeque Jalifa bin Hamal al-Tahi, emir de Kuwait entre 1972 y su defunción en 1999. Y no se trataba de misiones oficiales, porque permanecieron en secreto hasta la celebración del juicio.


    Ali Rashid al-Bader no supo explicar por qué el grupo kuwaití negoció con Prado, en calidad de representante del Estado español, una solución extrajudicial al conflicto, a pesar de que el diplomático había recibido 100 millones de dólares desviados irregularmente del Grupo Torras y de que el gobierno de Felipe González estaba representado en las reuniones nada menos que por Antoni Zabalza.


    El pacto que se buscaba consistía en que los acusados estaban dispuestos a devolver parte del dinero desaparecido de la contabilidad de Torras a cambio de que se archivara el proceso judicial.


    El presidente de KIA había promovido la demanda contra sus predecesores en KIO, pero se dejó acorralar por los abogados defensores de al-Sabah, su predecesor al frente de los negocios kuwaitíes. Al-Bader reconoció haber negociado con Prado, uno de los principales beneficiarios de los desvíos irregulares de fondos de Torras realizados por De la Rosa, una solución extrajudicial al conflicto entre los nuevos y los anteriores gestores de las inversiones kuwaitíes. Al-Bader dejó claro que en las reuniones que mantuvo con el «administrador privado» del rey, Prado representaba oficialmente a España.


    Sin embargo, cuando los abogados del jeque al-Sabah quisieron, como el magistrado, que explicara por qué a Prado no se le reclamó en Londres la cantidad que, como quedó acreditado, recibió en una cuenta de la banca suiza Sogenal, procedente de las cuentas de Torras a través de la instrumental Pincinco en octubre de 1990, durante la invasión de Kuwait por las tropas iraquíes de Sadam Husein, al-Bader se limitó a contestar con un lacónico «no lo sé». La misma respuesta que dio a otra pregunta crucial de los abogados de al-Sabah: «¿Por qué, cuando quedó acreditado documentalmente que Prado fue el receptor de los 100 millones de dólares, KIO tardó diez meses en aportar esa información a la versión penal del caso, la que se sigue en la Audiencia Nacional española?».


    Al-Bader se responsabilizó de las inversiones extranjeras de Kuwait en junio de 1992. Dos años después de la primera guerra del Golfo encontró las arcas de la firma expoliadas. Las pérdidas superaban los 500.000 millones de pesetas (el equivalente a 3.000 millones de euros, aunque el tiempo transcurrido y la inflación acercarían más la cifra a los 9.000 millones de euros) y se habían evaporado más de 60.000 millones. Al-Bader aseguró que inicialmente se creyó las explicaciones de otro de los imputados, el abogado Juan José Folchi,4 de que parte del dinero desaparecido se había destinado a pagos políticos. Sin embargo, al-Bader no se explicaba por qué todos los desvíos de fondos pasaron por cuentas personales. «KIO tenía entonces cuentas en Suiza», afirmó.


    Los abogados de al-Sabah dejaron bien clara su línea de defensa: los pagos a Prado fueron por motivos políticos, al igual que los 2,5 billones de pesetas que aparecen en una pieza secreta de la causa denominada «pagos de guerra», que detalla el dinero destinado a cada uno de los ejércitos aliados durante la guerra del Golfo. Pero España no participó en el conflicto, sino que se limitó a prestar apoyo logístico, lo que difícilmente justificaba un tercio de la cantidad destinada a pagos políticos.


    Las elevadas exigencias económicas de los responsables de KIO-KIA frustraron la operación porque, según algunas fuentes, el jeque Fahad Mohamed al-Sabah y Fouad Jaled Jaffar iban a reintegrar parte del dinero desaparecido a las cuentas del fondo de inversiones del emirato.


    Según confirmó el presidente de KIA, la delegación estaba presidida, habitualmente, por el entonces «secretario de Finanzas español», en referencia al ex secretario de Estado de Hacienda Antoni Zabalza. Pero cuando se produjeron aquellas reuniones Zabalza era el jefe de gabinete de la Presidencia del Gobierno. Tras abandonar el Ejecutivo, Zabalza sustituyó a Josep Piqué en la presidencia de Ercros. La junta de accionistas no tuvo nada que decir. La decisión la había tomado el accionista mayoritario, KIO.


    El juez Mance, encargado de la causa civil en Londres, sacó sus propias conclusiones sobre el papel de Prado en el caso KIO y las hizo constar en su sentencia del 23 de junio de 1999:


     


    Lo que sigue ahora es saber todo lo posible sobre los destinatarios. El señor Manuel Prado, en una declaración en el procedimiento [judicial] español del 13 de mayo de 1997, se identificó a sí mismo como el destinatario de los 80 millones de dólares referidos en el punto 1) [de la sentencia] —en términos notablemente vagos— [y declaró] que recibió el dinero en pago de una deuda personal privada del señor De la Rosa. El señor Prado es un hombre de negocios español con conexiones con el Palacio Real español, y ha actuado en ocasiones como enviado especial para España, incluso ante el emir de Kuwait [...].5


     


    Y hay más:


     


    Tampoco la información que ya está disponible sobre los desembolsos que figuran en la documentación ofrece explicación alguna sobre que los pagos respondieran a «pagos de guerra». Setenta y cinco millones de dólares fueron a parar al jeque Fahad y permanecieron en su poder. Veinte millones fueron al jeque Jaled y cuatro millones de dólares, al señor Jaffar. Ochenta millones de dólares los recibió el señor Prado, que, además, hizo acuse de recibo de la multimillonaria cantidad. Pero el señor De la Rosa, en una carta al señor Prado de fecha 7 de mayo de 1999, admite que el dinero entregado al señor Prado no fue en absoluto en concepto de pagos políticos. La descripción que Prado realizó ante los tribunales españoles, sin embargo, se limitó a afirmar que el pago tenía como único objetivo reducir deudas que De la Rosa había contraído con el diplomático. Su descripción, sin embargo, de la naturaleza y del origen de tan voluminoso endeudamiento entre Prado y De la Rosa, así como su destino, se mantuvo totalmente indocumentado. Las supuestas cartas cruzadas entre el señor Prado, el señor De la Rosa y el jeque Ali Jaliffa son, a tenor del dictamen de los expertos y de otras pruebas, más allá de mi propia opinión, falsificaciones. Eso aunque el señor De la Rosa, en su carta remitida al señor Prado el 17 de mayo de 1993, alega no tener conocimiento alguno de las falsificaciones. Pero también se ha documentado una supuesta carta enviada por el señor Prado y dirigida al jeque Si-Alem al-Sabah, príncipe heredero y primer ministro de Kuwait, en la que acusaba a [Ahmad Rashed] al-Haroon [ministro de Comercio e Industria y principal instigador de la persecución contra los gestores que expoliaron KIO] de pasar información sobre KIO a Irak es igualmente falsa. Todo lo que cabe decir acerca de la responsabilidad de tales falsificaciones es que cualquier persona involucrada en la apropiación indebida de fondos en las transacciones Croesus, Oakthorn y Pincinco habría tenido motivos evidentes para intentar desacreditar al señor Haroon, cuya diligencia en intentar comprender [el caso KIO] y cuya posición [de perseguir a los responsables] ya he comentado [...].6


     


    Sea como fuere, la implicación de Manuel Prado, o más bien su participación sin implicación —en realidad fue condenado en España a dos años de prisión por apropiarse de parte del dinero, 20 millones de dólares, ya que el resto estaba prescrito—, abría por primera vez la puerta a hablar claramente de negocios del jefe del Estado al margen de su cargo público. Y no precisamente negocios pequeños, sino de centenares de millones de dólares.


    De hecho, algunos de los participantes en las reuniones señalaron que un par de años antes de que Prado recibiera los 100 millones de dólares de KIO se había producido una operación similar con otro emirato del Golfo como protagonista.


    EL DELFÍN DE FRANCO


    Juan Carlos de Borbón y Borbón ha sido el primer intocable de la democracia española. El joven rey, aupado por el mismo dictador Franco tras un pacto del general con su padre, Juan de Borbón, el heredero a la Corona de Alfonso XIII, consiguió una aureola de monarca campechano, próximo. De él se contaron y se escribieron múltiples anécdotas sobre su sencillez. No obstante, Juan Carlos I fue el principal icono de la transición de la dictadura franquista al modelo de Estado establecido en la Constitución de 1978. Pero no siempre fue así. Antes y después de que se aprobara la Constitución, Juan Carlos I tuvo que enfrentarse a compromisos que encajaban más con el régimen de Franco que con la nueva España que pretendía construir.


    El primero se produjo apenas fallecido el dictador. Su sucesor se vio en el brete de recibir con toda la pompa y boato a uno de los pocos jefes de Estado que asistió a la proclamación del príncipe como nuevo rey. El sábado 22 de noviembre, el rotativo chileno El Mercurio publicó en portada dos grandes fotografías de Augusto Pinochet7 y el aún príncipe Juan Carlos. El enviado especial Cristián Zagers transmitió una crónica que en Santiago fue publicada así: «Cordial acogida al general Pinochet, lo recibió el príncipe Juan Carlos. Estrecho abrazo de ambos en el aeropuerto de Madrid».8


    Fue una visita presidida por la violencia con la que actuó la escolta de Pinochet contra los fotógrafos y la gente que se acercó. En el edificio de las Cortes, Pinochet y su esposa fueron acomodados junto a Imelda Marcos, esposa del dictador filipino Ferdinand Marcos.


    El hispanista británico Paul Preston, en su biografía del rey Juan Carlos,9 resta importancia a la visita de Pinochet y explica que, tras recibirlo, el propio rey hizo saber con claridad al dictador chileno que no estaba invitado a la misa de coronación del 27 de noviembre Su hombre de confianza, Manuel Prado y Colón de Carvajal, se había asegurado la presencia de líderes internacionales democráticos en la coronación.


    Ernesto Ekaizer, sin embargo, señala que Pinochet tenía una serie de compromisos al margen de la agenda oficial, que cumplió sobradamente. Se trataba de convertir Madrid en la sede de una minicumbre de operativos de la Operación Cóndor, el pacto de terrorismo de Estado entre las dictaduras latinoamericanas, en Europa. El plan de Pinochet se cumplió, al menos en lo que respecta al neofascista Stefano delle Chiaie.10


    Y la visita de Pinochet fue, al fin y al cabo, protocolaria. Mucho más activa fue la participación de España en la dictadura argentina propiciada por el rey Juan Carlos. Según relató el diario Público, «en mayo de 1976, cuando aún no se habían cumplido dos meses del golpe de Estado en Argentina, los cuerpos policiales que aterrorizaban a los habitantes ya habían gastado un 70 por ciento de su presupuesto anual [...] y aún quedaba mucha gente por morir. En vísperas de un invierno austral que prometía sangre y dolor, los jefes policiales se vieron obligados a pedir una inyección de 12 millones de dólares. Según los cálculos realizados entonces, las tareas represivas iban a costar, al menos en 1976, unos 400 millones de billetes norteamericanos».11


    El dictador Videla12 necesitaba dinero fresco, pero antes tenía que encontrar países que quisieran facilitarlo. Entonces, aquel general de bigotes y mal genio se acordó de la Madre Patria, que acababa de enterrar al dictador Franco y que empezaba, con muchas dificultades, a experimentar el camino de la democracia. Exactamente al revés que en Argentina, donde las desapariciones se habían convertido en moneda corriente. La comunidad internacional conocía ese extremo, algo que al parecer no importaba mucho en Madrid; según consta en una gran cantidad de expedientes secretos localizados por Público, España firmó acuerdos económicos que dieron aire a la maltrecha dictadura y sus terribles tácticas de exterminio.


    Los archivos en poder del periódico demostrarían que el rey Juan Carlos fue el encargado de facilitar los acuerdos entre la España de la Transición y la Argentina de los vuelos de la muerte. El 1 de julio de 1976, el monarca recibió en su despacho al embajador de Videla en Madrid, el general Leandro Enrique Anaya. De acuerdo con el informe reservado elaborado por el diplomático, el rey tuvo «expresiones de beneplácito por el éxito con que nuestro Gobierno está afrontando los problemas económicos coyunturales que este vive», al tiempo que se mostraba muy generoso ante la próxima visita a España del ministro de Economía de la dictadura, José Alfredo Martínez de Hoz,13 uno de los máximos defensores del ultraliberalismo en Sudamérica.


    Ante un Anaya que se salía de su uniforme, el rey Juan Carlos prometió que el responsable de Economía argentino «tendría la mejor acogida y disposición de banqueros, inversores e industriales, para concurrir al encauzamiento y solución de los problemas que pudieran plantearse y/o proponerse. En tal sentido, dijo que España estaba en el mejor estado anímico para concretar operaciones comerciales y financieras con la República Argentina».14 A lo largo de las semanas siguientes quedaría claramente demostrado que no se trataba de simples elogios.


    Cuatro días después de la reunión entre Anaya y el rey, Argentina anunciaba que había firmado un convenio con España para reanudar la venta de carne, paralizada desde hacía seis años. El acuerdo había sido cocinado durante una visita realizada a Madrid por los responsables de la Junta Nacional de Carnes de Argentina y traía como consecuencia inmediata una primera remesa de cuatro mil toneladas de piezas vacunas para el mercado español, lo que reportaría 3.800.000 dólares de ganancias para Buenos Aires. El ministro Martínez de Hoz llegó a España pocas semanas después de este acuerdo, exactamente el 22 de julio de 1976. Durante su visita, el funcionario pudo moverse con total libertad por los despachos más importantes e influyentes del país. Entre las personalidades que le abrieron la puerta se encontraban el rey Juan Carlos, con quien se reunió la mañana del 23 de julio, y el gobernador del Banco de España, Luis Coronel de Palma,15 que además ostentaba el título de marqués de Tejada. También tuvo tiempo para reunirse a solas con el banquero Alfonso Escámez,16 presidente del Banco Central, a quien le prometió que la dictadura argentina le devolvería la sucursal que había sido expropiada por el gobierno peronista de Héctor Cámpora17 en 1973.


    En su intensa campaña por encontrar amigos con dinero, la Junta Militar argentina también contactó con el poderosísimo Emilio Botín18 para anunciarle que su Banco Santander recuperaría las dos filiales que le habían quitado los peronistas. Coincidiendo con la visita de Martínez de Hoz, el diario Informaciones reveló que en la última junta general de accionistas del Santander, Botín se había referido al futuro y las perspectivas económicas de Argentina. Botín tenía esperanzas de que se volvería a la prosperidad del pasado, y aseguró que la organización del Santander en Argentina incluía cerca de quinientos empleados y nueve sucursales. El nuevo gobierno argentino había ofrecido devolver las sucursales de Córdoba y Rosario que les fueron expropiadas en 1973.


    El apoyo de las élites españolas a la dictadura argentina se prolongó hasta 1981; un modelo de dictadura muy similar al que Franco implantó en España. Los cientos de miles de desaparecidos y, sobre todo, el robo de recién nacidos de las presas políticas para entregárselos a familias de militares vinculados a la dictadura parecen tomados directamente de las prácticas franquistas. Hay, sin embargo, una diferencia, al menos en lo que respecta al secuestro de recién nacidos. Mientras que en España los resultados de la iniciativa del psiquiatra de cabecera de Franco, Antonio Vallejo-Nájera, permanecen impunes, en Argentina el dictador Jorge Rafael Videla falleció el 13 de mayo de 2013 mientras cumplía una condena de cincuenta años de cárcel por el programa de secuestro de niños.


     


     


    Uno de los aspectos que se ha destacado del ejercicio de Juan Carlos de Borbón como rey de España es el de haber escogido un papel de árbitro. El rey reina pero no gobierna, al estilo de la monarquía parlamentaria británica. Pero eso tampoco fue siempre así. Al principio de su reinado se inmiscuía en los asuntos públicos, tal y como demuestra el hecho de que pidiera dinero al sha de Persia (Irán) para, oficialmente, fortalecer la UCD. «El 22 de junio de 1977, tras las elecciones parlamentarias, el rey le escribe una carta al sha de Persia pidiéndole dinero para “ponerle” un partido fuerte a Suárez ante una encrucijada histórica: las elecciones municipales que se celebrarían a seis meses vista, pues, según explicaba en la comprometedora misiva, “es ahí donde en mayor medida pondremos nuestro futuro en la balanza”.» La carta fue publicada en un libro escrito por quien fuera jefe de la casa del sha de Persia, Reza Pahlevi. La carta del rey Juan Carlos está escrita en francés, fechada en la Zarzuela, con la dirección y la despedida a mano. El rey justificaba su petición aludiendo al peligro socialista, que «también obtuvo un porcentaje de votos más elevado del esperado, lo que supone una seria amenaza para la seguridad del país y para la estabilidad de la monarquía, ya que me han informado fuentes fidedignas de que su partido es marxista. Una parte de su electorado no es consciente de esto, y les vota con la confianza de que a través del socialismo España podría recibir ayuda de países europeos».19


    TODOS LOS HOMBRES DEL REY


    La Transición se consolidó hasta convertirse en un régimen en sí mismo en lugar de en un proceso evolutivo. Más de treinta años después, aquel régimen iniciado en noviembre de 1975 pasó a un estado agonizante y con la popularidad de la Corona en entredicho. Así, llegaron la abdicación en junio de 2014 y la asunción del joven Felipe a la más alta magistratura del Estado. Fue el último intento para frenar una caída en picado.


    En buena medida, la imagen del rey Juan Carlos como garante del sistema constitucional se debía al consenso de los responsables que componían el establishment político y económico, las élites extractivas. Pero muy especialmente a la posición de la mayoría de los medios de comunicación, en particular los nacidos durante la Transición o que volvieron a manos privadas tras abandonar la prensa del Movimiento.


    Aun así, desde su llegada a España para convertirse en el sucesor de Franco en 1948 hasta bien entrados los años noventa, el rey estuvo rodeado por un elenco de colaboradores que guiaron al jefe del Estado en el proceso constitucional y que le hacían ver la importancia de mantenerse al margen de cualquier escándalo. De hecho, durante años el delito de injurias al rey fue una seria amenaza, siempre que no se tratara de fuerzas políticas declaradas como republicanas.


    Los protectores


    Juan Carlos de Borbón y Borbón se instaló en Madrid en 1950, tras una serie de enfrentamientos entre el general Franco, «caudillo» de España, y su padre, Juan de Borbón y Battemberg, partidario de una monarquía constitucional, a quien los monárquicos consideraban el legítimo aspirante al trono español y que vivía exiliado tranquilamente en la localidad portuguesa de Estoril.


    Franco había elegido al futuro monarca porque su corta edad (contaba doce años cuando llegó a Madrid) le hacía maleable y dividía a la oposición monárquica a la dictadura.


    De hecho, las grandes influencias políticas que recibió Juan Carlos se materializaron durante la agonía y defunción del general Franco, acaecida el 20 de noviembre de 1975. En el terreno político, los dos hombres más importantes fueron el falangista Torcuato Fernández-Miranda, presidente de las Cortes en el momento de la muerte de Franco, y Adolfo Suárez, secretario general del Movimiento.


    A la muerte de Franco, y a pesar de la renuencia de los sectores más radicales de la dictadura, solo cabía la transición a la democracia. El encargado del proceso fue Fernández-Miranda, a la sazón presidente de las Cortes, que convenció al rey para destituir a Carlos Arias Navarro como presidente del gobierno para nombrar a Adolfo Suárez. Él se encargaría de disolver las Cortes.


    En el entorno más próximo del monarca, dos militares desempeñaron papeles fundamentales, Nicolás Cotoner, que ejerció como jefe de la casa del rey hasta su muerte en 1990, y Sabino Fernández Campo, secretario general de la casa y auténtico brazo derecho del rey. Se le atribuye la gestión que permitió frustrar el intento de golpe de Estado del 23 de febrero de 1981.


    Fernández Campo abandonó el cargo en 1993, cuando Felipe González llevaba casi once años como presidente del gobierno; ahí empezó a relajarse la protección del rey. El sustituto de Fernández Campo fue el diplomático Fernando Almansa, vizconde de Almansa y considerado un hombre próximo al entonces presidente de Banesto, el banquero Mario Conde.


    Aun así, Almansa cumplió su cometido casi con el mismo celo que Fernández Campo. Hasta que en 2002 fue sustituido por Alberto Aza, también diplomático, que se limitó a que el monarca explotara su propia popularidad y el consenso que le hacía intocable. Solo cuatro años después, el escándalo Urdangarín obligó a enviar a los duques de Palma, Cristina de Borbón e Iñaki Urdangarín, a establecerse en Estados Unidos, en un intento de alejarlos de los negocios españoles.


    Los tiburones


    A pesar de la impunidad de la que gozaba en virtud de la Constitución, el rey contaba con un especialista para cubrir sus indiscreciones, fueran del tipo que fueran; el fallecido diplomático Manuel Prado y Colón de Carvajal, al que ya hemos visto en acción, fue uno de ellos, si no el más importante en aquella época. Era a quien había que acercarse y agasajar para acceder al rey. Los que recuerdan su paso por la presidencia de Iberia destacan que su única aportación a la compañía fue incorporar la corona al logotipo.


    Con Prado ejerciendo de testaferro, empresarios obsesionados con la información y dispuestos a chantajear al Estado intentaron aproximaciones a la institución.


    Don Juan fue el primero en ser cortejado nada menos que por Mario Conde, a la sazón presidente de Banesto, uno de los iconos de la cultura del pelotazo y en aquel momento, en 1988, uno de los hombres más poderosos de España. El antiguo banquero cultivó las relaciones con el entonces conde de Barcelona tanto como pudo, aprovechando la afición náutica de don Juan, hasta que este se convirtió en un asiduo del yate de Conde en Mallorca.


    Según asegura Ernesto Ekaizer en su libro Banqueros de rapiña,20 cuando Conde ya se había ganado la confianza de don Juan, le convenció para que mediara ante Torcuato Luca de Tena para que aceptara la entrada de Banesto en el capital de ABC. Don Juan se sorprendió cuando Luca de Tena rechazó la oferta de forma diplomática pero rotunda. Conde, sin embargo, siguió cultivando la amistad del padre del monarca. Hasta el punto de que, cuando el cáncer acabó con su vida el 1 de abril de 1993, el entonces presidente de Banesto se atribuyó haber sufragado parte de los gastos médicos de don Juan en el Hospital Universitario de Navarra. Sí logró administrar el patrimonio de don Juan de Borbón y parece que logró arrebatar al Banco Central las cuentas del rey cuando Alfonso Escámez se jubiló como presidente de dicho banco en pleno proceso de fusión con el Banco Hispano Americano.


    Diez años de cárcel


    De nada le serviría cuando el día de los Inocentes de 1993 el gobernador del Banco de España, Luis Ángel Rojo,21 anunció la intervención de Banesto. Las investigaciones a raíz de la intervención acabaron con Mario Conde condenado a veinte años de prisión por el Tribunal Supremo a causa de su administración del banco. Cumplió casi diez años de reclusión.


    El financiero corrupto Javier de la Rosa fue todavía más osado e intentó utilizar el flujo incesante de petrodólares de los kuwaitíes de KIO para acercarse directamente al monarca. Su interlocutor no era otro que el propio Prado y Colón de Carvajal. El primer intento exitoso de De la Rosa se produjo en 1990, cuando, en el último momento, consiguió ser incluido en el grupo de empresarios liderado por Pedro de Mir que decidió regalar al monarca un automóvil exclusivo, prototipo de la alemana Porsche.


    Pero De la Rosa, convencido de que Prado era el testaferro del monarca, decidió comprar su voluntad casi a cualquier precio. Si De la Rosa ha pasado los últimos dieciocho años entrando y saliendo de la prisión ha sido, entre otras cosas, por la desaparición de 55.000 millones de pesetas de 1992 del Grupo Torras, el portaaviones del grupo KIO (un instrumento de la Seguridad Social kuwaití) en España, que fueron a parar a las cuentas de Prado. Por aquella operación, Prado también fue condenado a prisión, concretamente a dos años en 2004. Cuatro años después, falleció víctima de un cáncer.


    De la Rosa ha repetido en diversas circunstancias que el dinero era para reponer pérdidas generadas por Prado en el patrimonio del monarca: 60.000 millones de dólares adelantados por la familia Saud, la dinastía que reina en Arabia Saudí. No obstante, nunca ha aportado más pruebas que su palabra.


    Por razones humanitarias, la administración penitenciaria concedió inmediatamente el tercer grado a Prado. Lo cierto es que el dinero acabó en las cuentas de sociedades cuyo titular era Prado. Sin embargo, el juez del Tribunal Superior de Comercio británico Jonathan Mance, en la sentencia civil del caso, no dudó en definir a Prado como un hombre de negocios muy próximo al Palacio Real español.


    Durante el juicio, además, quedó claro que Prado había actuado como representante del Estado español, cuando gobernaba Felipe González, en una cumbre con la dirección de KIO en El Cairo para intentar encontrar una solución extrajudicial al conflicto. Y también se acreditó que, tras la caída del Muro de Berlín, a donde no llegaba Prado lo hacía el príncipe georgiano Zouab Tchokotua, que también recibió dinero de KIO a través de De la Rosa.


    Mientras la Justicia británica señalaba a la Zarzuela, en España se condenaban los intentos de chantaje de De la Rosa, pero nunca se investigaron sus afirmaciones. Y las funciones de Prado fueron asumidas, en buena medida y en diferentes períodos de tiempo, por una serie de personajes de diverso pelaje del mundo financiero y empresarial, desde los Albertos, los primos Alberto Cortina y Alberto Alcocer, hasta Mario Conde, pasando por la falsa princesa —utiliza un título perteneciente a su ex marido— alemana Corinna, a la que la prensa del corazón ha bautizado como la «amiga entrañable» del monarca, cuando en realidad no solo es su amante —el rey le construyó una mansión en el interior del recinto de El Pardo, aparentemente con cargo a los presupuestos del Estado—, sino que también ejerce en su nombre de intermediaria en negocios internacionales, aunque aún se desconocen los porcentajes del reparto.


    EL «VALOR» DEL SACRIFICIO


    Si en algo coinciden las diferentes biografías de Juan Carlos de Borbón es en su avidez por el dinero. Aunque la leyenda sostiene que su padre, Juan de Borbón, heredero legítimo a la Corona, vivió durante toda la dictadura exiliado en Estoril gracias a la caridad de las otras casas reales europeas, el volumen de la herencia que legó a sus hijos a su muerte desmiente el mito popular. Al fallecer, Juan de Borbón poseía una fortuna de más de dos millones de euros en Suiza, que fueron a parar a su hijo Juan Carlos. La Zarzuela explicó que la fortuna procedía de la venta de diversos activos inmobiliarios y que se destinó al pago de deudas y obligaciones, tras abonar los correspondientes impuestos. Pero no aportó documentación alguna que confirmara sus afirmaciones.


    No obstante, cuando Juan Carlos de Borbón se trasladó a Madrid para convertirse en el sucesor de Franco, las relaciones con su padre se enfriaron mucho. Y, lejos de él, el delfín del Caudillo asistía a la voracidad de la familia Franco para hacerse con un voluminoso patrimonio mientras el dictador ocupó su cargo, sin que a él le tocara participación alguna en el reparto.


    Ya proclamado rey en 1975, Juan Carlos I permitió el que quizá sea un caso único en la historia de las dictaduras. El régimen les dio poder y patrimonio. La democracia les ha hecho ricos y decadentes. No hubo exilio. Simplemente un exilio benévolo. Los herederos de Franco forman ahora una familia desmembrada pero multimillonaria.22


     


    Al periodista y escritor Mariano Sánchez Soler se debe la obra más documentada sobre el patrimonio cosechado por la familia Franco (Franco SA, editorial Obrerón). Sánchez desbroza cómo la austeridad del dictador contrastaba con la voracidad de su entorno familiar. [...] El propio Sánchez reconoce la dificultad de estimar a cuánto ascendió la fortuna de los Franco. Algunas fuentes citaron la cifra de 60.000 millones de pesetas. Otras llegaron hasta los 100.000 millones. Las cuentas nunca fueron auditadas. Hacienda no les molestó durante años.23


     


    En cualquier caso, los 28 años que Juan Carlos de Borbón pasó junto a la familia Franco, y lo que él mismo consideraba penurias económicas que había pasado a la sombra del dictador, permiten conjeturar que el monarca, cuando accedió al cargo, decidió aplicar el mismo modelo ético y desquitarse.


    LOS NEGOCIOS DEL REY


    ¿Cobra el jefe del Estado dinero de empresas privadas por sus gestiones a favor o en contra de una u otra operación? La pregunta es pertinente porque los indicios empiezan a ser palmarios y porque, de confirmarse, sería un escándalo difícil de justificar. El rey ya cobra por defender los intereses españoles; ese es precisamente su trabajo. Y si se llevase comisiones añadidas, sería tan impresentable como si lo hiciese Mariano Rajoy. Por comparar, ¿alguien se imagina al rey de Suecia, o a su «amiga entrañable», cobrando por gestiones empresariales mientras ocupa la jefatura del Estado?


    La pregunta es pertinente por las informaciones que señalan que Corinna asesoró a Lukoil ante Repsol y el Fondo Hispanosaudí. Según las informaciones, Corinna no llegó a cobrar porque aquella operación no salió, pero iba a comisión.24


    Sea como fuere, es evidente que Juan Carlos I tenía una especial influencia entre las monarquías del golfo Pérsico. Desde los 10 millones de dólares que pidió al sha de Persia, Mohamed Reza Pahlevi, para financiar a la UCD de Suárez —por cierto, existe constancia de que el dinero salió de Teherán, pero no de que llegara nunca a su destino— hasta los 100 millones de dólares prestados por uno de los emiratos árabes no identificado, a los que su amigo Manuel Prado añadió otros 100 millones tras reunirse con el emir de Kuwait y que le pagó Javier de la Rosa de las cuentas de KIO.


    El diario estadounidense The New York Times elevó en septiembre de 2012 la fortuna personal del rey Juan Carlos a alrededor de 2.000 millones de euros. Zarzuela no se querelló ni desmintió tan abultada cifra mediante un comunicado oficial. Verdad es que se trataba nada menos que del Times, pero también es cierto que el diario, aunque admitía que puede haber bienes de Patrimonio Nacional incluidos entre tantos millones, no aportaba un solo dato ni fuente en que apoyar su estimación. Al igual que la NBC, en junio de 2014, a punto de producirse la abdicación. Una cifra mareante y ninguna cita bibliográfica o fuentes confidenciales.


    EL PRINCIPIO DEL FIN


    A pesar de los indicios de los negocios internacionales del rey, de sus indiscreciones matrimoniales y de sus dudosas amistades, el escándalo protagonizado por el yerno del monarca, el marido de la infanta Cristina, Iñaki Urdangarín, fue la espoleta que terminó con la protección de la Casa Real. El colofón llegó cuando el juez José Castro decidió imputar en la causa a la infanta Cristina. Por primera vez, un juzgado imputaba a un miembro de la familia real varios delitos castigados penalmente. No obstante, la infanta Cristina no se sentará en el banquillo más que como beneficiaria a título lucrativo y mantiene su actitud altiva; a pesar de que el actual rey, su hermano Felipe VI, la ha desposeído del título de duquesa de Palma, ella sigue sin renunciar a sus derechos dinásticos. Al fin y al cabo, parecía reproducir el comportamiento de su padre por lo que a los negocios privados se refiere. Además, los poderosos siempre han tenido la justicia a su lado. Gracias a un banquero, Emilio Botín, que consiguió una sentencia ad hoc para él, la hija menor de Juan Carlos se salvó de sentarse en el banquillo de los acusados, aunque tuvo que prestar testimonio como testigo. Su marido, en cambio, sí que tuvo que pasar por el trance de declarar en un juicio como presunto autor de diversos delitos y se sentará en el banquillo de los acusados.


    Los rentables negocios de Urdangarín a costa del erario público fueron el catalizador para que los españoles, que sufren los efectos de una crisis económica sin precedentes, se cuestionen algo inconcebible durante los treinta años anteriores; ya no les basta con un remedo teatralizado de transformación del franquismo en una democracia para que las élites de la dictadura hayan podido gobernar el país mano a mano con la nueva clase política salida de la clandestinidad, ya no es una patente de corso para que el monarca esté por encima de la ley. Exigen una democracia real.


    Y no es que el monarca no estuviera al tanto de las actividades de su yerno. Cuando ya era un clamor el sistema elaborado por Urdangarín y su socio, Diego Torres, para esquilmar todo lo que pudieran de las administraciones públicas, especialmente las controladas por el Partido Popular, ya que iban de la mano del ex presidente balear Jaume Matas, el rey Juan Carlos logró que Telefónica ofreciera un puesto a Urdangarín en Washington. Pero ni con esas, ya que el proceso llegó en plena crisis de 2008 y la sensibilidad social había dado un giro de 180 grados. Posteriormente, Urdangarín abandonaría la residencia en Estados Unidos y la trasladaría a Ginebra (Suiza).


    El monarca intentó una jugada desesperada pidiendo ayuda a una de las instituciones que le apoya abiertamente, La Caixa. Y, de modo indirecto, La Caixa se la dio. Iñaki Urdangarín, imputado en el caso Nóos por utilizar su condición de miembro de la familia real para obtener cantidades millonarias de las administraciones públicas para que su fundación, el Instituto Nóos, organizara eventos a precios obscenos o elaborara informes copiados directamente de internet. Pero por mucho que desde su entorno pretendan transmitir la imagen de la soledad del duque, hay muchos poderes fácticos implicados en la protección de Urdangarín ante la acción de la Justicia. Muchos de ellos actúan en Barcelona, pero tienen gran influencia sobre el Ejecutivo de Mariano Rajoy.


    Cuando estalló el escándalo, en noviembre de 2011, y tras la posterior imputación del entonces duque de Palma, fueron muchos los que ensalzaron la actitud de la Casa Real y del propio monarca, Juan Carlos I, de distanciarse del marido de su hija, la infanta Cristina, de apartar a ambos de las actividades públicas de la Corona y de reivindicar que la Justicia es igual para todos (excepto para él mismo, que según la Constitución es inimputable).


    El hecho de que Urdangarín recurriera a los servicios del abogado Mario Pascual Vives, quien dijo que su relación procedía exclusivamente de que eran compañeros de tenis, parecía denotar que el duque de Palma no contaba con el apoyo de la Corona ni siquiera a la hora de elegir abogado. Ninguno de los bufetes asociados a la Casa Real se iba a hacer cargo del caso. El propio historial de Pascual Vives como penalista solo contaba hasta aquel momento con un caso mediático, haber defendido a las hijas del juez corrupto Lluís Pascual Estevill durante el proceso contra su padre en calidad de responsables civiles de los delitos del ex magistrado. Nadie reparó en que Pascual pertenece a un bufete estrechamente vinculado a La Caixa, al Barça y al grupo de amigos de Josep Piqué, ex ministro de Aznar, presidente de Vueling y hombre con un profundo ascendente sobre Mariano Rajoy.


    Pero las cosas han cambiado para la Casa Real. El desliz del rey durante su cacería en Botsuana y la ruptura de Urdangarín con su socio en Nóos, Diego Torres, imputado como él por el juez Castro de Palma, contribuyeron a que cada vez se cuestionara más la actitud del monarca. Las negociaciones entre ambos responsables del Instituto Nóos desembocaron en lo que la defensa de Urdangarín calificó de chantaje: la exigencia de cantidades de dinero —que fueron disminuyendo— por el abogado de Torres, el letrado barcelonés Manuel González Peeters, a cambio de no hacer públicos doscientos correos electrónicos que acreditarían la implicación de la infanta Cristina y del propio monarca en las conductas supuestamente delictivas. Desde entonces, las presiones sobre González Peeters no cesaron, y el abogado asegura en privado que es vigilado por el CNI. Su comportamiento paranoico parece certificar que el defensor de Torres está convencido de lo que dice.


    González Peeters siempre ha temido que su cliente acabara cargando con toda la responsabilidad, y por eso se puso en contacto con la Fiscalía para intentar alcanzar un acuerdo de conformidad. Un acuerdo que, en todo caso, exigía que Urdangarín también lo suscribiera. Ante las reticencias de Mario Pascual y del propio Urdangarín, la defensa de Torres puso en marcha la estrategia de presiones sobre Urdangarín. Pero fuentes conocedoras del proceso aseguraron que no habrá pacto ni compensación económica alguna para Torres, y que González Peeters lo sabe.


    El aspecto de sabio despistado de Pascual Vives es muy engañoso. Detrás del letrado está el bufete Brugueras, García-Bragado, Molinero & Asociados, escasamente mediático, pero muy influyente en Barcelona. Entre los socios que dan nombre a ese despacho está Juan Ignacio Brugueras, presidente de la Caixa dels Advocats de Barcelona, ahora absorbida por Multicaja (en la actualidad Bantierra), donde es vicepresidente segundo. Fue vicepresidente del FC Barcelona en la época en que Maradona jugó en el club con José Luis Núñez de presidente, así como tesorero en la última junta de Joan Gaspart, y se quedó a las puertas de ser síndico del socio con el presidente accidental Enrique Reyna. Sigue ostentando el puesto ejecutivo en la Caixa dels Advocats, que es la entidad que percibe el dinero de la Conselleria de Justícia de la Generalitat para el pago del turno de oficio a los abogados.


    Alejandro García-Bragado Dalmau es también abogado del Estado en excedencia y secretario y asesor de Aguas de Barcelona y la Inmobiliaria Colonial. Y, sobre todo, secretario del consejo y asesor jurídico de la Caja de Ahorros y Pensiones de Barcelona, transformada ahora en Caixabank, y patrono de la Fundación La Caixa, donde trabaja oficialmente la infanta Cristina. Por su parte, el tercer socio, César Molinero Santamaría, era profesor de derecho en la UAB y en su día fue redactor de La Vanguardia.


    Lo cierto es que Diego Torres, además de poseer una serie de correos electrónicos que vinculan directamente no solo a la infanta Cristina sino a su mismo padre, también tiene otros correos que demostrarían la connivencia de una institución financiera en la gestión de las cuentas en el extranjero de la infanta y de Urdangarín. La vinculación de la familia real con dicha entidad de depósitos tiene una larga tradición. No es casual que el despacho elegido para la defensa de Urdangarín sea el del secretario del consejo y asesor jurídico de Caixabank. La misión del bufete, pues, es triple: defender al duque de Palma, evitar por cualquier medio que la infanta Cristina pueda ser imputada e impedir que el rey quede salpicado por sus ayudas a su hija Cristina y a su yerno Iñaki.


    Además, en el despacho está representada la flor y nata tanto de la clase política como de la burguesía catalanas. Como Federico Calabuig Alcalá del Olmo, nacido el 6 de mayo de 1960, nombrado abogado del Estado el 2 de febrero de 1987, actualmente en excedencia. En el año 2009, ocupaba el número 227 en el escalafón del cuerpo de abogados del Estado. Su hermano Juan Ignacio es magistrado titular del Juzgado de Primera Instancia de Barcelona. La esposa de Calabuig es Pilar Fernández Bozal, ex consellera de Justicia de la Generalitat. Nombrada abogada del Estado el 2 de abril de 1991, el mismo día que Dolores de Cospedal, ya que son compañeras de promoción. El preparador de Calabuig fue el también abogado del Estado Pedro Ferreras Díez. Calabuig trabajó como abogado del Estado en el Tribunal de Expropiación y en otros destinos, siempre en Barcelona. Pidió la excedencia voluntaria en 1994 e inició su andadura como abogado en ejercicio en el despacho de Pedro Ferreras al tener que abandonarlo este por ser nombrado primero, en marzo de 1996, subsecretario de Industria y Energía, y después, en junio de ese mismo año, presidente de la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI). Ferreras consiguió ese puesto gracias a su condición de amigo personal de Josep Piqué y Anna Birulés,25 con los que forma lo que se ha dado en llamar el «clan de Urús», por el pequeño pueblo de la Cerdaña donde todos ellos veranean.


    Piqué, por su parte, se incorporó al gobierno de José María Aznar como independiente en 1996, desde el puesto de presidente del Círculo de Economía de Barcelona, uno de los foros empresariales más influyentes de España, al que sigue vinculado. Ocupó la cartera de Industria. Fue el propio Mariano Rajoy quien le convenció de que se afiliara al PP y se decidiera a liderar el partido en Cataluña. Piqué aceptó y no tardaría en ascender en el gobierno de Aznar. Primero se convirtió en portavoz del gobierno, y cuando Aznar obtuvo la mayoría absoluta en 2000, fue nombrado ministro de Asuntos Exteriores. Sigue teniendo un gran ascendiente sobre Rajoy y sobre el sector más moderado del PP, hasta el punto de que sonó como ministrable de Economía tras las elecciones de noviembre de 2011, pero Rajoy tuvo que hacer una doble concesión: una a los mercados, con el nombramiento de Luis de Guindos, ex Lehman Brothers, y otra al aznarismo con la designación de Cristóbal Montoro como ministro de Hacienda.


    La relación de Piqué con La Caixa, por cierto, siempre ha sido excelente. De hecho, se formó en su departamento de estudios, y aunque hubo algunos roces cuando, tras salir del gobierno, intentó hacerse con la presidencia de la entidad, sigue manteniendo una relación fluida con los directivos del ahora banco.


    El denominado «clan de Urús» no es el único con cuota en el bufete que se encarga de la defensa de Urdangarín. En la plantilla del despacho figuran Antoni Esquerra-Torrescasana Llobet, secretario de la Fundación Güell; Carlos Ginebreda, amigo de la infancia de Federico Calabuig y profesor de práctica jurídica en el Colegio de Abogados de Barcelona; Carlos de Miquel, profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Barcelona; Enric Emo, compañero de curso de José Ignacio Calabuig Alcalá del Olmo en el elitista colegio de los jesuitas de Sarrià de Barcelona; José Carballeda, inspector de finanzas del Estado en excedencia; Luis del Olmo, hijo del locutor y abogado de Bankia; Tatiana Garí, nieta de Manuel Garí de Arana y heredera del imperio Garí, cuya familia sigue sentándose en el consejo de administración del Banco Santander por herencia del Banco Central, y Bartolomé Masoliver, ex notario y ex cónsul de Canadá en Barcelona.


    Pero ni Urdangarín ni su esposa se han librado de sentarse en el banquillo en un juicio. Y con ello, más los errores propios, el rey Juan Carlos se vio obligado a abdicar en su hijo Felipe en junio de 2014.


    A raíz del cambio experimentado en la sociedad española, las nuevas hornadas de funcionarios que ingresaron en las administraciones ya no eran militantes, familiares o amigos de miembros de Falange. Algunos de ellos, incluso, han formado una nueva élite en la administración, sustentando los gobiernos socialistas y escalando posiciones en los ejecutivos presididos por Felipe González y José Luis Rodríguez Zapatero. Hay que tener en cuenta que muchos altos cargos de los gobiernos progresistas fueron cooptados desde la universidad, a diferencia de la derecha, que se sustenta con altos funcionarios de la administración, con una preeminencia bastante acusada de los abogados del Estado.
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    El pacto


     


     


    Puedo prometer y prometo.


     


    ADOLFO SUÁREZ (1932-2014)


    presidente del gobierno español


     


     


    Monocolor. España solo tenía un color. No era ni en blanco y negro. Era una España gris. Un gris plúmbeo y triste. Y aquel mes de noviembre de 1976, apenas un año después del óbito del dictador, las Cortes franquistas aprobaron su suicidio. Para ello, fue necesario que los 425 procuradores franquistas dieran su aprobación a una democracia de corte occidental para España. Aquel 18 de noviembre, festividad de San Odón, desaparecía la arquitectura jurídica de la dictadura que había empezado en Burgos en 1936, tras el golpe de Estado de julio. Y, en cambio, empezaba a asomarse, aunque de una forma muy tímida, un proyecto de régimen democrático de corte occidental.


    A las 4.20 de la madrugada del 20 de noviembre de 1975, falleció en la cama del hospital el dictador Francisco Franco. Tras un golpe de Estado y la guerra civil posterior, el general había ocupado el poder, de forma personal y totalitaria, desde la finalización de la guerra, el 1 de abril de 1939, hasta aquel 20 de noviembre. Fue tras la proclamación del rey Juan Carlos de Borbón cuando se podría establecer el inicio de la Transición. No obstante, los mimbres ya estaban puestos desde antes sin el beneplácito del dictador, que, oficialmente, aspiraba a que tras su muerte todo siguiera igual. Aunque para eso se necesitaran cambios formales. Tal y como mantenían los franquistas, tras Franco, las instituciones.


    En política, se entiende por transición el período de tiempo que se extiende entre un régimen político y otro. La característica más relevante es que las reglas del juego no están definidas. Y si la Transición se inicia con la muerte del dictador, desde un punto de vista jurídico bien podría defenderse que aquella terminó con el referéndum de la Constitución el 6 de diciembre de 1978, aunque quizá sería más claro situar el final del intervalo entre dos regímenes en la clara victoria del PSOE el 28 de octubre de 1982, por la legitimación que supuso el triunfo electoral de un partido de clara adscripción democrática.


    Sin embargo, la descomposición del régimen había empezado antes. La misma clase política franquista estaba fragmentada. Desde los más recalcitrantes que opinaban que todo debía ser igual a los reformistas que pensaban que España debía homologarse a las democracias occidentales. Además, estaba la oposición democrática que apostaba por la ruptura. En el libro Historia de la España actual, 1939-2000, los profesores Díaz Gijón, Fernández Navarrete, González González, Martínez Lillo y Soto Carmona aseguran que las mismas transformaciones económicas, sociales y culturales auspiciadas por los jerarcas franquistas favorecieron los cambios, aunque los seguidores más acérrimos de Franco no lo desearan: «Las transformaciones económico-sociales y culturales generadas por la dictadura tuvieron consecuencias no intencionadas en diversos aspectos, que favorecieron la transición».1


    Estas condiciones económicas, sociales y culturales fomentaron la aparición de diversas corrientes entre las élites del régimen. El poder económico quedó en los últimos años en manos de destacados miembros del Opus Dei, mientras que el ejército siguió vigilando las esencias, con una Falange, llamado Movimiento, absolutamente entregada a los designios del dictador. Y, además, estaban las élites fraguadas durante la dictadura: la militar, de la que provenía el dictador, la justicia, colaboradora clara en la gobernanza, y el alto funcionariado. Por ejemplo, para ser funcionario durante el franquismo también se tenían que hacer oposiciones. Para los técnicos de grado superior, una pregunta típica en el examen solía ser: «Si tenemos la cifra de 250 y queremos que sume 500, ¿que otra cifra necesitamos?». Aun así, había quien desconocía la respuesta. Y estas eran las élites de la administración del franquismo.


    El historiador Joan B. Culla ha descrito así a las élites de la administración del Estado, que serían desde jueces y fiscales hasta los abogados del Estado, pasando por los altos técnicos: «Las élites extractivas que viven sobre y a expensas del Estado y que gobiernan España desde tiempos inmemoriales tienen, como es lógico, una fe ciega en ese Estado que parasitan, y un desconocimiento y un menosprecio absolutos ante la idea de que pueda existir vida inteligente fuera de él».2


    A pesar de la resistencia del sector propenso a mantener los principios del franquismo, que sería conocido como «la caverna», España pasó en poco más de tres años de una dictadura a una democracia homologable a Europa occidental. Muchos fueron los protagonistas de aquellos días. No fue el trabajo de una sola persona sino una empresa compartida. Muchos colaboraron en ella, mientras que otros pusieron todos los obstáculos que pudieron. Y aquella transición, que no fue pacífica, contó con la alianza involuntaria entre los ultras de la caverna y las acciones terroristas, tanto de la extrema derecha como de la extrema izquierda y de los diferentes grupos de ETA y los GRAPO que aquellos años actuaron sin contemplaciones.


    Puestos a mirar atrás, quizá el atentado de ETA contra el almirante Luis Carrero Blanco,3 ocurrido el 20 de diciembre de 1973, supuso un contratiempo para los guardianes de las esencias. Carrero había sido la mano derecha de Franco desde siempre y su sucesor designado. Para sustituirle, Franco eligió al entonces ministro de Gobernación, el encargado de la seguridad y la represión, el ex fiscal Carlos Arias Navarro,4 quien postulaba una tímida apertura del régimen con el pluralismo de opiniones y reformas controladas por el mismo aparato gubernamental. Eso sí, manteniendo la «democracia orgánica», ese invento franquista. Arias era un fiel seguidor del principio de El Gatopardo: que todo cambie para que todo siga igual. Y algo de eso hubo en la Transición. Entre la muerte de Carrero y la de Franco todo siguió igual. El gobierno intentó expulsar de España al obispo de Bilbao, Antonio Añoveros,5 cuando en la homilía de la Cuaresma de 1974 defendió una mayor atención a la singularidad vasca. Otro suceso luctuoso fue el ajusticiamiento a garrote vil del joven anarquista catalán Salvador Puig Antich,6 a pesar de las peticiones de clemencia del mundo civilizado, empezando por el mismo papa Pablo VI. Y menos de un mes antes de morir, Franco aún tuvo tiempo de firmar sus últimas sentencias de muerte, ejecutadas a finales de septiembre de 1975. Un par de semanas después, el 10 de octubre, Franco apareció en el balcón de la plaza de Oriente para acusar a sus archienemigos de la masonería internacional y del comunismo de las protestas mundiales en contra de sus ejecuciones. Y el 20 de noviembre fallecía en la cama del hospital.


    Tal y como estaba previsto, dos días después, el 22 de noviembre de 1975, el príncipe Juan Carlos fue coronado rey de España. En un discurso muy medido, el joven y hasta entonces silente colaborador del dictador propuso una reforma democrática del Estado. No obstante, mantuvo en su puesto de presidente del gobierno a Arias Navarro, fiel seguidor del dictador y que se había mostrado muy apenado cuando comunicó públicamente el fallecimiento de su protector con tres palabras que han pasado a la historia: «Franco ha muerto». Arias nombró un nuevo Ejecutivo y, como gran novedad, incluyó a franquistas reformistas, como José María de Areilza7 en Asuntos Exteriores, Manuel Fraga8 en Gobernación, Antonio Garrigues9 en Justicia o Leopoldo Calvo-Sotelo10 en Comercio, entre otros. Asimismo, un joven hasta entonces desconocido asumió la secretaría general del Movimiento. Era Adolfo Suárez,11 un protegido de Torcuato Fernández-Miranda.12


    Las relaciones entre Arias y el rey no eran fluidas. Y los sectores reformistas estaban nerviosos ante la lentitud de los cambios, aunque tampoco es que ellos quisieran que estos cambios fueran profundos. Aspiraban a un maquillaje del régimen. Mientras, Arias seguía contando con el apoyo de la alta jerarquía militar más estrechamente vinculada al ya enterrado dictador.


    Con un golpe palaciego, auspiciado por Torcuato Fernández-Miranda y los principales asesores del rey, el 1 de julio Arias Navarro dimite y dos días después aparece Adolfo Suárez investido como nuevo presidente del gobierno. Es a partir de entonces cuando España vivirá un año vertiginoso. Entre julio de 1976 y junio de 1977, España dejará de ser una dictadura y celebrará las primeras elecciones libres desde febrero de 1936. En once meses, Adolfo Suárez y su equipo desmantelarán las estructuras jurídicas y políticas de la dictadura. El 3 de julio de 1976, Suárez toma posesión. El 30 del mismo mes proclama la primera amnistía a los presos políticos, lo que abre la puerta a que numerosos políticos y sindicalistas demócratas salgan de las cárceles y empiecen su trabajo político gracias a una gran permisividad, pues todavía no son legales los partidos políticos. La Ley de Amnistía tiene una cara oculta: impedirá al nuevo régimen perseguir los crímenes del franquismo y de los grupos ultraderechistas que camparon a sus anchas por España durante la segunda mitad de la década de 1970.


    El mes de septiembre de aquel 1976, también hay un cambio sustancial en el mando del ejército. El teniente general Manuel Gutiérrez Mellado13 sustituye al acérrimo franquista Fernando de Santiago14 como vicepresidente primero y ministro para Asuntos de la Defensa (aún se mantenían otros tres militares como ministros del Ejército, la Marina y el Aire). Gutiérrez Mellado, un reformista, lidió, desde entonces hasta el final, con la caverna militar y fue una persona que entendió que los tiempos habían cambiado desde su juvenil adscripción al franquismo.


    Los tiempos ya eran otros. Aunque el franquismo pervivía, la calle respiraba ya atisbos de libertad. Fernández-Miranda despliega todo su saber jurídico para acabar con la arquitectura jurídica que sustentaba la dictadura. Hace llegar a Suárez una breve Ley de Reforma Política con una exposición de motivos suficientemente confusa. El Consejo de Ministros aprueba este texto, que rápidamente también recibe el visto bueno preceptivo del Consejo Nacional del Movimiento. La ley llega a las Cortes. Fernández-Miranda es hábil y encarga su defensa a Miguel Primo de Rivera,15 sobrino del fundador de la Falange, mientras que el ponente es otro destacado franquista, Fernando Suárez. Primo de Rivera destaca que la ley es necesaria, pues tras la muerte de Franco la autoridad del dictador tiene que ser sustituida por otra autoridad política, y que esto es lo que lleva la Ley de Reforma Política. En su discurso de trece folios afirmó: «La situación antes de morir Franco y la de hoy son distintas y, congruentemente con ello, exigen tratamientos diferentes. Entre las tres posturas posibles, inmovilismo, evolución o ruptura, la solución correcta es la intermedia. La autoridad política irrepetible de Franco hay que sustituirla por otra autoridad política».16 Y añadió Primo de Rivera: «Somos conscientes de que tenemos que pasar de un régimen personal a un régimen de participación, sin rupturas y sin violencias, pero con esa nueva y clara legitimidad política que el soberano pueblo español proclame con su libre expresión. La voluntad soberana del pueblo se basa en la supremacía de la ley».17


    A pesar de esto, un grupo de procuradores no cae en la trampa y se opone en la votación final. El 18 de noviembre de 1976, justo 358 días después de la muerte de Franco, las Cortes franquistas aprobaban su disolución. A las 21.35 de aquel día se conoció el resultado: 425 procuradores votaron a favor, mientras que 59 votaron en contra18 y otros 13 se abstuvieron. Fue el gran triunfo de Fernández-Miranda y su joven protegido Adolfo Suárez. Ambos fueron el instrumento del poder regio. Y el 15 de diciembre de 1976 el pueblo español validó en referéndum el final formal del régimen dictatorial y la convocatoria de unas elecciones libres,19 a pesar de las reticencias de la oposición democrática, que no terminaba de creerse lo que estaba sucediendo. No habían pasado ni seis meses desde la toma de posesión de Suárez. Y desde diciembre de 1976 hasta las elecciones de junio de 1977, Suárez gobernó con decretos ley, todos ellos destinados a reformar el Estado totalitario auspiciado por Ramón Serrano Suñer20 en la primera parte de la década de 1940. A finales de diciembre, se suprimió el político Tribunal de Orden Público (TOP) y fue transformado en la Audiencia Nacional, perdiendo sus competencias para juzgar «delitos democráticos»; se detuvo y se liberó a Santiago Carrillo,21 el «temido» secretario general del Partido Comunista; el 16 de enero de 1977 se autorizó el uso de la ikurriña vasca; se permitió que en Madrid se celebrara una cumbre de partidos comunistas europeos; el 18 de marzo de aprobó la Ley Electoral, y unos días después desaparecía la Secretaría General del Movimiento y se legalizaba al PCE aprovechando la Semana Santa, lo que provocó la dimisión del ministro de Marina, Gabriel Pita da Veiga,22 amigo personal de Franco. El 5 de mayo se fundó la Unión de Centro Democrático, el partido de Suárez, con numerosos franquistas reformistas reciclados a demócratas y algunos demócratas de derecha o centro. Aquellas semanas fueron de acontecimientos diarios. Regresó de su exilio en Moscú Dolores Ibárruri,23 la Pasionaria, todo un mito de la República y la Guerra Civil con su famoso grito «¡No pasarán!». Y como ella regresaron numerosos exiliados. El 15 de junio de 1977, España vivió unas elecciones libres. Aquello sí que fue una fiesta de la democracia. Y aquellas Cortes Constituyentes, todavía vigiladas por los militares y el franquismo insertado en la administración, tuvieron lista una Constitución en doce meses mediante un pacto entre demócratas y herederos, que el pueblo español refrendó el 6 de diciembre de 1978. En menos de dos años, del 16 de diciembre de 1976 al 6 de diciembre de 1978, España había pasado de un Estado totalitario, de una dictadura, a una democracia. «Ese deseo apasionado y sincero de que nuestro pueblo apoye y defienda este texto constitucional, que no es el nuestro, indudablemente, como no lo es de ningún partido, pero es lo bastante propio para la ideología de los socialistas, para que lo defendamos con entusiasmo, para que reclamemos de todos los ciudadanos que lo defiendan con ardor.»24 Así defendía Felipe González, el secretario general del PSOE, el pacto constitucional días después de la aprobación de la Constitución en las Cortes. Casi todas las fuerzas democráticas presentes en el hemiciclo votaron a favor. Se abstuvieron la Alianza Popular de Fraga y los independentistas catalanes Heribert Barrera25 y Joaquim Arana.26 Y votaron «no» el franquista en las filas de AP Federico Silva Muñoz27 y el independentista vasco Francisco Letamendia, Ortzi.28 La Constitución ya estaba lista. Únicamente faltaba el voto del pueblo.


    Antes, no obstante, mientras se redactaba la Constitución, hacía falta desmantelar el entramado jurídico de la dictadura. Entre enero y junio de 1977, el gobierno de Adolfo Suárez promulgó 38 decretos ley. Puso en marcha amnistías; creó un nuevo sistema de relaciones laborales que finiquitaba el falangista Fuero del Trabajo, lo que implicó el reconocimiento del derecho de huelga; legalizó la mayoría de los partidos políticos (los republicanos tuvieron que esperar a la promulgación de la Constitución) y los sindicatos; restableció las castigadas Juntas Generales de Vizcaya y Guipúzcoa,29 y promulgó la antedicha Ley Electoral. Y todo se hizo en esos seis meses, ante la atenta vigilancia del ejército, «garante» de la continuidad de los postulados franquistas, y los atentados terroristas, perpetrados tanto por la extrema derecha como por la extrema izquierda y las diferentes ETA que existían entonces.30 En aquellos seis meses hubo centenares de muertos, lo que dificultó mucho todos los pasos que se estaban dando.


    Para llegar a unas elecciones libres se trabajó a contracorriente durante poco menos de tres años. Entre noviembre de 1975 y junio de 1977, los sucesivos gobiernos de Suárez sentaron las bases jurídicas. Pero Suárez se encontró con que el jefe del Estado había utilizado su posición para contactar con destacados dirigentes de la oposición democrática, incluso con Franco vivo. Por ejemplo, el entonces príncipe se había reunido en secreto con Luis Solana, representante del PSOE en la clandestinidad y amigo de uno de los correos que Juan Carlos utilizó durante esa época, pues Luis Solana mantenía una relación fluida con Jaime Carvajal. Si Solana mantuvo conversaciones con el entonces príncipe fue con la aquiescencia del líder socialista, Felipe González.


    Asimismo, Juan Carlos usó a Manuel Prado y Colón de Carvajal para distintas misiones internacionales. El descendiente de Colón y hombre de plena confianza del futuro rey —que con el paso del tiempo se convertiría en «administrador privado de Su Majestad»— se entrevistó con el presidente de Rumanía, el comunista Nicolae Ceaucescu, al que le entregó una carta para facilitar un encuentro con Santiago Carrillo. Además, días antes de fallecer Franco, Prado mantuvo unas discretas reuniones en Washington y París con Henry Kissinger, el secretario de Estado estadounidense, y Valéry Giscard d’Estaing, el presidente de la República de Francia, a los que expresó las intenciones democratizadoras del futuro jefe de Estado.


    Juan Carlos también utilizó otros amigos para encargos personales-políticos. Ya hemos visto que fue Miguel Primo de Rivera quien defendió ante las Cortes franquistas su propia disolución. A Prado lo enviaba, sobre todo, a misiones internacionales. Además, usó a Nicolás Franco y Pascual de Pubil, sobrino del dictador, para contactar con Carrillo y con Felipe González. Jaime Carvajal fue otra de las personas que mantuvo un canal abierto con dirigentes de la oposición democrática, y el diplomático José Joaquín Puig de la Bellacasa era el encargado de introducir secretamente en la Zarzuela a personajes como el diplomático socialista Fernando Morán31 o Jordi Pujol, líder del nacionalismo catalán y presidente de la Generalitat entre 1980 y 2003.32


    No obstante, a pesar de los esfuerzos para democratizar el país, las élites extractivas, los altos funcionarios del aparato estatal, eran las mismas en diciembre de 1976 que en diciembre de 1978. Eran personas que habían jurado los Principios Fundamentales del Movimiento, paso previo a su condición de funcionario, aunque algunos, pocos, mantenían posiciones y vinculaciones democráticas.


    Algunos de esos personajes franquistas, incrustados en los servicios de información de la policía, eran capaces de organizar verdaderos montajes policiales. En algunos casos pretendían obtener medallas; en otros ganar dinero, y en unos terceros ganarse la confianza de sus superiores políticos. Por ejemplo, desde las entrañas del Ministerio del Interior se organizó, se pagó y se ejecutó un atentado contra el líder del minúsculo partido independentista canario MPAIAC,33 Antonio Cubillo.34 Además, desde el ministerio, con el comisario Roberto Conesa35 y sus policías de confianza José Luis Espinosa (condenado por el atentado contra Cubillo) y Antonio González Pacheco,36 se alertaba de presuntos atentados contra, por ejemplo, el rey Juan Carlos y los políticos Felipe González, Adolfo Suárez, Santiago Carrillo o Enrique Tierno Galván.37 Asimismo, Conesa fue el artífice de la infiltración policial en la CNT (caso Scala),38 los GRAPO y otros grupúsculos. El atentado contra Cubillo, en abril de 1978, o el incendio de la sala de fiestas Scala, entre otras operaciones, fueron auspiciados por el propio comisario Conesa, quien creaba comandos, los proveía de armas e infraestructura y después los detenía. Cada operación policial era recompensada con dinero.


    La Transición fue posible por un pacto tácito, de facto, entre las élites provenientes del franquismo, pero deseosas de caminar hacia una democracia —para algunos vigilada, para otros plena—, y amplios sectores de la oposición democrática, absolutamente fragmentada antes de las primeras elecciones, pues todos los grupos políticos, más de doscientos, aseguraban que representaban el sentir mayoritario del pueblo. El pacto se resume en estos términos: los franquistas cedieron parte del poder a los opositores democráticos a cambio de que estos se comprometieran a no perseguir los crímenes del régimen del Caudillo. Con el paso del tiempo, el pacto se amplió y se cedió a los partidos democráticos su cuota correspondiente de los beneficios de la corrupción.


    LAS ÉLITES FRANQUISTAS


    Pero ¿quiénes formaban parte de estas élites franquistas? En un breve resumen se podría establecer que el establishment de la dictadura estaba compuesto por los militares de alta graduación y los altos funcionarios del Estado (jueces, fiscales, inspectores de Hacienda, inspectores de Trabajo, abogados del Estado, notarios y registradores, diplomáticos y los técnicos de la administración), sin olvidar al poder financiero-industrial, con el Banco Español de Crédito (Banesto), dominado por la familia Garnica, al frente de las operaciones, ligado a las familias que medraron durante el régimen franquista gracias a los favores concedidos por el dictador. No obstante, dos fueron los sectores profesionales bajo los que se asentó el franquismo: la milicia y el amplio mundo del estudio de las leyes. Los primeros eran los garantes del régimen político totalitario, dictatorial, surgido tras el golpe de Estado del 18 de julio de 1936. Los segundos, por su parte, daban cobertura jurídica a los designios del dictador. Y, además, las ahora famosas puertas giratorias funcionaron sin miramientos durante la dictadura. El autócrata pagaba los servicios prestados. Siempre había un puesto en el que colocar al servidor. Tras los ceses (que se comunicaban por escrito a través de un motorista), los políticos eran recompensados con embajadas o presidencias de compañías públicas o en consejos de administración de bancos o empresas pertenecientes al Estado. Las mismas compañías que obtenían suculentos contratos con la administración. Las empresas que miraban al Boletín Oficial del Estado, del cual vivían. Muy similar a lo que persistiría tras la Transición.


    El camaleón


    Un botón de muestra puede ser una persona que transitó desde la dictadura hasta nuestros días: Rodolfo Martín Villa.39 Hijo de un ferroviario de Renfe, estudió ingeniería en Madrid, donde en 1962-1964 llegó a ser jefe nacional del Sindicato Español Universitario (SEU), el sindicato de los estudiantes falangistas. Se vinculó al sindicato vertical, lo que le llevó a medrar en las estructuras de la dictadura. Fue presidente del sindicato de papel, prensa y artes gráficas, delegado provincial de Sindicatos en Barcelona (1965), director general de industrias textiles del Ministerio de Industria (1966) y secretario general de la Organización Sindical (1969-1974). Aún en vida de Franco, fue designado gobernador civil y jefe provincial del Movimiento en Barcelona (1974-1975), puesto que precisaba a un duro fajador ante los nacionalistas y comunistas que campaban por Barcelona. Asimismo, fue procurador en Cortes durante cuatro legislaturas por designación directa. Tras la muerte de Franco, Arias Navarro lo designa ministro de Relaciones Sindicales, y con el primer gobierno de Adolfo Suárez llega al Ministerio de Gobernación, el encargado de la represión. Durante su paso por este ministerio empezaron a actuar sicarios contratados para operar en la guerra sucia contra los anarquistas o los etarras. Pero Martín Villa supo adaptarse, y de ser una pieza importante del engranaje administrativo del franquismo pasó al sector reformista del régimen. A pesar de que en sus inicios era un «camisa azul», siguió siendo un hombre de confianza de Suárez, y también de Calvo-Sotelo. Sin embargo, al darse cuenta de que la UCD se descompone, lanza sus redes al Partido Popular. Tras dejar oficialmente la política, en 1997 Martín Villa accedió a la presidencia de la privatizada Endesa gracias a José María Aznar. En enero de 2003, también bajo las órdenes de Aznar, Martín Villa fue nombrado comisionado del gobierno para el desastre del barco Prestige. Su trabajo era ocultar cualquier vestigio de irregularidad de los dirigentes del PP, y así lo hizo; incluso hizo olvidar aquellos hilillos de plastilina que veía Mariano Rajoy. Dejó este puesto para cruzar definitivamente el Rubicón y asumir, en 2004, la presidencia de Sogecable, controlado por el grupo mediático Prisa, considerado próximo al PSOE. Abandonó el puesto en 2010. El 31 de octubre de 2014, la juez argentina María Servini, instructora de la causa penal contra la dictadura de Franco, ordenó a la Interpol su detención y extradición. El gobierno español no la piensa cursar. Como tampoco ha colaborado ni piensa hacerlo con la juez Servini en la extradición de dos conocidos torturadores franquistas, los infames Juan Antonio González Pacheco, conocido como Billy el Niño, y Jesús Muñecas. Ambos eran el terror de los disidentes democráticos cuando eran detenidos y trasladados a la Dirección General de Seguridad. También sirvieron a las órdenes de Martín Villa.


    Martín Villa se subió a su primer coche oficial en 1962 y 54 años después todavía se desplaza en uno. Una larga carrera al amparo del franquismo, primero, y la democracia, después. Martín Villa tuvo su puerta giratoria y fue recompensado por sus servicios al poder.


    Al revés de Martín Villa, los jóvenes con inquietudes antifranquistas dedicaban su tiempo libre a acciones de lucha contra la dictadura, muchas de ellas quizá pueriles, aunque conllevaran el riesgo de perder estudios, recibir castigos en el servicio militar e incluso ser encarcelado. Como Martín Villa, los hijos de las buenas familias franquistas estudiaban oposiciones y se insertaban en la administración. Así formarían parte de la élite. Heredarían los puestos de sus ancestros. O bien entrarían a formar parte del establishment al que sus progenitores no habían accedido aunque fueran en muchos casos élites locales. Cabe imaginar que muchas de estas élites locales eran las beneficiarias de los sistemas clientelares y caciquiles de la España provincial implantada en 1833. En aquella época no era excesivamente difícil acceder a una oposición. Siempre había algún amigo de la familia que recomendaba al pupilo, y el joven incluso optaba a dos oposiciones a la vez. En verdad, en muchas ocasiones ni siquiera tomaba posesión del puesto, pues era cooptado en cargos de designación política. Los caminos a altas responsabilidades se trazaban desde un principio. Mientras, las élites económico-industriales se fogueaban en el Instituto Nacional de Industria (INI),40 fundado por un almirante y amigo del dictador, el ingeniero militar Juan Antonio Suanzes.41


    El establishment de la administración, integrado por estos opositores, también formaba parte del partido único. Era condición sine qua non estar adherido a la Falange y jurar los principios fundamentales del Movimiento para ser funcionario. Este fue el funcionariado que se acostó favorable al dictador y se levantó demócrata.


    A la muerte del dictador, los demócratas apostaron por la apertura, mientras que los franquistas reformistas deseaban una simple transformación de las instituciones. Quienes mantenían el poder eran, evidentemente, los franquistas reformistas, los convertidos a la democracia de la noche a la mañana. La reforma consistía en que estos franquistas reconvertidos dirigirían la nave hacia la democracia controlando al ejército, donde anidaba todavía el espíritu revanchista de la Guerra Civil, puesto que la inmensa mayoría de los altos mandos habían sido los vencedores del «comunismo internacional y la masonería», tal como les gustaba recordar. Los altos cargos de la dictadura que se subieron al carro de la democracia nos hicieron creer que la caverna era el último vestigio del franquismo. Que la caverna la integraban un grupo de nostálgicos que había votado en contra de la Ley de Reforma Política de Fernández-Miranda y Suárez. No obstante, a aquellos nostálgicos se los podía encontrar en muchos lugares, pero donde menos se coartaban de expresar sus opiniones era quizá en las salas de banderas de los cuarteles, donde se mantenía sin rubor el retrato del Caudillo en un sitio preferente y se le rendían honores. El verdadero poder fáctico, aliado con la gran banca y la industria, era el poder militar, el ejército, que vigiló hasta el último momento el camino que tomaba la neonata democracia. El trabajo del general Gutiérrez Mellado jubilando o alejando a los más proclives al golpe fue arduo, aunque no siempre consiguió sus objetivos. La faena se remató, a pesar de todo, con el primer gobierno socialista y la entrada de España en la OTAN, cuando en la carrera militar ya no se ascendía solo por sumisión, sino que el nuevo valor era ser reconocido internacionalmente, hablar idiomas e incluso poseer alguna licenciatura universitaria.


    La ruptura, por su parte, consistía en la voladura total del régimen. Los franquistas debían desaparecer de la escena política central, aunque era evidente que mantendrían sus grupos organizados. La ruptura, como vemos, fracasó. Incluso los comunistas, tras negociaciones discretas, se avinieron a aceptar la monarquía y la bandera rojigualda y participar de los logros de la Transición.


    El gran problema para que la ruptura avanzara fue que las clases medias tuvieron miedo a otra Guerra Civil. Eran los hijos y nietos de vencedores y vencidos. Esta clase media, nacida gracias al desarrollismo franquista de los años sesenta auspiciado por los tecnócratas «opusdeístas», prefirió el pacto, la reforma. Hay que recordar que el pueblo sabía que el ejército amenazaba constantemente con volver atrás, apoyado por el establishment franquista insertado en la administración, sobre todo en los aparatos represivos. Y que la policía, los jueces y los fiscales eran los mismos que reprimían las ansias de libertad solo unos meses antes. Jueces y fiscales fueron los cooperadores necesarios, los colaboradores imprescindibles en la represión. Y la ciudadanía lo sabía. Prefirió cerrar los ojos y mirar hacia otro lado antes que buscar venganza. Prefirió vivir en paz. Y ese vivir en paz lo utilizó hábilmente Suárez en su primer jingle de campaña, cuando utilizó la canción «Libertad sin ira», del grupo Jarcha.


    La contrapartida a vivir en paz y a la democracia con elecciones libres fue aceptar la no persecución de los delitos cometidos por las autoridades. A diferencia de otras dictaduras, nadie fue llamado a un tribunal «desfranquizador». Nadie penó por sus brutalidades. Incluso fueron condecorados en plena democracia.


    Queda clara la renuncia a investigar los presuntos delitos en la Ley de Amnistía de 1977. A cambio de la salida a la calle de todos los presos, incluso los de ETA, las formaciones democráticas mayoritarias tuvieron que renunciar a una investigación de la represión entre 1939 y 1975. Esta misma ley recogía que los delitos y faltas que hubieran cometido las autoridades, los funcionarios y los agentes del orden público no serían perseguibles, e incluso especificaba que los tribunales se olvidarían de los delitos cometidos por funcionarios públicos contra el ejercicio de los derechos de las personas. Quedaban así excluidos los militares, los jueces, los fiscales, los policías y cualquier otro funcionario.


    Con motivo de la firma de los Pactos de la Moncloa, en octubre de 1977, todos se sentaron a la misma mesa. Fue el lugar de encuentro de los franquistas reciclados, en el poder al haber ganado unas elecciones libres, y los demócratas. Aquel día, en el palacio de la Moncloa, residencia del presidente del gobierno, se sentaron vencedores y vencidos, y firmaron las bases políticas y económicas que cristalizarían en la Constitución.


    LAS «NUEVAS» ÉLITES


    Aunque las élites tradicionales siguieron copando puestos en la administración, la democratización de los ayuntamientos y la aparición de las administraciones autonómicas supusieron un auténtico cambio. Personal joven, no siempre proveniente de las familias franquistas, entró a formar parte de las administraciones. Y en la administración general del Estado pasó algo parecido. Los sucesivos gobiernos socialistas entre 1982 y 1996 abrieron las puertas a nuevas selecciones de personal. No obstante, a pesar de que estas hornadas de jóvenes académicos no sujetos al anterior régimen entraran a formar parte de la élite administrativa, los descendientes del antiguo establishment siguieron optando a puestos, sobre todo los vinculados a la administración de la Justicia.


    A pesar de la entrada de apellidos diferentes, las estirpes habituales persistieron en las oposiciones y los tribunales siguieron la tónica. El gobierno socialista, con su ministro de Defensa, el catalán Narcís Serra,42 al frente, reformó y democratizó las estructuras militares, ayudado por la permanencia de España en la OTAN,43 puesto que las nuevas generaciones de militares se dieron cuenta de que los pronunciamientos y golpes de Estado eran algo del pasado. No obstante, en la Justicia sí que persistió la casta, con apellidos que denotan su pertenencia a la judicatura desde la proclamación de las Cortes de Cádiz44 a principios del siglo XIX.
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    El poder financiero


     


     


    El banquero es un señor que nos presta un paraguas cuando hace sol y nos lo exige cuando empieza a llover.


     


    MARK TWAIN (1835-1910),


    escritor estadounidense


     


     


    En el particular palé de la economía española, ellos son la banca, literalmente. Tienen poder sobre todo y sobre todos, y pueden permitirse errar porque saben que el Estado depende de ellos y que, en el peor de los casos, les rescatará si corren peligro para garantizar el sistema de pagos. En buena medida, el sistema bancario español fue cómplice, cuando menos pasivo, de la dictadura. La autarquía les garantizaba un mercado cautivo, pero también el Estado era cautivo del sistema. Las finanzas públicas se basaron prácticamente desde el siglo XIX en el déficit público, que en pleno aislamiento internacional a causa del franquismo dejaba ese déficit en manos de los bancos españoles. Las inversiones públicas, los proyectos para la construcción de un sistema industrial dirigido por el régimen, también dependían del flujo de dinero procedente del sistema bancario.


    En definitiva, la administración franquista gestionaba sin discusión alguna el país, pero los propietarios de la mayor parte de los activos eran los bancos, que en palabras del profesor Juan Pueyo Sánchez en su estudio El comportamiento de la gran banca en España (1921-1974), editado por el Banco de España, habían constituido un auténtico monopolio, aunque dividido en siete grandes entidades.


    Tanto al final de la dictadura como ahora, los bancos españoles podían y pueden hacer y deshacer a voluntad, con la tranquilidad de que no van a ser perseguidos por la ley o de que, si se produce ese hecho, los tribunales de justicia los dejarán impunes. Durante la Transición, la gran banca española dio su aprobación al proceso porque, en buena medida, sacaría a España del aislamiento internacional y posibilitaría que el país se incorporara a las instituciones europeas y, con ello, se ampliara el mercado de las entidades de crédito españolas.


    Tras el cambio de régimen, las preocupaciones de la gran banca española se redujeron a dos: la necesidad de adquirir masa crítica para competir en Europa, lo que necesariamente conllevaría fusiones y concentraciones, y lo que los bancos consideraban que era una competencia desleal de las cajas de ahorros, en su mayoría entidades públicas, que competían con ellos en condiciones ventajosas tanto a la hora de captar pasivo como en el grado de confianza a la hora de contratar activos financieros, fundamentalmente el mercado hipotecario.


    Prácticamente desde la muerte de Franco, el sistema financiero ha venido presionando a las autoridades económicas y financieras para que reformaran la Ley de Cajas de Ahorros a fin de convertir estas entidades en bancos y, en la práctica, privatizarlas. Cuando finalmente llegó la reforma, durante la última legislatura de José Luis Rodríguez Zapatero, solo hubo un gran triunfador, La Caixa, la única entidad de fundación privada entre las cajas. Y, de hecho, Caixabank se ha convertido en una de las tres entidades financieras que hoy dominan el país. La segunda caja de España, Caja Madrid, convertida en Bankia, desveló tales niveles de corrupción y un estado de cuentas tan ruinoso que provocó un rescate parcial de la economía española de 70.000 millones de euros. A Bankia hay que añadir Catalunya Banc y la gallega A Nova.


    Pero ¿qué ha sido de las grandes entidades hegemónicas con las que se encontraron las autoridades económicas y financieras del nuevo régimen? Simplemente se han convertido en dos, que compiten con un tercer operador, La Caixa, que desde que abandonó la tutela del franquismo se ha convertido en una de las tres entidades que dominan el país.


    LOS SIETE GRANDES


    En realidad, el mapa bancario español se constituyó durante el primer cuarto del siglo XX. Pero tras la Guerra Civil y durante el franquismo la banca privada, como todos los demás agentes económicos, tuvo que desenvolverse en un contexto de estancamiento y dirigismo estatal. La primera tarea consistió en recomponer las cuentas y el patrimonio de las empresas bancarias, para lo que se estableció una normativa que encauzara la compleja secuencia de este proceso.


    A lo largo de 1942, las diversas entidades fueron cerrando los ejercicios de la guerra y la posguerra, momento a partir del cual puede decirse que se volvió a la normalidad. Fue en medio de este proceso cuando el gobierno declaró el statu quo, que impedía la creación de bancos y prohibía todo cambio en los bancos existentes si previamente no se recibía autorización gubernamental. El statu quo constituye una de las pruebas más claras de la connivencia del Estado con el monopolio bancario, puesto que el cierre del mercado facilitaría la colusión entre los bancos instalados, que se repartirían las rentas del monopolio sin temor a la entrada de nuevos participantes. Sin embargo, el statu quo se estableció de un modo no premeditado.


     


    En principio, no era más que un elemento auxiliar de la reunificación monetaria con el que se intentaba evitar las complicaciones que supondría la aparición de nuevas entidades en medio del proceso. Sin embargo, a finales de los años cuarenta el statu quo se prorrogó sine die, sin más explicaciones, hasta que el gobierno decidiera otra cosa.1


     


    Pueyo insiste en su trabajo en que dentro del proceso de reunificación monetaria, el Ministerio de Hacienda adoptó medidas dirigidas a garantizar la financiación del gasto público y a drenar liquidez del sistema. Complementariamente, los tipos de interés pasivos se fijaron en niveles muy bajos, inferiores a los vigentes antes de la guerra, de tal manera que el coste del dinero que debían sufragar los bancos a sus depositantes no superara el magro rendimiento que proporcionaba la deuda pública y pusiera en peligro el equilibrio financiero de los bancos. De esta manera, la banca fue instada a suscribir una serie de emisiones de deuda pública dirigida a aliviar el exceso de liquidez en poder de los bancos. Si bien esta primera operación se enmarcaba dentro de la reconstitución de la unidad monetaria de España, como una más destinada a impedir que se abriera un proceso inflacionista incontrolable, por lo que tendría un carácter temporal, la apelación a la banca española por parte del Estado se convirtió en una constante durante todo el franquismo. Durante la guerra se había considerado como la contribución de la banca a la victoria, además de ofrecer colocaciones a fondos que de otra manera habrían permanecido ociosos. En la posguerra se justificó como parte de las tareas de reconstrucción e industrialización del país. Al final, simplemente, tuvo que entenderse como la forma que tenía un Estado intervencionista e incapaz de garantizarse la suficiencia fiscal para obtener fondos con los que financiar su política. Pueyo añade que «los circuitos privilegiados de financiación, que aparecieron en los años sesenta, no constituirían más que otra versión del mismo mecanismo que habría estado en vigor desde la Guerra Civil».2


    Fue también en estas dos primeras décadas del franquismo cuando se consolidó la tesis del monopolio de la banca. Los autores contemporáneos contemplaban un sistema financiero cerrado, cuyas relaciones con el Estado transcurrían por canales totalmente opacos. En cambio, llamaban la atención lo cuantioso de los beneficios nominales de la banca y su participación en cualquier gran operación de financiación industrial, en ocasiones relacionada con el INI.


    El statu quo en el que finalmente se acomodó el franquismo fue ese monopolio de la banca, que, a pesar de los bajos tipos de interés y de tener que financiar proyectos, en ocasiones poco viables, venía compensada con la emisión de deuda garantizada por el Estado. El régimen cerró un club privado de entidades que, a partir de aquel momento, se conocería como «los siete grandes». Estos fueron sus miembros.


    Banco Español de Crédito (Banesto)


    Fundado en 1902 por dos ciudadanos franceses, hecho del que todos sus directivos presumían al adoptar la nomenclatura de influencia gala en su léxico de gestión, al fallecer Franco estaba controlado por la familia Garnica y era la entidad favorita del régimen. Los Garnica habían confiado la gestión a José María López de Letona,3 un hombre formado en el régimen franquista (algo que le traería problemas a partir de 1986, cuando España entró en la Comunidad Económica Europea). Banesto tenía una clara debilidad en la gestión, al tiempo que el resto de los siete grandes consideraban a la entidad la pieza más codiciada por su dominio del territorio. Precisamente por eso, en cuanto España estuvo integrada en Europa y los mercados financieros estuvieron regulados, fue objeto de una OPA hostil presentada por el Banco de Bilbao de José Ángel Sánchez Asiaín.4 Un impotente López de Letona cedió el control a un recién llegado al consejo de administración, Mario Conde, que logró presentar una contraopa y frenar el asalto del Bilbao. Había nacido una estrella. Pero su fortuna apenas duraría seis años. El día de los Inocentes de 1993, el Banco de España intervino Banesto, Conde acabaría pasando un decenio en la cárcel por su gestión y el Banesto acabaría adjudicado al Santander, hasta que los Botín diluyeron la marca en 2013.


    Banco de Bilbao


    Mucho más antiguo y con más pedigrí que el Banesto, el Bilbao fue fundado en 1857 por un selecto grupo de la burguesía industrial y comercial de Neguri. Abrió su primera sucursal internacional en París en 1902. A pesar de que en sus primeros años financió los principales proyectos de industria pesada del País Vasco y de que creció absorbiendo más de veinte entidades, los cambios de legislación lo obligaron a convertirse en un banco convencional y excesivamente concentrado en el País Vasco. Por esa razón, el presidente de la época, José Ángel Sánchez Asiaín, presentó su fallida OPA contra Banesto. Al final tuvo que conformarse con su aliado natural, el Banco de Vizcaya, y más tarde adjudicarse la banca pública, Argentaria, aunque para entonces las familias vascas de Neguri habían perdido su influencia en favor del hombre del gobierno del PP, Francisco González,5 que sigue en la presidencia.


    Banco de Vizcaya


    La parte más atractiva del Banco de Vizcaya eran sus ejecutivos bancarios, formados bajo la dirección de Pedro de Toledo,6 que habían logrado implantar una gestión ágil y osada que, a pesar de la diferencia de tamaño respecto del Bilbao, lo convirtió en una alternativa más que aceptable para el Banesto, aunque claramente insuficiente. Buena parte de los directivos de Pedro de Toledo han acabado rigiendo los destinos de diversas e importantes entidades.


    Banco Central


    Era el banco que controlaba Alfonso Escámez,7 un rara avis entre los ejecutivos bancarios porque no pertenecía a familia destacada alguna. De hecho, le gustaba presumir de que había ingresado en el Central como botones. Llegó a ser el mayor banco de España e incluso cotizó en Wall Street, pero cuando le tocó competir en Europa demostró tener una tecnología obsoleta y que, pese a su gran tamaño en España, era minúsculo en el continente.


    Banco Hispanoamericano


    El Hispano era, tras el cambio de régimen, un banco tocado. Los problemas generados por su cartera industrial provocaron que el entonces presidente de la entidad, Claudio Boada,8 tuviera que recurrir al Fondo de Garantía de Depósitos, que se vio obligado a aportar 45.000 millones de pesetas de la época. El banco fue saneado y Boada, sustituido por José María Amusátegui.9 A pesar de ser un banco de un tamaño considerable, no estaba entre los favoritos para fusionarse.


    Banco Popular


    El Popular siempre ha sido un banco controlado por el Opus Dei. En realidad es el más pequeño de los siete grandes, aunque durante décadas ha figurado en la lista de los bancos más rentables del mundo gracias a la gestión de los hermanos Valls Taberner.10 Sin embargo, a pesar de su fusión con el Banco Pastor, ha quedado descolgado de la élite bancaria. La dimensión alcanzada por los dos gigantes surgidos del proceso de concentración de los últimos veinticinco años, el BBVA y, sobre todo, el Banco Santander, lo deja como una minucia.


    Banco Santander


    El Santander nació en 1857 para vehicular las exportaciones del cereal de Castilla por el puerto de Santander. El primer Botín presidente fue el bisabuelo de Ana Patricia Botín,11 Emilio Botín López. La primera expansión tuvo lugar tras la Guerra Civil, cuando el Banco Santander se hizo con el Banco Continental, la Banca Jover y el Banco Comercial Español. En 1994 protagoniza el gran salto al hacerse con la subasta del Banesto y en 1999 da otro gran salto al quedarse con el Banco Central Hispano, fruto de la fusión entre el Central y el Hispano. Emilio Botín Sanz de Sautola y García de los Ríos12 fue quien lideró la internacionalización de la entidad. De un pequeño banco de provincias pasa a ser el gran banco español mediante la compra de otros y una agresiva política.


    LA CONCENTRACIÓN


    En 1988, cuando los bancos Bilbao y Vizcaya acordaron su fusión, el panorama financiero español estaba dominado claramente por siete entidades privadas y cotizadas: el Central, el Banesto, el Hispano, el Bilbao, el Vizcaya, el Santander y el Popular formaban, junto con el Exterior, de mayoría de capital público, el núcleo duro del sistema financiero español. Además de estas entidades, había varios bancos privados de menor tamaño que buscaban un hueco en el mercado vía especialización o por su localización geográfica; una banca extranjera que desempeñaba un papel sustancial en la actividad mayorista, y unas cajas de ahorros que se libraban de los corsés que habían tenido hasta entonces (limitaciones geográficas, elevada inversión obligatoria, etc.) y veían como se las equiparaba en todo a los bancos, salvo en su naturaleza jurídica.


     


    La economía española se había integrado dos años antes en la Comunidad Económica Europea y el reto del mercado único estaba a la vuelta de la esquina. Las barreras a la entrada de la competencia desaparecían a marchas forzadas y había que prepararse para el futuro. Y [sic] fórmula era continuar por la concentración bancaria.13


     


    En los años anteriores, el proceso de concentración había tenido lugar por medio de la compra de bancos, normalmente en dificultades, por las grandes entidades. Los siete grandes se quedaron con los bancos de Rumasa, una vez expropiados por el Estado, junto con las empresas del grupo, para evitar la quiebra del conglomerado. Pero no fueron los únicos en ser adquiridos por esa vía. Una treintena de otros bancos pasaron por el Fondo de Garantía de Depósitos para su saneamiento y posterior venta al mejor postor, es decir, al que menos ayudas solicitaba. Otras entidades, como la Banca Coca o el Banco Ibérico, fueron compradas por el Banesto y el Banco Central, respectivamente, en el marco de su pugna por ver quién era el más grande de los grandes.


    El tamaño importaba, y más cuando se abrían las puertas a la competencia con Europa, donde había instituciones financieras bastante más grandes que las españolas. Por eso el Bilbao trató de adquirir el Banesto y, cuando fracasó en su intento, selló una alianza con su más directo competidor, el Banco de Vizcaya, para crear el primer banco español y el más impulsivo en su gestión.


    Hasta entonces, el Central y el Banesto se habían disputado durante años el ser el más grande gastando energías en el proceso, de forma que fueron debilitándose en rentabilidad e innovación. El tercero en discordia, el Banco Hispano Americano, que dos décadas antes era el primero, languidecía enredado en su anquilosamiento y en digerir los dos grandes bancos industriales que había adquirido unos años antes, a principios de los años ochenta, en plena crisis inmobiliaria e industrial.


    En la cola del pelotón de los grandes estaban los dos bancos vascos, que trataban desesperadamente de ampliar su base de negocio para no quedar atrapados en la crisis económica y política que sacudía por entonces al País Vasco, así como el Santander y el Popular. Este último, manejado con mano de hierro por Luis Valls, se centraba en mantenerse fiel a sí mismo, reforzando la rentabilidad que lo situaba a la cabeza por este concepto en la banca española y europea, mientras el Santander trataba de dar el salto para convertirse de verdad en un jugador nacional de importancia y dejar de ser un banco de provincias venido a más.


    La desaparición de controles políticos sobre una parte importante del negocio bancario, la apertura que significaba entrar en la Comunidad Económica Europea y las ganas de sobresalir de quienes se sentían fuertes para hacerlo provocaron un gran cataclismo en la banca. Apenas quedaban bancos pequeños que absorber, y los medianos (Bankinter, March, Zaragozano, Herrero o Sabadell, entre otros) defendían con uñas y dientes su independencia.


    Empezó la época de la fusión entre los grandes. La iniciaron el Bilbao y el Vizcaya, en unas condiciones poco propicias para que la unión se desarrollara en paz. El nuevo banco se convirtió en el más grande de España, pero la guerra desatada casi desde el primer momento de la fusión, que salió a la luz en varias ocasiones y estalló con la muerte prematura de Pedro de Toledo, supuso un fuerte desgaste para la nueva entidad, que la competencia aprovechó.


    Efectivamente, mientras el BBV dedicaba gran parte de su energía a dirimir la guerra por el poder interno, los demás se movieron. Quien más lo hizo fue el Santander, donde un entonces joven Emilio Botín, que quería demostrar sus dotes de banquero, transgredió el statu quo bancario vigente hasta entonces al competir por arrebatar clientes al resto de los grandes bancos. La aparición de la «supercuenta» supuso un vuelco en la relación de los bancos con los usuarios finales, que pasaron a ser clientes con todos sus derechos, en lugar de personas que tenían casi que suplicar por obtener un crédito o una remuneración razonable para su ahorros.


    A partir del Banco Exterior, Francisco Luzón, ex directivo del Vizcaya, consiguió crear un nuevo conglomerado que agrupaba al resto de la banca pública: el Banco Hipotecario, el Banco de Crédito Industrial, el Banco de Crédito Local, el Banco de Crédito Agrícola y la Caja Postal, que hasta entonces había dependido de Correos. El nuevo grupo era el primero por volumen de activos y contaba con posiciones relevantes en hipotecas a particulares, en la financiación del comercio exterior y en créditos a las grandes empresas industriales. También sufría problemas, como los derivados de la crisis industrial que azotaba a la economía.


    El movimiento no cesaba, y el mismo año se anunciaba la fusión entre el Banco Central y el Banco Hispano Americano. La nueva entidad se situaba en el primer lugar del ranking nacional. Se trataba de una fusión defensiva para evitar la llegada de otros socios menos deseados y que, de haberlo logrado, habrían desalojado a los gestores de estos bancos. De los ocho grandes, incluido el Exterior, se había pasado a seis, con un tamaño medio muy elevado.


    La crisis económica que estalló en 1992, tras las Olimpiadas de Barcelona y la Expo de Sevilla, los graves errores de gestión cometidos por el equipo de Mario Conde en el Banesto y algunas operaciones poco claras hicieron que el tradicional Banco Español de Crédito sufriera un continuo deterioro, hasta que el Banco de España decidió intervenirlo para evitar un problema mayor. Corrían los últimos días de 1993 (la intervención se produjo el 28 de diciembre), y seis meses después el Santander se hizo con el banco en una subasta restringida en la que participaron tres de los grandes, el propio Santander, el BBV y Argentaria, que había iniciado un rápido proceso de privatización colocando la mitad del capital en bolsa. Botín daba un nuevo salto. Quizá el más importante.


    El Santander y el BBV iniciaron entonces una diversificación geográfica cuya primera etapa fue América Latina. Empezaron a tener redes de oficinas en algunos países para llevar a cabo lo que mejor saben hacer, banca comercial de empresas y particulares. Ante la inminencia de la entrada en vigor del euro y de la Unión Económica y Monetaria, los grandes bancos nacionales dieron otra vuelta de tuerca. En 1999 el Santander anunciaba su fusión con el Central Hispano, y unos meses después el BBV hacía lo propio con Argentaria. Los ocho grandes de finales de los años ochenta se habían reducido a dos, dejando muy atrás al Popular, que siempre ha permanecido ajeno a la concentración.


    El Santander se hizo con otros tres de los grandes (compró el Banesto y absorbió el Central Hispano), mientras que BBVA ha sido más el producto de fusiones entre iguales. Todas estas operaciones tienen un elevado coste humano que se refleja en peleas internas. Botín logró que José María Amusátegui abandonara anticipadamente la copresidencia que ejercía y que Ángel Corcóstegui dejara el cargo de consejero delegado. A cambio percibieron unas jugosas indemnizaciones. En el grupo, Ana Patricia Botín ascendió a presidenta del Banesto. En el BBVA, después de superar la lucha interna entre los «bilbaos» y los «vizcayas» con la salida de muchos de estos últimos, se produjo otro enfrentamiento entre el llamado «banco vasco» y Argentaria. La pelea se saldó con la derrota total de los primeros y el triunfo de Francisco González, que logró ser presidente único con varios meses de antelación, y la salida del consejero delegado, Pedro Luis Uriarte, que le podía haber hecho sombra. Las cuentas secretas en Suiza y Jersey decantaron el enfrentamiento en favor de González, el hombre preferido por el gobierno del Partido Popular.


    LOS GANADORES ABSOLUTOS, LOS BOTÍN


    Cuatro generaciones de Botín han presidido el Banco Santander. El primero, Emilio Botín López, en 1909; la última, Ana Patricia Botín, desde que su padre, también presidente de la entidad, Emilio Botín, falleciera en 2014. Pero han sido los dos predecesores de la actual presidenta de la entidad los responsables de haber convertido al banco en el líder absoluto de la banca española, y en una de las primeras entidades de Europa y del mundo.


    El abuelo de Ana Patricia Botín, conocido como don Emilio, ya se convirtió en un referente entre los banqueros españoles gracias a su política agresiva durante su presidencia entre 1950 y 1986, cuando logró situar al banco en el panorama internacional. Pero fue su hijo, Emilio Botín Sanz de Sautuola y García de los Ríos, quien consolidó la entidad.


    Aparentemente indiferente al proceso de concentración bancaria que se inició en España a finales de los años noventa, su solidez financiera le permitió competir en condiciones de igualdad con los otros bancos en la batalla que plantearon por la captación de pasivo.


    Su autoexclusión del sistema de fusiones le permitió adjudicarse el Banesto en 1994, tras ser intervenido por el Banco de España después de la desastrosa gestión de Conde y sus secuaces. El Banco de España puso a tiro de Botín a uno de los ejecutivos bancarios más eficientes del país, el antiguo colaborador de Pedro de Toledo Alfredo Sáenz, que ya se había ocupado de gestionar la crisis de la Banca Catalana de Jordi Pujol en los años ochenta enviado por el Banco de Vizcaya, que fue el que se quedó con la entidad catalana.


    El tándem compuesto por Botín y Sáenz dio el golpe de gracia al sistema financiero una vez que el Banesto estuvo integrado en el Santander. El banco resultante de la fusión entre el Banco Central y el Hispanoamericano languidecía. Se habían fusionado dos entidades obsoletas comercial y tecnológicamente que eran incapaces de gestionar su tamaño. Botín, que hasta ese momento no había dado muestras de participar en el proceso de concentración bancaria, se lanzó a la yugular del presidente del Central Hispano, José María Amusátegui, para lograr una fusión por absorción. El Santander se comió al Central Hispano; eso sí, remunerando con cantidades multimillonarias tanto al presidente del BCH como a su consejero delegado, Ángel Corcóstegui. La Audiencia Nacional instruyó un procedimiento por esos pagos. Una muestra del poder que llegó a acumular Botín es que el procedimiento judicial fue archivado gracias a la creación de una doctrina jurídica creada especialmente para el banquero, y que podría servir en el futuro para librar a la infanta Cristina del procedimiento contra su marido, Iñaki Urdangarín.


    Don Emilio, la leyenda, el abuelo de la actual presidenta del Santander, ha sido definido como «un hombre de porte elegante y maneras siempre educadas».14 Unas maneras que legó a su hijo y que le permitían ocultar sus impulsos de tiburón financiero.


    Porque la gestión del último Emilio Botín que presidió el Santander no está exenta de borrones. Episodios como el de las cesiones de créditos, la distribución por parte del banco de productos financieros fiscalmente opacos para grandes clientes, entre los que figuraban el escritor Miguel Delibes o el piloto Fernando Alonso, son solo algunos de ellos.


    El ex directivo de Banif Manuel Puerto Doucet ha acusado al Santander de haber sido la franquicia en España del infame financiero neoyorquino Bernie Madoff, que en la práctica no era más que el responsable de una estafa piramidal al estilo esquema Ponzi, en la que el Santander involucró a algunos de sus clientes más importantes.


    La última demostración de poder de los Botín fue lograr que el último Consejo de Ministros presidido por José Luis Rodríguez Zapatero concediera el indulto a su hombre fuerte, Alfredo Sáenz, que había sido condenado por la Audiencia de Barcelona por presentar una denuncia falsa contra un grupo de empresarios ante el ex juez Lluís Pascual Estevill para que los encarcelara.


    El poder omnímodo de los Botín llega al extremo de que en vísperas de cada convocatoria electoral suele anunciar qué formación política es su favorita para ocupar el Ejecutivo. Hasta ahora nunca se ha equivocado. Por eso son especialmente importantes las declaraciones realizadas por Ana Patricia Botín en la primavera de 2015, en las que daba la bienvenida a Podemos a la política y calificaba de valiosa su contribución a la vida pública. En pleno siglo XXI, la opinión del presidente del primer banco español sigue marcando la agenda de los grandes poderes financieros, aquellos que nunca se presentan a unas elecciones, pero que pretenden mandar desde las sombras. Y la mayoría de las veces son ellos los que mandan.


    UN INVITADO INESPERADO, LA CAIXA


    La gran banca española presenta una anomalía considerable. La concentración bancaria llevada a cabo durante los últimos veinticinco años ha dejado reducido el oligopolio bancario español de siete entidades a un monstruoso gigante, el Santander, y un gran banco, el BBVA. Pero la élite financiera española no está compuesta por esas dos entidades, sino por tres. Y la tercera no es un banco. Al menos no uno al uso. Se trata de Caixabank, la marca bancaria de la Caixa d’Estalvis i Pensions de Barcelona, presidida por Isidre Fainé.


    Las cajas de ahorros no son un fenómeno exclusivo español, pero en ningún otro país han desempeñado el mismo papel que en España. Alemania, por ejemplo, tiene un sistema de cajas de ahorros vinculadas a los Länder, que han acabado generando al Estado teutón problemas similares a los de las españolas, aunque la economía alemana ha demostrado tener volumen y capacidad suficientes para resolverlos por sí mismas.


    Las cajas de ahorros nacieron a finales del siglo XIX como entidades de ahorro y crediticias controladas, en su mayoría, por las administraciones públicas —aunque las hubo de fundación privada que podían permitirse el lujo de ser impermeables a las presiones políticas, precisamente el caso de La Caixa— para atender las necesidades financieras de los sectores de la población que no tenían acceso a la gran banca. Tras el golpe de Estado de 1936 y la consiguiente instauración de la dictadura franquista, las cajas, en su mayoría controladas por las diputaciones provinciales, se convirtieron en un instrumento del paternalismo del régimen. Eso sí, tenían que someterse a las condiciones que los «siete grandes» habían impuesto a las autoridades económicas franquistas: debían limitar su actividad a sus provincias correspondientes, no les estaba permitido financiar actividades empresariales ni poseer grupos industriales, etc.; ninguna actividad, en definitiva, que supusiera competir de algún modo con las grandes entidades.


    Con el advenimiento de la democracia en 1977, la legislación fue variando hasta acabar con las limitaciones impuestas a las cajas de ahorros hasta el punto de permitirles competir en pie de igualdad con los bancos. La última limitación, la que impedía la fusión de cajas de diferentes provincias, desapareció en 1992. La laxitud con la que los gobiernos de la democracia actuaron con las cajas de ahorros no fue casual ni respondía a compromiso alguno con el libre mercado. Los «siete grandes», mientras duraron, constituyeron el lobby más poderoso de España durante el siglo XX, y sus exigencias se acababan cumpliendo tarde o temprano. Los partidos políticos vieron en el sistema de cajas una oportunidad para construir un minisistema bancario que, al contrario que los «siete grandes», estaría a sus órdenes en lugar de dictárselas.


    La concesión de créditos a los partidos que gobernaban los entes locales de los que dependían las cajas y que luego acababan siendo condonados, la financiación de proyectos públicos, razonables y disparatados, o la participación en la emisión de deuda pública de las comunidades autónomas de las que dependían —especialmente en las uniprovinciales como Madrid, con su Caja Madrid, convertida finalmente en Bankia, la entidad que obligó a la UE a rescatar la economía española por valor de 70.000 millones de euros—, eran el pan nuestro de cada día.


    A esas actividades debían sumar las obligaciones propias de las entidades financieras: captar pasivo, en un entorno en el que los grandes bancos, encabezados por el Banco Santander y el Banesto, eran los líderes, y ofrecer condiciones más favorables en productos como las hipotecas para cumplir con sus principios fundacionales.


    Para colmo, dado el férreo control que ejercían los gobiernos de turno sobre las decisiones de las cajas de ahorros, acabaron convertidas en uno de los principales destinos a los que las administraciones públicas dirigían a sus cargos cesantes, con independencia de su experiencia profesional y su capacitación para los nuevos cargos que iban a ocupar. Una vez más, Bankia es el ejemplo paradigmático. El presidente del gobierno por el Partido Popular entre 1996 y 2004, José María Aznar, colocó en la presidencia de Caja Madrid a su compañero de pupitre y hombre de confianza Miguel Blesa.


    Las auditorías a las que los «hombres de negro» de la troika sometieron a las cuentas de Caja Madrid-Bankia pusieron de manifiesto hasta qué punto se administró la caja de forma desleal e irresponsable. Durante el mandato de Blesa, la entidad se embarcó en la financiación de miles de pisos en un momento en que el mercado inmobiliario caía en picado, y que tras la regularización forman el grueso de la Sareb mientras España encabeza el ranking europeo de desahucios. Se realizaron grandes emisiones de participaciones preferentes, un sofisticado producto financiero elaborado para engañar a los pequeños ahorradores, a los que, en la práctica, se les incautaba todo su patrimonio de por vida. También tuvo en su momento de mayor actividad judicial el escándalo de las «tarjetas black», tarjetas de crédito entregadas a los miembros del consejo de administración para ser utilizadas a discreción y diseñadas para eludir impuestos.


    Cuando concluyó el mandato de Blesa, se produjo una dura batalla entre la entonces presidenta de la Comunidad de Madrid, Esperanza Aguirre, y el ex presidente del gobierno y presidente del PP, José María Aznar. Ninguna de las dos soluciones era buena porque ambas respondían al fenómeno de las puertas giratorias. Aguirre pretendía colocar al que posteriormente la sucedería en la presidencia de la Comunidad de Madrid, Ignacio González, mientras que el candidato de Aznar era el que fuera su vicepresidente económico, que entre el electorado popular era el artífice del «milagro español» de los años noventa y que incluía en su currículum haber sido presidente del Fondo Monetario Internacional, Rodrigo Rato.


    Obviamente, fue Aznar quien logró su objetivo. Rato completó la transformación de Caja Madrid, más una serie de cajas provinciales y entidades locales como el infausto Banco de Valencia, en Bankia. El gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero había cedido por fin a la vieja reivindicación de la gran banca: obligar a las cajas a transformarse en bancos para competir en pie de igualdad, mientras el «espíritu» de las entidades podía seguir existiendo bajo la forma de fundación bancaria, tuviera o no más del 50 por ciento del capital del banco, mientras el resto quedaba en manos del mercado o de la Bolsa.


    Rato se fijó como primera meta organizar la salida de Bankia a bolsa, una operación anunciada a bombo y platillo y con una escenificación al más puro estilo de Wall Street. La salida a bolsa fue un fraude mayúsculo. La cotización fijada por Rato y sus consejeros, en teoría basada en los libros de Bankia, era pura ficción.


    El 9 de mayo de 2012, el gobierno de Mariano Rayoy nacionalizó Bankia ante la evidencia de que la que fuera la segunda caja de España y una de las entidades más importantes del país estaba a un paso de la quiebra. El Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB) se convirtió en el principal accionista de Bankia, después de que Rajoy tuviera que pedir un rescate parcial de la economía española a Bruselas por valor de 70.000 millones de euros.


    No todo el dinero era para Bankia; se destinaron 12.000 millones a rescatar a Catalunya Caixa, otra caja que no soportó la transformación en banco y, curiosamente, presidida por otro ex vicepresidente del gobierno, en este caso el socialista Narcís Serra, y otros 5.000 millones fueron destinados al rescate de la gallega A Nova. Pero el Estado español debe a Europa 53.000 millones de euros a causa de la gestión corrupta de Bankia.


    Tanto Rato como Blesa están imputados por el juez de la Audiencia Nacional Eloy Velasco por la salida fraudulenta a bolsa, las preferentes y las «tarjetas black». Rato, además, afronta cargos por alzamiento de bienes después de que la Agencia Tributaria registrara movimientos en un entramado de sociedades que ha resultado estar organizado por el ex presidente de Bankia y su familia, destinados a ocultar su patrimonio a la Justicia si resultara condenado en los procedimientos que tiene abiertos y tuviera que afrontar responsabilidades civiles. Lo conocido hasta ahora desvela, además, que puede haber delitos fiscales monumentales.


    La crisis desde el Olimpo


    Mientras ese escenario de caos en las finanzas españolas, protagonizado por las cajas, generaba escándalo tras escándalo, a cuál más grave, uno de los ejecutivos bancarios más influyentes de España asistía a los acontecimientos desde una situación privilegiada, a salvo de cualquier sombra de sospecha sobre la solvencia de su entidad, una de las tres más grandes del país junto con el Santander y el BBVA. Era Isidre Fainé, presidente de la Caixa d’Estalvis i Pensions de Barcelona, que reina en la entidad desde que accedió, primero, a la dirección general en 1998 y, finalmente, a la presidencia en 2000.


    Fainé se mantuvo completamente al margen de la crisis financiera. Ya fuera habilidad o suerte, había vendido Inmobiliaria Colonial, la sociedad que poseía todo el patrimonio inmobiliario de La Caixa, en 2007. Y a un precio más que aceptable. Su blindaje se vio reforzado mientras el resto de las cajas se hundían con el ladrillo. Solo intervino con un objetivo, adquirir entidades financieras que pudieran dotar a La Caixa de mayor dimensión financiera y consolidar su indiscutido puesto entre los tres mayores bancos españoles.


    En los últimos años, La Caixa ha absorbido cualquier entidad en la que viera una mínima posibilidad de rentabilidad futura. La operación más importante fue la adquisición de la filial española de Barclays en España. Se produjo el 31 de agosto de 2014, y La Caixa pagó a la matriz británica de Barclays 800 millones de euros por su filial española, con la excepción de la división de banca de inversión y del negocio de tarjetas de crédito. Mientras el resto de las cajas españolas se veían abocadas a la desaparición, ya fuera por la adquisición de un gran banco o por disolución, La Caixa cerraba una operación que, a pesar de un precio difícil de asimilar para los mortales, le aportó 550.000 clientes nuevos, 262 oficinas que sumar a su ya omnipresente red, cerca de 2.400 empleados y unos activos valorados en 21.600 millones de euros, que serán incorporados a la cuenta de resultados de 2015.


    Antes de comprar Barclays, La Caixa estuvo al quite para adquirir cualquier marca bancaria que le pareciera un chollo. Absorbió Caixa Girona, aparentemente ajena a la crisis financiera, pero en peligro de desaparición al verse excluida de los procesos de fusión que se dieron en las pequeñas cajas locales catalanas para afrontar el nuevo modelo impuesto por el gobierno. Fusiones que no evitaron la desaparición del sistema de cajas de ahorros, que llegó a estar compuesto por once entidades.


    Integró Banca Cívica, una operación que consolidó a La Caixa como la mayor entidad financiera de España por volumen de pasivo de terceros, y se adjudicó el Banco de Valencia en la subasta convocada por el FROB. Desde su fundación en 1904, La Caixa ha absorbido un total de setenta entidades financieras, veinte de ellas bajo el mandato de Isidre Fainé.


    No existe una sola explicación para el éxito de La Caixa, que ha logrado, siendo una caja de ahorros, no solo sobrevivir, sino convertirse en miembro del exclusivo «grupo de los tres» junto con el Santander y el BBVA, tras el interminable y duro proceso de concentración bancaria en España.


    Uno de los elementos más importantes que distinguen a La Caixa del resto de las entidades que decían representar el mismo modelo es que la que preside Fainé es de fundación privada. Incluso durante el franquismo, aunque se le impusieron dirigentes, fue gestionada profesionalmente. El presidente franquista de la entidad, Miquel Mateu, alcalde de Barcelona, no prestó especial atención a La Caixa.


    Otro elemento: los tres mayores ejecutivos que se incorporaron a la entidad entre la muerte de Franco y 1982: la gestión de Josep Vilarasau y sus adjuntos, Isidre Fainé y Antoni Brufau, a pesar del clima enrarecido que se respiraba en la entidad durante el relevo de Vilarasau por Fainé nunca estuvo supeditada a los poderes políticos.


    Vilarasau, miembro de la burguesía catalana de más pedigrí, había hecho carrera en la administración franquista, pero fue en La Caixa donde demostró sus capacidades. Desde su nombramiento, aprovechó la inexistencia de un gran banco catalán para ocupar ese espacio. Lo hizo con una política de proximidad, construyendo una gran red de oficinas. Además, estaba decidido a convertirse en un interlocutor privilegiado de las autoridades económicas como accionista de Telefónica, Repsol, Gas Natural o Aguas de Barcelona. El año 1989 se convirtió en una fecha clave para La Caixa. Ese año, problemas graves de gestión y una nunca aclarada crisis relacionada con el fondo de pensiones del personal forzaron a Caixa de Barcelona a ofrecerse a La Caixa para una fusión liderada por los hombres de Vilarasau. La política de proximidad y la omnipresencia territorial estaban garantizadas.


    Vilarasau destaca no tanto por su propio talento como por su capacidad para reconocer el ajeno y aprovecharlo. Para gestionar la entidad resultante de la fusión con Caixa de Barcelona, convirtió en sus adjuntos a Isidre Fainé, un cotizado ejecutivo bancario formado en el Banco Atlántico y en el mercado latinoamericano, y Antoni Brufau, uno de los auditores más conocidos de la firma Arthur Andersen. Vilarasau puso a Fainé al frente del negocio bancario, y a Brufau le encargó la creación de un holding con las participaciones industriales. No siempre hubo buena relación entre los tres. Vilarasau consideraba que se había ganado que su cargo se convirtiera en vitalicio. Pero no era un bancario. Y, al jubilarse, Fainé asumió el control absoluto de la entidad. Brufau recibió como premio de consolación la presidencia de Repsol.
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    Los grupos empresariales


     


     


    El mejor Ministerio de Industria es el que no existe.


     


    CLAUDIO ARANZADI (1946),1


    ministro de Industria de 1989 a 1993


     


     


    La lapidaria cita que abre este capítulo fue pronunciada nada menos que por el propio titular de la cartera de Industria del gobierno socialista presidido por Felipe González durante una rueda de prensa pronunciada en 1991 tras su participación en las jornadas del Círculo de Economía de Barcelona. Todos los periodistas presentes fueron testigos de ello, aunque al ver su frase convertida en titular de la prensa económica, negó escandalizado haberla pronunciado.


    ¿Fue un desliz, un lapsus linguae? ¿Traicionó el subconsciente al ministro? ¿O se trató de algo deliberado, un mensaje velado a los empresarios que habían asistido a aquella convocatoria del Círculo de Economía de Barcelona, uno de los lobbies empresariales más influyentes de la época porque entre sus miembros figuraba la flor y nata de la burguesía catalana? ¿Aranzadi decidió conscientemente defender la ausencia de una autoridad gubernamental que controlara las actividades empresariales y, por lo tanto, una desregulación absoluta del mundo empresarial aunque se viera obligado a ostentar el cargo a causa del modelo occidental de gobierno? Al fin y al cabo, pertenecía al mismo colectivo que el primer ministro de Industria del PSOE, Carlos Solchaga,2 ascendido a ministro de Economía y Hacienda, que en la práctica equivalía a una vicepresidencia del gobierno. Solchaga era uno de los más destacados defensores de las tesis de la Escuela de Chicago, una de las primeras que propugnaba la desregulación de la economía.


    Sea cual sea la respuesta, la declaración contradecía gran parte de la gestión de Aranzadi. El Ministerio de Industria había frustrado el proyecto de La Caixa de fusionar a dos de sus participadas más significativas, Gas Natural —conocida entonces como Catalana de Gas— y Aguas de Barcelona, con el objetivo de crear una gran compañía integral de servicios. La iniciativa de La Caixa complicaba uno de los proyectos estrella de Aranzadi, aglutinar en torno a Repsol la mayor parte del negocio español de gas y petróleo. La operación diseñada por el ministro de Industria contaba con Gas Natural, pero Aguas de Barcelona era un obstáculo para sus planes.


    El momento histórico era completamente diferente, y la capacidad de influencia de La Caixa era mucho menor que ahora; como la de las empresas de cualquier dimensión en general. La Caixa aún estaba digiriendo la absorción de Caixa de Barcelona. La mayor parte de los grandes gigantes empresariales aún eran públicos o semipúblicos. El papel de la Bolsa en España distaba mucho del actual. La Ley del Mercado de Valores data de 1988, al igual que la Comisión Nacional del Mercado de Valores. La situación iba a evolucionar a peor. La frase pronunciada por Aranzadi no tardaría en hacerse realidad. Las élites empresariales iban a ser sustituidas por una nueva casta, los directivos de las multinacionales españolas que cotizaban en bolsa y que integraban el IBEX 35, el gran indicador de la evolución de los mercados de capitales españoles.


    DE LOS «LOBBIES» AL IMPERIO DEL IBEX 35


    Hay dos maneras de lograr que un gobierno tome decisiones que favorezcan a un determinado colectivo o a una empresa. Y en España ambas conviven. Una exige secreto y resulta vergonzante, la corrupción (aunque en los últimos años parece haber dejado de ser una actividad secreta y los implicados raramente se avergüenzan). La otra forma parte de las reglas del juego democráticas, y consiste en convencer a las autoridades de que adopten las decisiones deseadas por un colectivo haciendo valer su influencia o su representatividad; en definitiva, el lobbismo. Algo reservado a las élites más intocables.


    Durante los años finales del franquismo empezaron a organizarse entidades que iban a representar a los empresarios ante las autoridades. No todas se dedicarían exclusivamente al cabildeo. De la mano del empresario catalán Carlos Ferrer Salat, que se inspiró en el catalán Fomento del Trabajo Nacional, nació la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE). La organización tenía por objetivo convertirse en un agente social, en el interlocutor natural de los sindicatos legalizados tras la muerte del dictador para negociar las relaciones laborales. A falta de auténticos lobbies, durante los primeros años de la Transición la CEOE asumió ese papel.


    Algunos empresarios, sin embargo, optaron por revigorizar entidades que habían convivido con el franquismo gracias a un perfil discreto, como el Círculo de Economía de Barcelona. Nacido en 1958, el Círculo de Economía se define como un punto de encuentro para sus 1.400 miembros, entre los que se cuentan los más destacados empresarios o dirigentes empresariales de Cataluña. Durante años, las convocatorias para elegir cada junta directiva concitaban a la prensa económica porque se trataba de un acontecimiento. Los documentos y opiniones del Círculo debían ser tenidos en cuenta por las autoridades económicas.


    La presencia del presidente del gobierno, además de los ministros del área económica, se convirtió en obligatoria desde Felipe González. Los candidatos del partido opositor con posibilidades de convertirse en inquilinos de la Moncloa también están obligados a someterse al examen de los miembros del Círculo. El mayor éxito de la institución se produjo en 1996, cuando el presidente del Círculo de Economía, a la sazón Josep Piqué, fue nombrado ministro de Industria por José María Aznar.


    El Círculo es una entidad elitista, que representa a las mayores empresas radicadas en Cataluña. Naturalmente, la inmensa mayoría de las empresas del país, las pymes, que en definitiva son responsables de alimentar la maquinaria económica del Estado no están muy representadas. A pesar de su carácter elitista y de que ha mantenido algunas de sus tradiciones, el Círculo se ha visto superado de largo como lobby.


    Aún más elitista que el Círculo de Economía, en 1992 se fundó el Instituto de la Empresa Familiar, en esta ocasión ya con voluntad de crear un lobby que defendiera los intereses de las empresas de capital privado y familiar de cierta envergadura. Recién nacido, el IEF pudo hacer gala de su influencia al lograr que el entonces presidente del gobierno, Felipe González, eligiera al director del instituto, Alfredo Pastor,3 como secretario de Estado de Economía.


    Pero este tipo de organizaciones son un vestigio del pasado. Por relevantes que sean sus miembros, hace años que se han visto superados en patrimonio personal y en capacidad de decisión sobre cantidades ingentes de dinero por una nueva especie, los directivos de las empresas del IBEX. Son simples empleados, no poseen participación alguna en el capital de las empresas que dirigen, pero se han convertido en imprescindibles. Mantenerlos satisfechos ha sido una de las principales prioridades de los últimos gobiernos a costa del bienestar de la ciudadanía, que se ha visto sometida a niveles de sufrimiento sin precedentes en la historia de la democracia mientras ellos ven incrementadas sus obscenas nóminas año tras año.


     


    Los consejeros ejecutivos de las empresas del IBEX 35 cobran una media de 70 veces más que el trabajador medio de sus plantillas. Inditex es la empresa en la que esta diferencia es más notable (482 veces más), seguida de Ferrovial (172 veces más), mientras que Red Eléctrica es donde más se acercan estos salarios medios (12,7 veces más), según datos recogidos en el informe de Comisiones Obreras Ibex 35. Evolución de sus empresas durante el ejercicio 2013. Estas cifras se refieren a plantillas de grupos consolidados, es decir, a los trabajadores directamente contratados por estas empresas.4


     


    La información de Eldiario.es a la que pertenece la cita anterior señala también que el salario medio de los trabajadores de las empresas del IBEX es de 36.483 euros anuales, frente a los 2,53 millones de euros que cobran de media los consejeros ejecutivos. Los ejecutivos que más ganan pertenecen a Inditex (casi ocho millones de euros) y los que menos, a Gamesa (573.500 euros). En el caso de los trabajadores, el salario medio más alto está en Amadeus (83.624 euros al año) y el más bajo en Jazztel (13.221 euros). La proporción de Inditex, por cierto, solo hace referencia a los trabajadores españoles del grupo. Buena parte de la producción de Inditex procede de países en vías de desarrollo, en el mejor de los casos. Los cerca de 8 millones de euros que cobran anualmente los directivos de Inditex constituyen cinco veces más que la media de salarios de los trabajadores españoles del grupo.


    Los contratos blindados, que obligan a la empresa a entregar una alta indemnización económica cuando el trabajador es despedido, se multiplicaron por cuatro al cierre de 2013. Mientras que el número de consejeros ejecutivos y directivos de las empresas ha crecido un 1,2 por ciento, este tipo de contratos han aumentado un 315,9 por ciento. La causa de esta evolución, según apunta el informe de CC.OO., es que las empresas «posiblemente» estén blindando a ejecutivos que no tienen dependencia directa del consejo. La empresa en la que más han crecido estos contratos es Repsol, que ha pasado de 13 a 296 contratos blindados en un año.


    En total, las compañías del IBEX obtuvieron beneficios por valor de 24,83 millones de euros en 2013. Esto supone un aumento del 39 por ciento respecto a 2012. Estos datos no tienen en cuenta a Bankia, que ha pasado de unas pérdidas de 20 millones a unas ganancias de 511.637 euros, por lo que sus resultados tergiversan los datos generales.


    La empresa accionista extranjera con mayor presencia bursátil es BlackRock, una entidad financiera estadounidense que está presente en diecisiete compañías del IBEX, en todas con menos del 8 por ciento de las acciones. La Caixa es la empresa accionista española que interviene en más compañías del IBEX, hasta en seis de ellas. El mayor accionista de los 35 es Amancio Ortega, ex presidente de Inditex, con más de 44.000 millones de euros en acciones.


    El número total de consejeros (ejecutivos, dominicales, independientes y externos) al cierre de 2013 era de 466 (cinco menos que en 2012), ocupados por 421 personas, de las cuales 354 son hombres y 67 son mujeres. Estas ocupan 74 puestos, cifra que implica un leve aumento desde los 65 que ostentaban en 2012. De las 35 empresas del IBEX aún hay tres que no tienen mujeres en sus consejos de administración: Gas Natural, Sacyr y Técnicas Reunidas. Las compañías con más consejeras son Jazztel (donde representan el 40 por ciento del consejo), Red Eléctrica (el 36,4 por ciento) y Acciona (el 30,8 por ciento).


    Del total de consejeros ejecutivos, que son los que tienen poder de decisión en la actividad diaria de la empresa, solamente un 3,9 por ciento son mujeres. La mayor presencia de consejeras se encuentra en los independientes, un 24,1 por ciento.


    La remuneración media de las consejeras es de 281.111 euros, menos de la mitad que el sueldo medio de los consejeros, que es de 589.615 euros. La mayor diferencia de salarios por sexo está en los consejeros externos, puestos en los que las mujeres cobran un 74,2 por ciento menos.


    Los hombres permanecen en los consejos de administración una media de 8,23 años y las mujeres, 5,71 años. La media sin distinción de género asciende a 7,83 años, aunque algunos consejeros del Banco Santander, Técnicas Reunidas, ACS, Banco Sabadell, Grifols e Indra llevan más de veinte años en el consejo. Emilio Botín, del Santander, y José Lladó, de Técnicas Reunidas, pasaron 53 años en los consejos de sus respectivas empresas.


    Las 35 empresas que componen el índice selectivo de la Bolsa española incluyen a constructoras, concesionarias de la administración, compañías energéticas y diferentes bancos, entre los que destacan el «club de los tres», que además son accionistas de referencia de otros miembros del IBEX. La Caixa, por ejemplo, es el principal accionista de Repsol, Telefónica o Gas Natural.


    EL INI Y LOS MONOPOLIOS DE FRANCO


    No todo el legado del franquismo fue negativo, aunque durante la época de la autarquía la dictadura totalitaria decidió sustituir a la iniciativa privada en la creación de empresas consideradas estratégicas por el régimen. En sectores considerados imprescindibles por la dictadura, se crearon empresas públicas que operaban en régimen de monopolio. Fue el caso de Telefónica, Campsa, Renfe o Tabacalera, que en un mercado cautivo, aislado de la competencia internacional y completamente regulado, acabaron convirtiéndose en auténticos gigantes.


    Pero Franco no tenía bastante. Los monopolios garantizaban servicios, pero no estimulaban la industrialización del país. Eso fue lo que impulsó a Franco a crear el Instituto Nacional de Industria (INI), al frente del cual puso a Juan Antonio Suanzes. El artículo primero de su ley fundacional rezaba así:


     


    Propulsar y financiar, en servicio de la Nación, la creación y resurgimiento de nuestras industrias, en especial de las que se propongan como fin principal la resolución de los problemas impuestos por las exigencias de la defensa del país o que se dirijan al desenvolvimiento de nuestra autarquía económica.


     


    Franco se inspiró en el IRI del fascismo italiano. Durante toda la dictadura, el INI promovió con distinta suerte innumerables empresas y se hizo cargo de compañías privadas por su interés industrial o para evitar su cierre. Al primer grupo pertenecían Iberia, Aviaco o Casa. En el segundo figuraban Hunosa o Altos Hornos del Mediterráneo.


    Entre las empresas exitosas del INI figuraban algunas que siguen existiendo: Repsol, Endesa, Santa Bárbara o Seat. Los gobiernos democráticos buscaron soluciones para desprenderse de algunas de las compañías que sufrían problemas, como Seat, adjudicada a la alemana Volkswagen tras expirar la licencia de Fiat.


    A partir de 1986, la legislación comunitaria obligó a eliminar los monopolios, algo que permitió al gobierno del PSOE realizar privatizaciones parciales de Telefónica y Tabacalera. Telefónica no tardó en convertirse en la primera empresa española en cotizar en Wall Street.


    Tras el relevo del PSOE por el PP en 1996, el vicepresidente económico de Aznar, Rodrigo Rato, puso en marcha su proyecto de equilibrio presupuestario y reducción del déficit, que fueron la base del «milagro económico» que se le atribuye. El secreto para incrementar los ingresos sin subir los impuestos estaba en las privatizaciones. Telefónica, la joya de la corona, fue privatizada completamente, aunque, mientras la UE lo permitió, el gobierno mantuvo la golden share, la «acción de oro», que le permitía vetar operaciones indeseadas para la economía española. Los monopolios fueron privatizados, con la excepción de Renfe, y algunas de las empresas del INI franquista forman hoy parte del IBEX 35, como Endesa o Repsol. Incluso una compañía tecnológica constituida con restos de otras empresas, Indra, tuvo éxito y también pertenece al club de los 35.


    Algunas empresas se vieron abocadas al cierre por la reconversión industrial puesta en marcha por el PSOE en los años ochenta, como Altos Hornos del Mediterráneo, que provocó un conflicto laboral inesperado para los socialistas. El resto del INI desapareció cuando fue absorbido por la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), un instrumento creado por el PP para cerrar de forma silenciosa los restos del viejo proyecto franquista.


    MAGNATES Y CONSEGUIDORES


    La nueva realidad marcada por los mercados, que ha convertido a los directivos de las grandes compañías en los amos del universo, se ha impuesto y ha relegado la figura tradicional del magnate a casos excepcionales. En España, el único que merece tal consideración es el fundador de Zara, Amancio Ortega. La demostración es que Inditex es una de las empresas destacadas del IBEX 35.


    Pero la condición de magnate no supone que renuncie a las prácticas cuestionables de los conseguidores que comparten con él su pertenencia al IBEX 35. A modo de ejemplo, tenemos el caso de las compras de Zara en países en vías de desarrollo. ITX Trading, domiciliada en Suiza, es una de las únicas cuatro compañías del grupo Inditex, integrado por cerca de 320 subsidiarias, dedicadas a las compras. Las otras tres están domiciliadas en España: Uterqüe y Nikole en A Coruña, y Comditel en Barcelona. Prestigiosos fiscalistas tienen una explicación más específica: la fiscalidad suiza no solo es más favorable para este tipo de transacciones internacionales, sino que, además, hace años la Confederación Helvética, y en particular algunos cantones como Friburgo, ofrecía beneficios y exenciones tributarias a corporaciones transnacionales como Inditex si se instalaban en su territorio, de manera que es una doble manera de optimizar costes, comprando a economías emergentes a precios inconcebibles en Occidente y, además, sin apenas tributar por ello. Ahora Suiza ya no ofrece esas condiciones, pero las mantiene para los que se instalaron en su día atraídos por esos incentivos.


    Según la memoria anual de Inditex de 2012, la empresa posee en Suiza seis compañías subsidiarias: Temple Trading, dedicada a la distribución de calzado; Zara Suisse, que gestiona las tiendas del buque insignia de Inditex; Bershka Suisse y Massimo Dutti Suisse, y dos compañías bajo las siglas ITX, la ya citada ITX Trading e ITX Holding, que es una sociedad de cartera, donde aparentemente se aparca buena parte de la autocartera de Inditex.


    Lo llamativo es que todas las sociedades suizas de Inditex están domiciliadas en Friburgo y que emplean a 770 personas. La cifra podría resultar desproporcionada si la misión del personal fuera solo atender las dieciocho tiendas que el grupo gallego tiene en el país, diez de Zara, seis de Massimo Dutti y dos de Bershka. Pero en realidad el personal que Inditex tiene en Suiza también incluye a los empleados de ITX Holding, la sociedad de cartera, y de ITX Trading, la encargada de compras en países en vías de desarrollo, y en todo caso demuestran la importancia estratégica de estas dos compañías para el grupo.


    Es cierto, sin embargo, que, en términos relativos, los 770 empleados de Inditex en Suiza apenas representan un pequeño porcentaje de los 120.314 trabajadores que tiene el grupo en todo el mundo o de los casi 40.000 que tiene en España. Pero constituyen un colectivo enorme en comparación con el personal que tiene destinado en países de los que procede buena parte de la producción que el imperio de Amancio Ortega comercializa en su red de tiendas. En Bangladesh, por ejemplo, Inditex solo tiene 37 empleados a pesar de que proveedores del país asiático realizan una parte importante de la fabricación de los productos que el emporio gallego diseña y comercializa.


    El incendio en abril de 2014 del complejo Rana Plaza dedicado a la fabricación de artículos de moda para marcas occidentales, que causó un millar de muertos, preocupó especialmente a la industria textil del primer mundo por las repercusiones que el siniestro pudiera causar en su imagen, puesto que las medidas de seguridad de los trabajadores eran mucho más que deficientes. A pesar del acuerdo alcanzado tras aquel incendio entre las empresas occidentales, la primera semana de ese mes se produjo otro incendio en Bangladesh que causó diez muertes. El país asiático está en el punto de mira de las ONG que reclaman un salario digno para los trabajadores que fabrican productos de moda para el consumo occidental.


    Inditex, sin embargo, se había puesto la venda antes de la herida. En su memoria anual de 2012 destacaba que promueve en Bangladesh programas de patrocinio y mecenazgo y de desarrollo comunitario, mientras que el informe anual del año pasado asegura que el grupo gallego invirtió medio millón de euros en este tipo de actividades en el país asiático.


    El informe anual de Inditex correspondiente a 2012 aseguraba:


     


    La salud y seguridad de los trabajadores continúa siendo una prioridad para el clúster de Bangladesh. En particular, durante este ejercicio se ha intensificado la actividad dirigida a la prevención de incendios y se ha participado activamente en distintas plataformas como Buyers Forum Bangladesh e ILO/BETTER WORK, sindicatos locales y Bangladesh Garments Manufacturers and Exporters Association (BGMEA) para unificar criterios y trabajar de manera conjunta para mejorar las condiciones de seguridad de las fábricas y velar por los derechos de los trabajadores en Bangladesh.


     


    El grupo textil cerró 2012 con un beneficio neto de 2.361 millones de euros, un 22 por ciento más que el año anterior. Pablo Isla, presidente y consejero delegado de Inditex desde la jubilación en 2011 de Amancio Ortega, de setenta y seis años, destacó durante la junta de accionistas de la compañía en julio el papel «dinamizador» que el grupo textil ejerce en la economía española a través de las exportaciones y la creación de empleo. Y llamó la atención sobre el esfuerzo tributario que el grupo dueño de Zara realiza en España, donde paga 818 millones de euros por el impuesto de sociedades, por encima del volumen de negocio que realiza en el país.


    Durante el primer semestre de 2013, Inditex ganó 951 millones de euros, un 1 por ciento más que en el mismo período del año anterior. Y el viernes 18 de octubre de ese mismo año volvió a cerrar la Bolsa con un máximo histórico en su cotización, 118,35 euros por acción, con lo que la fortuna de Amancio Ortega vale hoy aún más que cuando Forbes hizo pública su lista de los mayores millonarios del mundo.
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    Las nuevas vías de acceso a las élites


     


     


    La diferencia entre una democracia y una dictadura consiste en que en una democracia puedes votar antes de obedecer órdenes.


     


    CHARLES BUKOWSKI (1920-1994),


    escritor estadounidense


     


     


    ID, AP, UDE, PDP, PSOE, PSP, PCE, MC, UL, LCR, PORE, PNV, EE, PDC, PSUC, PSA, UPN, PAR, CDC, IR, FPSD, UDC, PL, UME, BR, ERC, PTE, PSPV, RD, UNE, AR, ADE, PV, PC... Y muchas más siglas. Más de cien. «Demócrata», «Socialista», «Comunista», «Republicano», «Español», «Catalán», «Vasco», «Andaluz», «Aragón», «Galicia»... Desde siempre, los partidos políticos han sido conocidos por sus siglas. Sus nombres eran claros sobre su ideología, o bien buscaban subterfugios para esconderla. Y eran claros sobre su pertenencia geográfica. Hasta el siglo XXI, cuando se han popularizado nombre genéricos, como Ciudadanos, Podemos o Ganemos. Pero al morir el dictador y abrirse el régimen hacia una democracia de corte occidental, aparecieron multitud de siglas de partidos políticos. Algunos, con años de antigüedad y lucha. Otros, creados horas antes. Muchos de ellos nacidos de las mismas entrañas del régimen franquista. Aunque todos ellos aspiraban a conducir el nuevo régimen, solo algunos pervivieron. Hubo uniones de hecho, matrimonios y noviazgos rotos antes de pasar por la notaría. Hubo fusiones y adquisiciones. Hubo rupturas, algunas dolorosas y otras amistosas. La sopa de siglas fue digerida por la ciudadanía y clarificada tras las primeras elecciones democráticas de junio de 1977. Únicamente trece candidaturas obtuvieron representación en las Cortes: UCD, PSOE, AP, PCE, PSC, PSP, PSUC, PDC, PNV, UCDCC, ERC-FED, CIC y EE-iE. De todos ellos, el PSOE era el más antiguo, pues había nacido en el siglo XIX, concretamente en 1879. Por orden de antigüedad, le seguían el PNV (1895), el PCE (1921), UDC (1931), ERC (1931) y el PSUC (1936). Todos ellos habían tenido su protagonismo en la última etapa democrática, la de la Segunda República española. El resto fueron creados durante el franquismo como oposición o «bien nacidos» de las entrañas mismas del régimen, como AP y UCD.


    EL SISTEMA DE PARTIDOS


    Los grandes triunfadores fueron Adolfo Suárez, el presidente del gobierno, y su partido, creado a propósito para las elecciones. Aunque la Unión de Centro Democrático (UCD) tuvo una vida efímera —cinco años—, todos ellos fueron de gobierno. Podríamos definir este partido como un gobierno que selecciona unas personas que forman un grupo y que al final organizan un partido político. La ideología de la UCD era difusa. En su seno convivían democristianos, liberales, socialdemócratas no marxistas (técnicos de la administración franquista) y los nuevos demócratas, conocidos durante la Transición como los «azules», provenientes de las distintas familias falangistas que apostaron por la reforma, como Martín Villa. La salida a la superficie de los partidos políticos se produjo como consecuencia de la aprobación del Estatuto de Asociaciones en vida del dictador, a finales de 1974. Según esta medida, las nuevas asociaciones debían estar dentro del Movimiento. Aunque hubo diversas tentativas, solo la Unión del Pueblo Español (UPE), encabezada por un entonces desconocido y segundón hombre del régimen, Adolfo Suárez, lo consiguió. Esta neonata organización tenía como objetivo evitar toda ruptura del proceso político. La UPE de Suárez controló numerosas alcaldías y organizaciones locales del Movimiento, lo que le sirvió a Suárez para la implantación posterior de la UCD. El rechazo de este Estatuto de Asociaciones por parte de los tenues aperturistas Fraga, Areilza o Silva Muñoz fue la muerte prematura de este mínimo aperturismo de creación de partidos. A la vez, todos los partidos políticos opuestos a la dictadura estaban prohibidos y no fueron legalizados sino a partir de 1976, con Franco ya muerto y enterrado en el mausoleo del Valle de los Caídos. Fraga, por su parte, se acogió a la Ley de Sociedades Anónimas y creó el Gabinete de Orientación y Documentación (Godsa) y la Federación de Estudios Independientes (Fedesa). Ambas empresas debían elaborar el proyecto político de Fraga y ponerlo en funcionamiento tras la muerte de Franco.


    La UCD de Suárez tuvo un largo parto. El centro estaba muy disputado. La derecha quedaba en manos de Fraga y sus amigos, «los siete magníficos». Así, la democracia cristiana, tanto la demócrata de verdad como la colaboradora con la dictadura, esperaba aglutinar el centro político. Además, los liberales también aspiraban a ocupar este privilegiado lugar, así como facciones socialdemócratas no marxistas. La democracia cristiana española de cariz auténticamente democrático tenía a dos fuertes personalidades enfrentadas, Joaquín Ruiz-Giménez,1 ex ministro de Educación de Franco pero que había roto con la dictadura, y José María Gil-Robles,2 ex primer ministro de la Segunda República y valedor del general Franco entonces, pero exiliado en Portugal. Ruiz-Giménez estaba al frente de Izquierda Democrática (ID), mientras que Gil-Robles lideraba la Federación Popular Democrática (FDP). Pero ante las elecciones constituyentes crearon la Coalición Equipo de la Democracia Cristiana (EDC), lo que provocó la salida de Fernando Álvarez de Miranda3 del partido de Ruiz y la fundación de Izquierda Demócrata Cristiana (IDC), que acabaría engullida en la UCD. Asimismo, también se reclamaban de este mismo espacio el Partido Popular Demócrata-Cristiano y el Partido Demócrata Cristiano (posteriormente Unión Democrática Española). La Coalición Equipo de la Democracia Cristiana se presentaría a las elecciones constituyentes, pero sufrió una derrota espectacular al no obtener ni un escaño a pesar del apoyo internacional obtenido de sus amigos europeos, italianos y alemanes sobre todo. El eventual voto a estas formaciones iría a parar a la UCD del presidente Suárez. Pero no adelantemos acontecimientos. Estos partidos democristianos no eran los únicos. Dentro del régimen franquista existía lo que se conocía como grupo Tácito, que era una derecha franquista de raíces democristianas. Nacida al amparo de la Asociación Nacional de Propagandistas, estaba formada por altos funcionarios como Íñigo Cavero4 o Álvarez de Miranda, este último colaborador de Ruiz-Giménez. El grupo Tácito, bien conectado con la administración, fue el gran muñidor de los pactos del centroderecha que darían lugar a la UCD. Tácito estuvo en el embrión del Partido Popular propugnado por los ex ministros Pío Cabanillas5 y Areilza, y fue Juan Antonio Ortega Díaz-Ambrona6 quien propuso la síntesis ideológica desconfesionalizada próxima a los postulados del Partido Popular Europeo. Fue en enero de 1977 cuando se produjo la alianza entre estos democristianos y los liberales englobados en Centro Democrático. A los liberales, entonces, se les podía encontrar en tres formaciones distintas: el Partido Liberal de Enrique Larroque,7 el Partido Demócrata Popular de Ignacio Camuñas8 y el Partido Demócrata (después Federación de Partidos Demócratas y Liberales, FPDL) de Joaquín Garrigues Walker.9


    Para la amalgama del centro solo faltaba unirse a los socialdemócratas no marxistas, que a su vez estaban divididos en dos grupos, la Federación de Partidos Socialdemócratas (FPSD) de Francisco Fernández Ordóñez10 y la Federación Socialdemócrata de José Ramón Lasuén. Todos ellos se integrarían en Centro Democrático, donde ya estaban juntos los democristianos y los liberales. Adolfo Suárez apostó por CD y se fundó la Unión de Centro Democrático, a la que también se unieron algunos otros partidos de cariz regional o local.


    La UCD fue un partido de liberales, democristianos y neodemócratas franquistas. Esta diversidad ideológica fue buena y mala a la vez. Constituyó un éxito electoral al aglutinar el centro sociológico, pero asimismo provocó su muerte cuando las disensiones ideológicas afloraron y provocaron su disolución.


    Según Jonathan Hopkin, profesor de la London School of Economics and Political Science, hay tres razones fundamentales por las que el conflicto interno resultó insoluble a finales de 1980, lo que provocó la dimisión de su hombre electoral, Adolfo Suárez, y la lenta agonía hasta su desaparición:


     


    1. La UCD se creó con el objetivo de escribir una Constitución democrática, objetivo compartido, con diferencias poco importantes en el énfasis, por todos los grupos que formaban el partido. Había menos consenso en las políticas más partidistas que UCD debía seguir una vez logrado este objetivo general. A medida que las prioridades del gobierno cambiaron de establecer un régimen democrático a gobernar en un régimen democrático, aumentaron las posibilidades de conflicto por cuestiones concretas de política económica y social: se hizo probable que algunas facciones del partido se enfrentaran a una disminución de sus retribuciones políticas.


    2. El equilibrio de poder dentro del partido cambió después de las elecciones de 1979. Las divisiones dentro del partido surgieron incluso en temas constitucionales, pero la posición dominante de Suárez le había permitido imponer la voluntad del gobierno sobre las corrientes minoritarias. Después de marzo de 1979 una serie de factores menoscabaron el dominio de Suárez y proporcionaron mayor autonomía a los dirigentes de las corrientes de UCD para desafiar sus decisiones.


    3. Las diferencias ideológicas se utilizaban para presionar a la dirección para que diera marcha atrás en el proceso de presidencialización —la institucionalización de UCD como partido unitario centralizado—. Es en este contexto donde debe analizarse el surgimiento de un conflicto ideológico y político, cuyos orígenes se remontan a la creación misma de la UCD en 1977.11


     


    La UCD obtuvo en las elecciones constituyentes más de seis millones de votos y 166 escaños. La creación de este partido fue en éxito; repitió victoria en 1979, con dos asientos más en el Congreso de los Diputados. En ambas ocasiones su cartel fue Suárez. En 1982, con Landelino Lavilla12 como líder, la UCD únicamente obtuvo once escaños. Lavilla fue su último presidente. Se refugió en el Consejo de Estado a partir de 1983.


    Aquella UCD estalló y a partir de sus restos Suárez fundó el Centro Democrático y Social (CDS), en el que se refugiaron los más fieles del ya ex presidente. Al final, el partido de Suárez se convirtió en una marca vacía de contenido y encabezada por el economista Ramón Tamames, después de que Mario Conde comprara la formación en uno de sus intentos fallidos de dar el salto a la política.


    Otros muchos fueron apareciendo en el refundado Partido Popular, como la mayoría de los «azules», democristianos vinculados a Tácito como Marcelino Oreja,13 liberales como Soledad Becerril14 o Esperanza Aguirre,15 y socialdemócratas como Rafael Arias-Salgado.16


    Mientras que el centro fue ocupado por la UCD, la derecha quedó en manos de Fraga y sus aliados. Todavía con Franco vivo y desde Londres, donde ocupaba el cargo de embajador, Fraga creó dos empresas, Godsa y Fedesa. Con una apariencia externa de sociedad anónima, Fraga preparaba su asalto al poder cuando muriera Franco. Primero le cerró el paso Arias Navarro y después lo hizo Suárez. Alianza Popular fue el fruto de la unión de siete pequeñas formaciones políticas, surgidas todas ellas de ex mandatarios franquistas. Inscrita el 9 de octubre de 1976, Alianza Popular se formó con la Reforma Democrática de Fraga, la Unión del Pueblo Español (UPE) de Cruz Martínez Esteruelas,17 la Democracia Social de Licinio de la Fuente,18 la Acción Regional de Laureano López Rodó,19 la Unión Social Popular de Enrique Thomas de Carranza,20 la Unión Nacional Española de Gonzalo Fernández de la Mora21 y la Acción Democrática Española de Silva Muñoz. Una característica común de los siete mandamases es que todos ellos habían sido ministros de Franco. A estos «siete magníficos» se unieron otros partidos menores de cariz local o regional, como Alianza Foral Navarra. El congreso fundacional se celebró el 5 de marzo de 1977. El presidente del cónclave fue el abogado José María Ruiz Gallardón,22 y de él salió como presidente del nuevo partido de la derecha española nacida al amparo del franquismo Silva Muñoz, mientras que Fraga se convirtió en el secretario general. AP fue legalizada por el Ministerio de Interior el 4 de mayo de 1977. Sus malos resultados en las elecciones constituyentes —obtuvo dieciséis escaños y menos de un millón y medio de votos— provocaron la primera de las refundaciones: en enero de 1978 se creaba el Partido Unido de Alianza Popular, al integrarse Alianza Democrática Española y el Partido Liberal de Ibiza y Formentera. El notario de Madrid Félix Pastor Ridruejo23 se convirtió en el nuevo presidente, y Fraga mantuvo la secretaría general. Pero la votación de la Constitución llevó a una nueva ruptura: Silva Muñoz y Fernández de la Mora abandonaron el barco y dejaron a Fraga como el gran líder de la derecha española profranquista. Ante las nuevas elecciones generales, Fraga creó una nueva coalición con Acción Ciudadana Liberal, de Areilza, el Partido Democrático Progresista, de Alfonso Osorio,24 Renovación Española y el Partido Popular de Cataluña, de Antonio de Senillosa.25 Estos tres personajes habían quedado en la orilla de la UCD y no se habían integrado en AP al considerar que ellos solos tenían suficiente espacio político. Pero en las elecciones de 1979 los resultados todavía fueron peores que dos años antes al perder seis escaños y casi medio millón de votos. Además, en las primeras elecciones autonómicas celebradas en el País Vasco y Cataluña el fracaso volvió a ser sonoro al no conseguir representación en ninguna de las dos cámaras. La primera alegría para Fraga y su gente se produjo cuando AP consiguió alzarse con la presidencia de la Xunta de Galicia con Gerardo Fernández Albor.26


    La ruptura y desaparición de la UCD de Suárez le fue bien a AP. Con el paso de los meses, numerosos cuadros y dirigentes de la extinta UCD fueron ingresando en AP, y también acogió en su seno a distintas formaciones políticas de centroderecha, como el Partido Demócrata Popular (democristiano) de Óscar Alzaga,27 el Partido Liberal, Unión Valenciana, Unión del Pueblo Navarro y el Partido Aragonés Regionalista. Estas dos últimas formaciones pasaron a ser independientes y ahora tienen su propia vida fuera.


    En cuanto a la izquierda, el gran triunfador fue el Partido Socialista Obrero Español, a pesar de que el Partido Comunista de España creía que podía ser el referente de izquierdas del país. El PSOE, liderado por el joven abogado sevillano Felipe González, había nacido en pleno siglo XIX, concretamente el 2 de mayo de 1879, cuando el tipógrafo gallego asentado en Madrid Pablo Iglesias28 y sus compañeros dieron vida a la que sería años después la sección española de la Segunda Internacional, fundada por los seguidores de Karl Marx y Friedrich Engels y que agruparía a los partidos socialistas frente a los sindicatos anarquistas (Primera Internacional). El primer congreso del PSOE se celebró en Barcelona, una plaza fuerte obrera pero dominada por el anarcosindicalismo, en 1889. El primer diputado socialista a las Cortes españolas fue Pablo Iglesias en 1910. Durante la Segunda República, el PSOE fue un bastión republicano y sus máximos dirigentes, Francisco Largo Caballero,29 Indalecio Prieto,30 Julián Besteiro31 y Juan Negrín,32 ocuparon puestos de vital importancia en los distintos gobiernos republicanos. Pero el ostracismo a que se vieron sometidos durante la larga noche del franquismo y las luchas internas debilitaron al PSOE, hasta que unos jóvenes andaluces pactaron con los vascos y auparon a González a la secretaría general en el congreso celebrado en Suresnes, una ciudad cercana a París. Aquel hecho provocó que un sector proveniente de la Segunda República no aceptara los resultados y auspiciara el PSOE histórico, con Rodolfo Llopis33 al frente. Ese PSOE se estaba fragmentando desde los años sesenta. De su seno nacieron los socialistas federalistas catalanes (que también bebían del trotskismo y del socialismo autogestionario), la Agrupación Socialista Universitaria, el Partido Socialista del Interior de Enrique Tierno Galván,34 sindicalistas cristianos... Muchos de ellos eran más cercanos a las tesis del PCE que a las del mismo PSOE. La llegada del equipo de González aunó de nuevo esfuerzos, limó asperezas y acabó con viejas rencillas. Además, la Internacional Socialista, heredera de la Segunda Internacional, reconoció en enero de 1974 al PSOE de González como su único interlocutor en España, lo que clarificaba aún más quién contaría con el apoyo internacional.


    Pero las elecciones de 1977 clarificaron el panorama en la ideología socialista. El PSOE renovado de González acogió a los antiguos compañeros del PSOE histórico, aunque también otras facciones que habían crecido durante la dictadura, como el Partido Socialista del Interior (después Partido Socialista Popular), la Federación de Partidos Socialistas o el Partido Socialista de Aragón. Ya en los años ochenta del siglo pasado, ingresaron en el PSOE los vascos de Euskadiko Ezkerra, el Partido de Acción Democrática, eurocomunistas expulsados del PCE y los últimos seguidores de Santiago Carrillo cuando este rompió con la formación comunista. El diciembre de 1976, solo trece meses después de la muerte del dictador, el PSOE celebró su primer congreso en España tras la República y la Guerra Civil.


    Llegó la cita electoral del 15 de junio de 1977 y el PSOE de González se aupó hasta la segunda posición al obtener casi cuatro millones y medio de votos y 103 escaños. Mientras, el PSP de Tierno no llegó al millón de votos y obtuvo seis escaños en las Cortes Constituyentes. Los socialistas catalanes, tras un acuerdo de última hora con el PSOE, forzaron una coalición electoral y quedaron en primer lugar en Cataluña, donde se acercaron al millón de votos y sentaron a quince de los suyos en los recién estrenados escaños. El panorama en la socialdemocracia quedó clarificado. Meses después, el PSP de Tierno se integraría en el PSOE. En Cataluña se produciría un congreso de unidad entre tres partidos socialistas, y el PSOE quedó a las puertas de ser la alternativa de izquierdas en España. Se había hecho un puesto a pesar de que durante la dictadura no había sido un partido a la vanguardia de las protestas, pues este puesto de honor estuvo en manos del Partido Comunista de España (PCE), que aportó detenciones, presidio y muertos a la lucha antifranquista.


    El Partido Comunista de España fue fundado el 14 de noviembre de 1921. Meses antes, en abril, un grupo de dirigentes del PSOE, junto con su fundador Antonio García Quejido,35 habían abandonado el Partido Socialista al ser partidarios de adherirse a la Tercera Internacional, auspiciada por la Unión Soviética, y habían creado el Partido Comunista Obrero Español (PCOE). No obstante, años antes, en 1919, la Federación de Juventudes Socialistas ya se había adherido a la Tercera Internacional. Así pues, en noviembre de 1921 coexistían en España dos partidos comunistas, el PCOE y el Partido Comunista Español, y Moscú impuso su unificación; había nacido el Partido Comunista de España. Desde su alumbramiento, el PCE fue muy sectario, pequeño y de difícil penetración entre las capas obreras. El PSOE por un lado y el anarcosindicalismo por otro paralizan su crecimiento. Tras la proclamación de la Segunda República, el PCE se opone frontalmente a este nuevo régimen, pero tras el ascenso de José Díaz36 a la secretaría general, y gracias a la visibilidad de Dolores Ibárruri,37 el número de militantes del PCE empieza a aumentar. El 1 de abril de 1936, el PCE ve con alborozo la unificación de las Juventudes Socialistas y la Juventud Comunista en la nueva formación Juventud Socialista Unificada (JSU), con una joven promesa, Santiago Carrillo, al frente. Al estallar la Guerra Civil, el PCE encabeza la lucha y el crecimiento de su militancia es espectacular. Además, cuenta con el apoyo de militares soviéticos como enlaces. Lucha por la República hasta el último momento, con la esperanza de unificar la guerra española con la europea que se avecina, pero no llega a tiempo. Marcha al exilio, aunque deja una importante bolsa de militantes comunistas en el interior, como las famosas Trece Rosas de Madrid. En la guerra mundial, el PCE participa activamente en las actividades guerrilleras contra los nazis, y tras la finalización de la contienda intenta una invasión militar de España a través del valle de Arán, que acaba en un sonoro fracaso. El PCE abandona la lucha guerrillera en 1948 y apuesta por vías pacíficas. En enero de 1960, el PCE celebra su VI Congreso en Praga, y es allí donde Carrillo ocupa formalmente el sillón de secretario general, una labor que ya estaba haciendo desde hacía años, pues Ibárruri vivía en Moscú y dejaba a Carrillo que se ocupara de los quehaceres. Entre 1961 y 1965 la policía franquista detuvo a más de mil quinientos militantes comunistas. El PCE es «el Partido». No era el único que luchaba contra el régimen dictatorial, pero sí que sus peones estaban día tras día en todas las movidas. En 1963 un Consejo de Ministros incluso dio el enterado a la pena de muerte del joven dirigente encarcelado Julián Grimau,38 detenido y torturado un año antes. Y entre 1967 y 1976, el 36 por ciento de las condenas por delitos políticos del Tribunal Supremo son a militantes comunistas.


    El PCE se pone en situación de salida ante el fin del franquismo. Todo indica que puede ser el partido que aglutine a las izquierdas. A partir de mitad de los años sesenta inicia una lenta separación de la Unión Soviética y en 1968 condena la invasión de Checoslovaquia, lo que provoca una escisión de los sectores más prosoviéticos. Asimismo, en 1972 el PCE adopta postulados teóricos eurocomunistas, más próximos a las tesis del gran Partido Comunista Italiano y alejados de las directrices de Moscú.


    Adolfo Suárez sabe que, más pronto que tarde, tendrá que legalizar el PCE. El mismo rey Juan Carlos le transmite a Carrillo, a través de uno de sus diferentes emisarios, que, una vez muerto Franco, España caminará hacia la democracia, pero le pide paciencia y tranquilidad. El punto álgido de demostración de fuerza comunista tras la muerte de Franco es el vil asesinato de cinco abogados laboralistas en Madrid en enero de 1977 por parte de pistoleros fascistas. España se encamina hacia una democracia de corte occidental y la caverna trata de impedirlo. El entierro es una multitudinaria manifestación de duelo con el PCE en la calle. No hubo ni un incidente. El 9 de abril de 1977, Sábado Santo, Suárez da la orden de legalizar el PCE. España está de vacaciones o de procesión. Los militares, los más opuestos a la legalización, también están fuera de Madrid. No obstante, días después el teniente general Díaz de Mendívil y el almirante Pita da Veiga dimiten como vicepresidente del gobierno y ministro de Marina, respectivamente. El PCE ya es legal y podrá presentarse con sus siglas en las elecciones a Cortes Constituyentes. Pero los resultados no serán los esperados. A diferencia del PCI, el primer partido de izquierdas en Italia, el PCE se ve superado por la fortaleza y la juventud del PSOE. Los resultados son malos. Los comunistas obtienen poco más de un millón de votos y doce escaños. Su socio catalán, el Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC), aporta más de medio millón de votos y seis escaños. El PSUC es una rareza en el mundo comunista. Solo en España hay dos partidos comunistas en el mismo Estado nacidos con el beneplácito de Moscú. El PSUC es producto de las circunstancias de la Segunda República. Con la propuesta de formar frentes populares de los años treinta del siglo XX, en Cataluña se fundó el PSUC, fruto de la unión de dos partidos socialistas y dos comunistas. En julio de 1936, justo días después de producirse el golpe de Estado de Franco, se unificaban Unió Socialista, la federación catalana del PSOE, el Partit Català Proletari y el Partit Comunista de Catalunya. (Una parte de la militancia proveniente del socialismo fue la fundadora e inspiradora de los nuevos partidos socialistas en Cataluña durante el franquismo.) Si el PCE fue la rótula de la oposición democrática al franquismo, el PSUC aún era más, pues cuando murió Franco controlaba casi toda la sociedad civil opuesta a la dictadura, bien directamente o bien gracias a los llamados «compañeros de viaje».


    Esta es la foto fija de los cuatro grandes partidos tras las elecciones de 1977. De derecha a izquierda siguiendo los cánones clásicos de la politología: la Alianza Popular de Manuel Fraga; la Unión de Centro Democrático de Adolfo Suárez; el Partido Socialista Obrero Español de Felipe González y el Partido Comunista de España de Santiago Carrillo. Pero España es más compleja. Al eje derechaizquierda es necesario añadir el eje de las nacionalidades, con el País Vasco y Cataluña con su propio sistema de partidos, en el que las formaciones nacionalistas tienen poder.


    El Partido Nacionalista Vasco (PNV) y Convergència Democràtica de Catalunya (CDC) han sido, y son, dos fuertes partidos políticos, asentados en sus territorios y, en principio, fuera de toda duda democrática. Sus militantes y dirigentes padecieron los rigores del franquismo. Mientras que el PNV es una creación del siglo XIX, CDC fue un movimiento nacido en los estertores del franquismo, pero con un fuerte bagaje de lucha anterior.


    Euzko Alderdi Jeltzalea es el nombre en vasco del PNV. Nacido en 1895 de la mano del vizcaíno Sabino Arana,39 sus fundadores tenían todavía muy presentes las guerras carlistas y su lema «Dios, patria y rey». Además, a finales del siglo XIX estaba muy de moda en Europa el nacionalismo romántico, del que Arana bebió. El PNV fue fiel a la democracia durante la Segunda República y luchó contra el fascismo. Sus lehendakaris José Antonio Aguirre40 y Jesús María Leizaola41 mantuvieron la llama de la autonomía vasca en el exilio hasta su retorno. En las Cortes Constituyentes, el PNV obtuvo casi 300.000 votos solo en el País Vasco y Navarra, las únicas circunscripciones en las que se presentó, y sentó a ocho diputados. El PNV siempre se ha movido en la democracia cristiana europea, siendo fundadores del Partido Popular Europeo. Una característica es que el máximo dirigente del partido y el cabeza de cartel siempre han sido personas diferentes.


    CDC, por su parte, fue fundada en noviembre de 1974 en la emblemática montaña de Montserrat aprovechando una celebración del FC Barcelona. Su dirigente carismático ya era Jordi Pujol,42 y en Montserrat se agruparon democristianos, liberales y socialdemócratas no marxistas, con Pujol como máximo dirigente. Este había sido encarcelado por las autoridades franquistas, por lo que tenía entonces una pátina de hombre que luchaba por su país. Cuando se celebraron las primeras elecciones democráticas, CDC llegó a un pacto de coalición con otras formaciones —la liberal Esquerra Democràtica (EDC), el socialdemócrata Partit Socialista de Catalunya (reagrupament) y el independentista Front Nacional de Catalunya (FNC)— y se creó el Pacte Democràtic de Catalunya (PDC). Las elecciones no les fueron muy bien a los nacionalistas catalanes. La izquierda arrasó. La coalición del Partido Socialista catalán con el PSOE fue la gran vencedora al obtener quince de los cuarenta y siete escaños, mientras que los comunistas del PSUC quedó en segundo lugar en número de votos, pero fueron superados por el PDC en número de escaños (ocho frente a once) a pesar de cosechar poco más de medio millón de votos. Aquel Pacte Democràtic se rompió pronto. El PSC(r) participó en la gestación y fundación del nuevo Partit dels Socialistes de Catalunya, en el que se integró junto con la Federación Catalana del PSOE y el PSC(c), mientras que Convergència integró en su seno a los liberales de EDC y en 1980 creó la coalición electoral Convergència i Unió junto con los democristianos de Unió Democràtica (UDC), que en 1977 había concurrido en solitario a las elecciones y obtenido dos actas al Congreso. CiU sería la gran sorpresa en las elecciones autonómicas de 1980 al ganarlas por delante del PSC.


    Con el paso del tiempo, el régimen político español evolucionó a un régimen bipartidista en el que el PSOE y el PP han sido hegemónicos y las demás formaciones han servido como muletas o bisagras para que los grandes partidos lograran mayorías suficientes para gobernar. En ese escenario, la vía de acceso a las élites a través de los partidos políticos es pertenecer a sus ejecutivas, especialmente a las áreas económicas, y colocarse en el puesto de salida para convertirse en ministro del ramo o, al menos, en secretario de Estado.


    LA PATRONAL Y LOS SINDICATOS


    Durante el franquismo únicamente existía el sindicato vertical, cuyo nombre oficial era Organización Sindical Española, en el que estaban incluidos obligatoriamente los trabajadores y los empresarios. El franquismo ilegalizó todos los sindicatos e incluso las organizaciones patronales. Siguiendo el modelo fascista italiano, se promulgó el Fuero del Trabajo, que legislaba las bases de la intervención del Estado en las relaciones laborales, por lo que la nueva organización corporativista aunaba bajo el mismo techo a trabajadores y empresarios. En el organigrama del Ejecutivo incluso existía el Ministerio de Relaciones Sindicales. El franquismo, además, aprovechó el paso de antiguos anarcosindicalistas a sus filas.


    Pero el aperturismo económico de los planes de desarrollo trajo consigo cambios dentro de la organización sindical. Desde 1944 se celebraban elecciones sindicales, que siempre ganaban los mismos, pero a partir de 1954 no fue necesario ser militante del Movimiento, el partido único, como hasta entonces. A partir de mediados de los años sesenta, el Partido Comunista vio la oportunidad de infiltrarse en el régimen y aprovechó el resquicio de las elecciones sindicales para proponer candidatos comunistas dentro de las llamadas Comisiones Obreras. En cambio, los sindicatos históricos, como la Unión General de Trabajadores (UGT, socialista) y la Confederación Nacional del Trabajo (CNT, anarcosindicalista), se opusieron claramente, aunque otras centrales sindicales de inspiración cristiana, como la Unión Sindical Obrera (USO) o las Hermandades Obreras, también participaron en la infiltración. La Organización Sindical Española nunca tuvo el reconocimiento internacional ni pudo formar parte de la Organización Internacional del Trabajo, el organismo de las Naciones Unidas que agrupa las asociaciones sindicales y patronales de los países democráticos.


    Con la muerte del dictador, las fuerzas sindicales democráticas salieron de la clandestinidad, incluidas las Comisiones Obreras. El 8 de octubre de 1976 el gobierno de Suárez integró todas las propiedades del sindicato vertical (muchas de ellas fruto de las incautaciones a la UGT o la CNT) en la Administración Institucional de Servicios Socioprofesionales (AISS), puesto que hasta el 1 de abril de 1977 no hubo libertad de asociación sindical. Pocos meses después, en junio, salía a la luz pública la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), la nueva patronal, nacida de las entrañas de la parte empresarial del antiguo sindicato vertical. El empresario catalán Carlos Ferrer Salat43 fue el artífice de aunar las voluntades de los patronos del sindicato vertical con una modernización europea de la nueva patronal. Ferrer Salat provenía de la histórica patronal catalana Fomento del Trabajo Nacional, la más antigua de Europa, pues su fundación data de 1771, y además había participado en la creación del Círculo de Economía, una asociación fundada durante el franquismo por economistas y empresarios catalanes que apostaban claramente por la democratización y la integración de España en Europa. Ferrer Salat solo estuvo al frente de la CEOE hasta 1984, cuando fue sustituido por José María Cuevas,44 un antiguo funcionario del sindicato vertical.


    Junto con la patronal, las dos centrales sindicales mayoritarias en la España actual son Comisiones Obreras (hija de las Comisiones Obreras nacidas dentro del mismo régimen) y la UGT. Aunque la primera fue de inspiración comunista y la segunda socialista, hace años que ambas dejaron de ser correas de transmisión de los partidos políticos que las alumbraron.


    La más antigua es la UGT. Nacida en 1888 en Barcelona bajo los auspicios de Pablo Iglesias, que ya había fundado el PSOE, la UGT estuvo en manos del Partido Socialista hasta mediados de los años ochenta del siglo pasado, cuando se rompieron los vínculos organizativos. La UGT siempre mantuvo una pugna con la anarcosindicalista CNT por liderar el movimiento obrero, algo que también concluyó con la Transición. La UGT fue el primer sindicato en rebasar el millón de afiliados durante la Segunda República, cuando era la central sindical tanto del PSOE como del PCE. La UGT padeció la clandestinidad y se debilitó, sobre todo al quedar en manos de los también dirigentes socialistas en el exilio. Mientras que el PSOE tuvo su congreso renovador en Suresnes, la UGT celebró el suyo en Toulouse en 1971, cuando un sindicalista vasco, Nicolás Redondo Urbieta,45 se hizo con la secretaría general y los jóvenes del interior apartaron de los puestos de responsabilidad a los viejos republicanos.


    La CNT, por su parte, nacida también en Barcelona en 1910, llegó a ser mayoritaria en distintas partes de España en el primer tercio del siglo XX, sobre todo en zonas industrializadas de Cataluña o Valencia, pero también en el campo andaluz. Durante la Guerra Civil la CNT llegó incluso a contar con cuatro ministros en los gobiernos republicanos, y la anarcosindicalista catalana Federica Montseny46 fue la primera ministra de la historia española. La CNT tuvo que ver como algunos dirigentes medios participaban en la creación del sindicato vertical franquista, aunque la CNT estuvo en el exilio y en la oposición, incluso armada, contra el dictador. Cuando todo parecía indicar, tras la recuperación de las libertades, que la CNT resurgía —no en vano, en un mitin en Barcelona Federica Montseny congregó a miles de personas—, una acción de los servicios secretos del Estado en 1978 utilizando a gente de la CNT (el caso Scala)47 desmembró a este sindicato.


    Además, la CNT nunca ha participado en las elecciones sindicales, no ha reconocido los comités de empresa ni ha aceptado subvenciones del Estado. Su trabajo es en las secciones sindicales en las empresas. Esta política fue la causa del surgimiento en 1979 de una escisión y la creación de la Confederación General del Trabajo (CGT), que sí participa en las elecciones sindicales y forma parte de los comités de empresa.


    Hemos dejado el sindicato Comisiones Obreras para el final de este repaso. Nacido en los años sesenta en los centros de trabajo de Asturias, Cataluña, Madrid, Guipúzcoa y Vizcaya bajo los auspicios del PCE, su entrismo e infiltración en los sindicatos verticales supusieron que en las últimas elecciones sindicales del franquismo CC.OO. obtuviera la mayoría de los delegados. Bajo la dirección de Marcelino Camacho,48 en 1978 Comisiones Obreras puso sobre la mesa 1.800.000 afiliados, bastante más que la UGT. Pasados los años, UGT y CC.OO. son los dos sindicatos mayoritarios y ambos tienen una cuota de afiliación similar.


    PUERTAS GIRATORIAS


    La joven democracia española llevó hasta altos puestos de responsabilidad a políticos jóvenes; los demócratas forjados en las luchas opositoras no tenían experiencia previa en la administración, mientras que los neodemócratas sí. Pero, en adelante, el sistema electoral proporcional, con listas cerradas y bloqueadas, crearía una nueva hornada de políticos distinta de la que protagonizó la Transición, posiblemente más parecida a las del resto de los países democráticos. Así, desde hace ya años las juventudes de los partidos surten a la política de nuevas caras y los jóvenes acceden a altas responsabilidades, desde listas electorales hasta puestos ejecutivos, además de otras prebendas. «Este sistema ha terminado por convertir a los partidos en estancias cerradas llenas de gente en las que, a pesar de lo cargado de la atmósfera, nadie se atreve a abrir las ventanas», critica César Molinas.49 Para Molinas, «la política y sus aledaños se han convertido en un modus vivendi que alterna cargos oficiales con enchufes en empresas, fundaciones y organismos públicos y, también, con canonjías en empresas privadas reguladas que dependen del BOE para prosperar».


    Molinas se refiere a lo que se conoce como «puertas giratorias». Según el reglamento de las Cortes, los diputados y senadores pueden percibir su pensión de jubilación al cumplir la edad si ocupan un escaño durante siete años. En el caso de que el período supere los doce años, la pensión será completa. Asimismo, a los parlamentarios mayores de cincuenta y cinco años que estén en paro el Estado les mantiene el alta en la Seguridad Social hasta que completen el período de cotización para recibir la jubilación. Hasta entonces, perciben el 60 por ciento del sueldo como ayuda. Los ex ministros, por su parte, reciben el 80 por ciento como pensión durante dos años, algo que es compatible con la percepción de otras remuneraciones públicas o privadas.


    No obstante, lo que indigna a la ciudadanía son los casos de «fichaje» por una gran empresa de políticos a los que no se les conocía una preparación previa. Según un informe elaborado por Eldiario.es,50 a finales de 2014 había 43 políticos en los consejos de administración de las principales compañías españolas, las que cotizan en el IBEX 35. En conjunto, se embolsaron más de 21,45 millones de euros. La cifra incluye todos los conceptos y resume el papel de la puerta giratoria. En 2014 ya había seis ex políticos en el IBEX con categoría de consejero ejecutivo, un papel mucho mejor pagado que el de los vocales rasos como consejeros «independientes» (ninguno está por debajo del medio millón de euros brutos al año). Este cómputo engloba a ex diputados, ex senadores, antiguos ministros o secretarios de Estado y ex presidentes de organismos reguladores, así como ex presidentes y altos cargos de gobiernos autonómicos. Esta es la lista:


     


    Matías Rodríguez Inciarte: 5.247.000 euros. Es vicepresidente segundo del Banco Santander con carácter ejecutivo. Antes de incorporarse al banco (1984), fue secretario de Estado adjunto al presidente del gobierno y ministro de la Presidencia entre 1981 y 1982, durante el gobierno de Leopoldo Calvo-Sotelo, entre otros cargos. Es uno de los vicepresidentes del Santander desde 1994. En 2014, la entidad le pagó un 9,9 por ciento más.


     


    Florentino Pérez (ACS): 4.576.000 euros. El presidente de la constructora ACS y del Real Madrid es el arquetipo de político que triunfa en los negocios. Pérez fue concejal de la UCD en el ayuntamiento de Madrid (1979-1982) y alto cargo en los ministerios de Medio Ambiente y Transportes con ese partido. Luego llegó a ser secretario general del Partido Reformista Democrático (PRD), impulsado por Miquel Roca, que fracasó en las generales de 1986. Compró una pequeña constructora en crisis y después la vinculó a los negocios de la familia March.


     


    Josu Jon Imaz (Repsol): 2.019.000 euros. Consejero de Industria, Comercio y Turismo y portavoz del gobierno vasco en 1999, ex eurodiputado y presidente del PNV entre 2004 y 2007. Imaz fichó por Repsol en 2008 y es consejero delegado de la petrolera desde abril de 2014. Desde finales de abril de 2015 es el primer ejecutivo de la compañía que preside Antoni Brufau.


     


    Josep Piqué (OHL): 800.000 euros. Ministro de Asuntos Exteriores, portavoz del gobierno y ministro de Industria con José María Aznar, entre otros cargos. Desde septiembre de 2013 Piqué es consejero delegado de OHL, constructora que preside otro ex ministro, Juan Miguel Villar Mir. Con una prolífica actividad empresarial tras dejar la política, pues también presidió la aerolínea Vueling, Piqué todavía es consejero de Airbus a instancias del gobierno español, cargo por el que cobró 115.000 euros en 2014 pese a que no asistió ni a la mitad de las siete reuniones del consejo. Antes de ser ministro, Piqué presidía la compañía Ercros, a la que accedió después de ser director general de Industria de la Generalitat presidida por Jordi Pujol.


    José Folgado (REE): 746.000 euros. El ex vicepresidente de la CEOE y ex secretario de Estado de Energía y Presupuestos con Aznar es presidente ejecutivo de Red Eléctrica Española (REE) desde 2012, cuando sucedió en el cargo al ex ministro socialista Luis Atienza. Folgado forzó el año pasado un cambio en los estatutos de la empresa para poder seguir al frente una vez rebasados los setenta años.


     


    Guillermo de la Dehesa (Banco Santander, Amadeus): 591.000 euros. Ex secretario de Estado de Economía con Felipe González. Es vicepresidente tercero (no ejecutivo) del Banco Santander (437.000 euros de sueldo en 2014) y vicepresidente no ejecutivo de la compañía de reservas Amadeus (154.000 euros). También es asesor internacional del banco de inversión Goldman Sachs. En este caso, su retribución no es pública.


     


    Marcelino Oreja Arburúa (Enagás): 552.000 euros. El ex eurodiputado del PP e hijo del ex comisario europeo y ex ministro popular Marcelino Oreja fue nombrado consejero delegado de Enagás nueve meses después de la llegada de Mariano Rajoy al poder. En 2014, cobró un 30,4 por ciento más como número dos de la empresa al ser «el primer ejercicio desde su incorporación en el que ha percibido la retribución variable correspondiente a un año completo», según la compañía.


     


    Isabel Tocino (Banco Santander, Enagás): 544.000 euros. El grueso de los ingresos de la ex ministra de Medio Ambiente con Aznar como consejera en el IBEX provienen del Banco Santander, que en 2014 le pagó 484.000 euros por sus servicios. Aunque, según su perfil biográfico, su «actividad principal» es la de profesora titular de la Universidad Complutense de Madrid, sus ocupaciones son múltiples: es vocal de Enagás desde marzo de 2014 (60.000 euros de sueldo bruto) y también consejera independiente de otras dos empresas cotizadas que no están en el IBEX, la papelera Ence (otros 68.000 euros brutos de sueldo en 2014) y Naturhouse (sin datos). Y, además, forma parte del Consejo de Estado.


     


    Javier de Paz (Telefónica): 491.000 euros. Secretario general de las Juventudes Socialistas y miembro de la ejecutiva del PSOE entre 1984 y 1993. Fue colocado en el consejo de la multinacional en 2007 por su estrecha amistad con el entonces presidente del gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero. El año pasado fue nombrado presidente de la filial Telefónica Gestión de Servicios Compartidos (Tgestiona) y presidió Atento, entonces subsidiaria de la operadora, desde finales de 2008 hasta su venta a inversores de capital riesgo en diciembre de 2012.


     


    Fernando de Almansa (Telefónica): 459.000 euros. El que durante diez años, hasta 2002, fue jefe de la Casa Real (cargo con rango de ministro) es una persona muy cercana al antiguo rey Juan Carlos, del que todavía es consejero privado. Consejero de Telefónica desde 2003, el diplomático también es consejero suplente de Grupo Financiero BBVA Bancomer (sin datos sobre su retribución).


     


    Carlos Espinosa de los Monteros (Inditex, Acciona): 409.000 euros. Nombrado por el gobierno de Rajoy máximo responsable del Alto Comisionado para la Marca España en julio de 2012, con rango de secretario de Estado pero sin ninguna retribución, es, más que político, empresario. El ex presidente de Iberia y Aviaco, ex presidente del Círculo de Empresarios y ex consejero delegado de MercedesBenz en España preside la mutua Mutrespa y es consejero de dos empresas del IBEX, Inditex (296.000 euros de sueldo en 2014) y Acciona (113.000 euros).


     


    Luiz Fernando Furlán (Telefónica): 354.000 euros. Es uno de los dos extranjeros de este ranking. Entre 2003 y 2007 fue ministro de Industria, Desarrollo y Comercio del gobierno de Brasil, país que ha cobrado una importancia capital para Telefónica, hasta el punto de que, desde el año pasado, es el primer mercado del mundo por volumen de ingresos para la operadora. Furlán es consejero de la compañía desde 2008.


     


    Miquel Roca Junyent (Endesa, ACS): 342.000 euros. El ex diputado convergente, padre de la Constitución y abogado de la infanta Cristina en el caso Urdangarín es uno de los ex políticos mejor conectados con el IBEX 35. Además de consejero coordinador de Endesa (245.00 euros), es vocal de ACS (97.000 euros) y secretario no consejero en Abertis y el Banco Sabadell (sin datos sobre su retribución). A esta actividad empresarial se suma su labor en el bufete que fundó en 1996 tras retirarse de la política activa, Roca Junyent, uno de los que más relaciones mantiene con todas las administraciones públicas.


     


    Luis Carlos Croissier (Repsol): 309.000 euros. Ex ministro de Industria y Energía y ex presidente de la Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) con Felipe González. En la primavera de 2015 renovó su mandato en Repsol, de la que es consejero independiente desde 2007. También es vocal de otras dos empresas cotizadas que no están en el IBEX, Adolfo Domínguez y Testa (filial de Sacyr). Su retribución en cada una de ellas (no hay datos de 2014) ronda los 40.000 euros anuales.


     


    Josep Borrell (Abengoa): 300.000 euros. Ex secretario de Estado de Hacienda, ex ministro de Obras Públicas, Telecomunicaciones, Transportes y Medio Ambiente con Felipe González y ex presidente del Parlamento Europeo. Es consejero de Abengoa desde 2009. También es vicepresidente del consejo asesor internacional de la multinacional andaluza, aunque en este caso su retribución no es pública.


     


    Ángel Acebes (Iberdrola): 299.000 euros. El último ministro del Interior de Aznar es consejero de Iberdrola desde 2012 y acaba de renovar en el cargo en la última junta de la eléctrica por amplia mayoría y hasta 2019, pese a sus problemas con la justicia por el caso Bankia y su implicación en los papeles de Bárcenas.


     


    Braulio Medel (Iberdrola): 273.000 euros. El presidente de Unicaja fue viceconsejero de Economía y Hacienda de la Junta de Andalucía con el PSOE y es, como Acebes, consejero independiente de Iberdrola, en cuyo máximo órgano de gestión cumplirá diez años en 2016. Al igual que Acebes, también está imputado desde el año pasado, en este caso por el caso de los ERE en Andalucía.


     


    Mario Fernández (Repsol): 221.000 euros. Consejero de Repsol desde 2011, fue consejero y vicelehendakari del gobierno vasco con el PNV, entre otros cargos públicos, y presidente de Kutxabank. Repsol lo renovó a principios de 2015 como consejero pese a su imputación en el caso Kutxabank, los pagos presuntamente irregulares, por valor de 243.592 euros, del banco vasco al ex delegado del gobierno en el País Vasco Mikel Cabieces.


     


    José Lladó Fernández-Urrutia (Técnicas Reunidas): 197.000 euros. Su retribución como presidente no ejecutivo de Técnicas Reunidas es una bicoca si se compara con los dividendos que percibe como presidente de la empresa de ingeniería, de la que es máximo accionista y fundador. Hijo del que fuera presidente del Banco Urquijo Juan Lladó Sánchez-Blanco y nieto del diputado romanonista José Lladó Vallés, fue ministro de Transportes y Comunicaciones y ministro de Comercio durante la Transición.


     


    Nemesio Fernández-Cuesta (Gas Natural): 196.000 euros. Otro gestor empresarial antes que político. Fue secretario de Estado de Energía y Recursos Minerales en el primer gobierno de Aznar. El único dato público de su retribución en 2014 son los 196.000 euros que le pagó Gas Natural por su condición de consejero en representación de Repsol, compañía de la que ha sido alto directivo (con un sueldo muy superior) hasta 2015. Se desvinculó de la petrolera al anunciar su fichaje como asesor económico de UPyD. Fernández-Cuesta tiene vínculos familiares con uno de los fundadores de la Falange y ex ministro franquista, y también con la familia fundadora del diario ABC.


     


    Juan Miguel Villar Mir (OHL, Banco Santander): 194.000 euros. Uno de los veteranos del IBEX (en septiembre cumple ochenta y cuatro años) y otro imputado (por partida doble), sigue al frente de la empresa que preside y controla, OHL, y de su holding familiar, el Grupo Villar Mir. Su remuneración por ese cargo en OHL fue de 89.000 euros en 2014, aunque el grueso de sus ingresos procede de los dividendos por su participación en sus empresas. Ministro de Hacienda y vicepresidente del gobierno para Asuntos Económicos tras la muerte del dictador Francisco Franco, es consejero del Banco Santander desde 2013 (105.000 euros de remuneración en 2014).


     


    José María Aracama (Gamesa): 192.000 euros. Consejero de Economía y Hacienda del gobierno de Navarra con el PP entre 1996 y 1999, este ingeniero industrial es consejero independiente del fabricante de aerogeneradores desde 2011.


     


    Abel Matutes (Banco Santander): 183.000 euros. El empresario y ex ministro de Asuntos Exteriores con Aznar ha sido consejero de Santander entre 2002 y marzo de 2015. Acaba de fichar como vocal de la inmobiliaria Metrovacesa, cuyo primer accionista es el banco que preside Ana Patricia Botín. Además, Matutes tiene sus propios negocios, entre los que cabe destacar los hoteleros y los de transporte marítimo, sobre todo Trasmediteránea, privatizada por el gobierno Aznar.


     


    Ángeles Amador (REE): 175.000 euros. Ex ministra de Sanidad con Felipe González. Lleva en el consejo de administración de Red Eléctrica, tradicional refugio de ex políticos, desde mayo de 2005. Es la única representante socialista que queda tras dar su visto bueno el año pasado a que Folgado alargara su mandato. Su retribución se mantuvo sin cambios en 2014.


     


    Denise Kingsmill (IAG): 162.000 euros. La baronesa Kingsmill es miembro vitalicio de la Cámara de los Lores por el Partido Laborista desde 2006. Presidió la autoridad británica en materia de competencia entre 1996 y 2003. Además de ser vocal de la matriz de Iberia desde 2010, actualmente también se sienta en los consejos de administración de Telecom Italia y la eléctrica alemana E.ON, entre otros cargos.


     


    Javier Ibarz (Caixabank): 160.000 euros. Ex concejal del ayuntamiento de Reus con CiU. Ingeniero industrial y empresario. Ex jugador profesional de hockey sobre patines. Ibarz es consejero de Caixabank desde 2012. En 2015, la entidad le pagó un 48 por ciento más por sus servicios.


     


    Juan Carlos Aparicio (Indra): 130.000 euros. Aparicio se incorporó al consejo de administración del grupo tecnológico en septiembre de 2013, poco después de que la SEPI le comprase a Bankia su participación (20 por ciento) para convertirse en su accionista mayoritario. Ha pasado media vida en política, siempre al abrigo del PP: diputado, vicepresidente y ex consejero de Presidencia de la Junta de Castilla y León hasta 1989, secretario de Estado de la Seguridad Social (1996-1999), ministro de Trabajo y Asuntos Sociales (1999-2002) y alcalde de Burgos (2003-2011).


     


    Ricardo Martínez Rico (Abengoa): 130.000 euros. Ex secretario de Estado de Presupuestos y Gastos con Aznar, preside Equipo Económico, la consultora que fundó Cristóbal Montoro tras dejar el gobierno en 2004, y de la que se desvinculó oficialmente al volver a formar parte del Ejecutivo de Mariano Rajoy. El año pasado la firma facturó a Abengoa, de la que Martínez Rico es consejero independiente, 355.000 euros por servicios de consultoría integral y estratégica.


    Felipe González (Gas Natural): 127.000 euros. El ex presidente del gobierno mantuvo su retribución en la empresa gasista en 2014. El 14 de mayo de 2015 dejó su puesto en el consejo de administración. Desde su nombramiento en 2010 se ha embolsado más de 600.000 euros como vocal de la multinacional. González ya tiene recambio en la compañía, la ex ministra socialista Cristina Garmendia.


     


    José Pedro Pérez-Llorca (IAG) 123.000 euros. Consejero de la matriz de Iberia desde 2010, fue uno de los siete padres de la Constitución española y sigue vinculado al bufete que fundó en 1982, tras abandonar una intensa carrera política con UCD que incluyó las carteras de Presidencia y Relaciones con las Cortes, Administración Territorial y Asuntos Exteriores.


     


    José Ramón Álvarez Rendueles (Mediaset): 120.000 euros. Ex secretario de Estado de Economía (1977-1978) y ex gobernador del Banco de España (1978-1984), entre otros cargos públicos. Es consejero independiente de Mediaset desde 2004, labor que compatibiliza con la presidencia de ArcelorMittal España, Peugeot Citroën Automóviles España y Sanitas, entre otros puestos. También es consejero de otra cotizada que no está en el IBEX, la inmobiliaria Hispania (otros 56.000 euros de retribución en 2014).


     


    Pedro Luis Uriarte (Técnicas Reunidas): 96.000 euros. Vocal de Técnicas Reunidas desde 2011. Fue consejero de Economía y Hacienda del gobierno vasco entre 1980 y 1984, y acredita una larga trayectoria empresarial. Su cargo más destacado en ese ámbito fue el de consejero delegado del BBV desde 1994 hasta su millonaria prejubilación en diciembre de 2001.


     


    Javier Gómez-Navarro (Técnicas Reunidas): 93.000 euros. Consejero del grupo de ingeniería desde 2006. Fue secretario de Estado de Deportes (1987-1993) y ministro de Comercio y Turismo en el último gobierno de González (1993-1996). En la esfera privada, ha sido presidente de Aldeasa (una antigua empresa pública) entre 2005 y 2012.


     


    María Teresa Costa Campí (Abertis): 79.000 euros. Ex diputada del PSC-PSOE. Fue presidenta de la Comisión Nacional de la Energía (CNE), el extinto regulador energético, entre 2005 y 2011. Desde 2012 preside la cátedra de Sostenibilidad de la Universitat de Barcelona, financiada por las empresas a las que reguló (Repsol, Enagás, ACS, Cepsa, CLH, Endesa, FCC Energía, Gas Natural Fenosa y HC Energía). Fichó por Abertis en 2013.


     


    Ramón Pérez Simarro (Enagás): 76.000 euros. Ex secretario de Estado de Energía con Felipe González. Es el último reducto de los socialistas en el consejo de Enagás; o el penúltimo si se tiene en cuenta la cercanía que en su momento tuvo el actual presidente ejecutivo de la compañía, Antoni Llardén, con el PSC. Pérez Simarro cumplió el año pasado diez años como consejero independiente de Enagás.


     


    Gustavo Villapalos (FCC): 76.000 euros. Consejero de Educación de la Comunidad de Madrid durante la etapa de Alberto Ruiz-Gallardón. En junio de 2013 se convirtió en consejero independiente de FCC. Cesó en 2015, tras la entrada en el capital de la constructora del multimillonario Carlos Slim, que supuso la reestructuración del consejo de administración. Villapalos es uno de los protectores políticos de Cristina Cifuentes.


     


    Rosa Rodríguez Díaz (Enagás): 70.000 euros. Ex viceconsejera de Hacienda y Planificación del gobierno de Canarias y ex vicepresidenta del Cabildo de Gran Canaria. Abandonó su puesto en el Ejecutivo insular en marzo de 2013 para irse directamente a Enagás. Su nombramiento como consejera independiente fue atribuido a la larga mano de José Manuel Soria, con el que coincidió durante la etapa del actual ministro de Industria en el gobierno de las islas.


     


    Santiago Lanzuela (REE): 61.000 euros. Uno de los últimos en llegar. Fue diputado del PP hasta su renuncia, en julio de 2014, para desembarcar en REE, a cuyo consejo se incorporó en representación de la SEPI. Fue presidente de Aragón entre 1995 y 1999 y diputado por Teruel desde 2000.


     


    Antonio Hernández Mancha (Enagás): 60.000 euros. El antecesor de Aznar en la presidencia de la extinta Alianza Popular es abogado y lobbista profesional. Se incorporó a Enagás en el dedazo orquestado por el gobierno del PP en marzo de 2014. Ex senador y ex diputado del Parlamento andaluz.


     


    Ana Palacio (Enagás): 60.000 euros. La última ministra de Asuntos Exteriores de Aznar también se incorporó a Enagás en marzo de 2014, tras dimitir como consejera independiente de otra empresa del sector, Hidrocantábrico (filial de la portuguesa EDP), para evitar problemas de incompatibilidad. Anteriormente fue vicepresidenta del gigante nuclear francés Areva.


     


    Gonzalo Solana (Enagás): 57.000 euros. Otro agraciado por la tacada de colocaciones ejecutada por la SEPI en la empresa gasista en marzo del año pasado. Solana fue presidente del Tribunal de Defensa de la Competencia (TDC), antecesor de la actual CNMC, durante el gobierno de Aznar.


     


    Miguel Boyer (REE): 53.000 euros. El ex ministro de Economía socialista abandonó el consejo de REE, en el que se sentaba desde 2010, en marzo de 2014, tras concluir su mandato de cuatro años. Por esos tres meses de 2014 cobró 53.000 euros, frente a los 147.000 de todo el ejercicio 2013. También estuvo en el consejo de la constructora FCC. Falleció en septiembre de 2014, a los setenta y cinco años.


     


    Luis Valero (Enagás): 53.000 euros. Primer secretario general de Industria con José Manuel Soria, cesó de ese cargo en febrero de 2014, dos meses antes de anunciarse su incorporación a Enagás. Antes de su llegada al gobierno de Rajoy fue durante quince años director general de la patronal de los fabricantes de coches, Anfac.


     


    En esta lista elaborada por Eldiario.es también podríamos añadir a Eduardo Zaplana, que cobra cerca de un millón de euros anuales en Telefónica. Este ex ministro de Trabajo de Aznar, con una dilatada carrera política como concejal y alcalde de Benidorm, presidente de la Generalitat Valenciana y ministro, dejó la política para ser el adjunto al secretario general de Telefónica en 2008.


     


    Elena Salgado (Chilectra): Ex vicepresidenta del gobierno de Zapatero. Desde 1982 estuvo vinculada en diferentes cargos a todos los gobiernos socialistas. Al dejar la vicepresidencia fichó como asesora de Chilectra, una filial de Endesa.


     


    Narcís Serra (Caixa Catalunya): Fue consejero de Obras Públicas de la Generalitat presidida por Josep Tarradellas, alcalde de Barcelona (1979-1982), ministro de Defensa (1982-1991) y vicepresidente del gobierno (1991-1995) con Felipe González. Tras dejar la política en marzo de 2004, en 2005 fue nombrado presidente de Caixa Catalunya. Fue cesado de este cargo cuando el Banco de España intervino la entidad al hacerse evidente la crisis en la que estaba sumida. Durante su época en Caixa Catalunya, Serra cobraba más de 200.000 euros anuales. Además, en representación de la caja formó parte del consejo de Gas Natural entre 2008 y 2011. Es consultor internacional de seguridad.


     


    José María Aznar: Este inspector de Hacienda fue presidente de Castilla y León (1987-1989), diputado en el Congreso (1989-2004) y presidente del gobierno (1996-2004). Una vida dedicada a la política. Sin embargo, tras dejar el Ejecutivo fichó por el consejo de administración de News Corporation, el grupo mediático de Rupert Murdoch. Cobra 156.000 euros anuales. Desde 2007 es presidente de la división para América Latina de J. E. Robert, una empresa inmobiliaria. Asimismo, es miembro del comité asesor de Centaurus Capital, una firma de capital riesgo. Sus actividades empresariales las factura a través de la sociedad Famaztella. Desde octubre de 2013 es asesor personal en España del presidente de la consultora KPMG. A pesar de todas sus ocupaciones empresariales, Aznar sigue vinculado a la política como presidente de honor del PP y como presidente del think tank ideológico del partido conservador, la Fundación Faes.


     


    Otro ministro que al dejar su cargo pronto encontró acomodo fue Rafael Arias-Salgado. En 2000, nada más dejar las responsabilidades como ministro de Fomento, fue aupado a la presidencia de Carrefour. Y en 2012 se conoció su nombramiento como presidente de World Duty Free Group, antiguamente la compañía pública Aldeasa, privatizada por Aznar en 1997 siendo Arias-Salgado ministro de Fomento y responsable de los aeropuertos españoles, lugares donde ejerce su actividad esta compañía.


    Un caso más antiguo es el del diplomático Marcelino Oreja Aguirre. Vinculado a la diplomacia y a la política al igual que lo estuvieron y lo están otros familiares suyos, tanto de la generación anterior como de la siguiente (padres, tíos, hijo y sobrinos), este ex ministro de Asuntos Exteriores de la UCD y eurodiputado del PP encontró acomodo en 1999, nada más dejar sus funciones políticas, en la constructora Fomento de Construcciones y Contratas (FCC), controlada por la familia Koplowitz. Asimismo, Oreja Aguirre estuvo vinculado, hasta su retiro en 2005, a Portland Valderribas, Agromán Inversiones y el Banco Guipuzcoano.


    Otro ex ministro ucedista, Juan Antonio Ortega Díaz-Ambrona, también usó la puerta giratoria que lleva de la política a la empresa sin un currículo previo. En este caso, pasó a ejercer de abogado del sector energético, muy regulado. Entre 1995 y 2002 fue el director de asuntos institucionales y corporativos de Repsol, y también trabajó para Gas Natural, Campsa y Compañía Logística de Hidrocarburos.


    Pero el caso más claro de puerta giratoria quizá sea el de Rodrigo Rato. Vinculado a Alianza Popular desde los inicios gracias a la estrecha amistad entre su padre, Ramón Rato, y Manuel Fraga (intentó ser diputado cunero en 1977 por Cádiz), fue miembro del comité ejecutivo de AP desde 1979. En 1982 obtuvo su primera acta de diputado por Cádiz, que mantuvo hasta 1989, cuando fue elegido ya por Madrid. Sus intereses empresariales siempre han sido muchos y variados. En marzo de 1996, cuando accedió al gobierno de Aznar, declaró sus intereses. Según Ramón Tijeras,51 Rato tenía vinculaciones con una veintena de empresas, pero aun así se olvidó de mencionar casi una cuarentena más. Según la lista, Rato tenía acciones en Construcciones Riesgo, Edificaciones Padilla, Jaume Serra, Aurosur, Aguas de Fuensanta, Grupo Alimentario de Exclusivas, Uría Veinte, La Estrella, Rafi, Azca, Publisur, Grupo Alimentario del Centro, Prina, Cartera del Norte, Hispano Americana de Valores Mobiliarios, Vagones Frigoríficos y Proiber. Además, Rato especificó sus participaciones en bancos y otras entidades: el Banesto, el Central Hispano, el Banco Popular, la Compañía Sevillana de Electricidad, Telefónica, Eléctrica del Viesgo, Hidroeléctrica del Cantábrico, Iberdrola, BP Oil España, Saltos del Nansa, Ercros, Unión Eléctrica, La Unión y el Fénix y Vallehermoso. Sin embargo, se olvidó de mencionar las empresas cuya gestión estaba en manos de su hermano Ramón, su cuñado José de la Rosa o su concuñado Luis Alberto Salazar Simpson, así como de estrechos colaboradores de la familia Rato, como Marcial Zazo, Gonzalo Martín Borregón y Javier Calvo. Se olvidó de una sesentena de empresas. Tras dejar el gobierno, del que fue ministro de Economía y vicepresidente económico, se quedó como diputado, pero solo tres meses después España, presidida por el socialista Rodríguez Zapatero, lo propuso como director gerente del Fondo Monetario Internacional, con categoría de jefe de Estado. Era su sueño hecho realidad al haber quedado descabalgado de la sucesión de Aznar por Rajoy. Únicamente estuvo tres años. Su paso por el FMI no será recordado por sus destrezas, según diversas fuentes según las cuales Rato estaba más preocupado por la situación en España y no hizo caso de los informes internos que alertaban de una grave crisis financiera mundial. Tras dejar el FMI, pronto encontró acomodo en el banco de inversiones Lazard y en Criteria (La Caixa), y en 2008 entraba a formar parte del Banco Santander, habitual refugio de altos políticos. Pero en enero de 2010 desembarcó en Caja Madrid, tras la disputa entre Esperanza Aguirre y Mariano Rajoy. La primera quería colocar como presidente de Caja Madrid a Ignacio González y dejar la presidencia de la Comunidad de Madrid al posterior imputado en la trama Púnica Francisco Granados. Pero Rajoy, tras pensárselo mucho, decidió que fuera Rato quien sustituyera a Miguel Blesa. Rato fusionó Caja Madrid con otras entidades y creó Bankia en diciembre de 2010. La salida a bolsa de Bankia, así como otros avatares en esta entidad, están bajo investigación judicial. Tras dimitir de Bankia, Rato volvió a encontrar el acomodo de sus viejos conocidos del Banco Lazard, y también fichó como asesor de Telefónica Latinoamérica y Telefónica Europa. Todo eso sin dejar nunca de gestionar sus numerosas empresas, incluso cuando era vicepresidente del gobierno. Como anécdota, cabe mencionar que Rato tuvo tiempo de liderar la política económica de España, dirigir sus empresas y hacer una tesis doctoral.


    Las élites franquistas mantuvieron el poder de la administración y consintieron que las nuevas hornadas de políticos compartieran los resortes que hasta entonces habían gestionado en solitario. Hemos visto en páginas anteriores numerosos ejemplos. La Transición fue un gran pacto, un gran acuerdo. No se perseguirían los crímenes cometidos, tanto económicos como penales, a cambio de participar, en una pequeña cantidad, en el reparto del pastel. Si una dictadura es corrupta por sistema, la joven democracia cerró los ojos, los oídos y la boca y dejó que las corruptelas instaladas en la administración siguieran produciéndose. Aquellas corruptelas se trasladaron a las nuevas administraciones nacidas de la Constitución, como son, por ejemplo, las autonomías. La administración franquista funcionaba a través de lazos familiares, que se han mantenido inalterables con el paso de los años. A ellos se unieron los nuevos lazos con los nuevos gobernantes. Las puertas giratorias, tan en boga a principios del siglo XXI, siempre han existido. Es una unión de intereses entre el poder económico y los políticos que abandonan el cargo. Aunque no sepan nada de nada de la materia por la que son contratados, sí que conocen los entresijos, los vericuetos, de la administración y saben cómo llegar a según qué sitio o persona. Por eso las grandes empresas siempre tienen un lugar en su consejo de administración, consejo de dirección o consejo asesor para algún alto cargo de la administración; no solamente para los políticos, pues los abogados del Estado suelen estar muy cotizados, al igual que los inspectores de Hacienda.
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    Los grandes grupos mediáticos


     


     


    Una prensa libre es aquella que vigila, siempre en vela, cada uno de los derechos que los hombres libres atesoran.


     


    WINSTON CHURCHILL (1874-1965),


    político y escritor británico


     


     


    España no destaca por haber tenido nunca una prensa fuerte que responda al cliché que tiene en consideración a los periódicos en particular y los medios de comunicación en general. Se trata de una de las grandes diferencias con el resto de Europa, especialmente con los países anglosajones y escandinavos. Incluso cuando España era un país mucho más atrasado, en el que los regímenes distaban de preocuparse de necesidades de la población como la educación y la mayoría de los ciudadanos eran analfabetos, se vendían el mismo número de ejemplares que durante la Transición. Un dato: en 1931 en España se vendían el mismo número de diarios que en 1981; a pesar de las tasas de analfabetismo de los años treinta y del carácter propagandístico de la prensa, los diarios representaban, sobre todo, a partidos y asociaciones.


    Probablemente, una de las causas de que cincuenta años después el número de lectores de prensa diaria fuera el mismo se deba a la falta de libertades imperante durante la dictadura franquista, pues la alfabetización había crecido durante esos años negros. Con la llegada del ejército fascista y la dictadura de Franco, fueron clausuradas numerosas publicaciones, todas ellas incautadas por las tropas del dictador. Los franquistas llegaron a aprovechar diversas infraestructuras de publicaciones recién incautadas para crear diarios falangistas sobre las ruinas anarcosindicalistas, como por ejemplo Solidaridad Nacional en lugar de Solidaridad Obrera, la Soli, en Barcelona.


    EDITORES TRADICIONALES


    Pocos fueron los medios que sobrevivieron al inicio de la dictadura de entre los nacidos durante la República o incluso de los que existían antes de 1931. En todo caso, el dictador solo permitió que se siguieran editando algunas cabeceras privadas que no fueron castigadas. En Madrid, el ABC de la familia Luca de Tena y el Ya de la Editorial Católica, aunque se vio obligado a convertirse en un diario matutino al no poder editar El Debate.


    En Barcelona, por su parte, La Vanguardia de la familia Godó pervivió, al igual que el carlista El Correo Catalán o los tradicionalistas El Noticiero Universal y Diario de Barcelona. En el País Vasco se mantuvieron La Gaceta del Norte y El Correo Español-El Pueblo Vasco, de Bilbao, y Diario Vasco, de Donosti, vinculados a las familias de la burguesía de Neguri. En Galicia La Voz de Galicia evitó la clausura, y en la Comunidad Valenciana Las Provincias y El Mercantil Valenciano (Levante desde 1939) consiguieron seguir publicándose tras la Guerra Civil, aunque el segundo formando parte de la red de periódicos del Movimiento hasta su reprivatización en 1984.


    Otras muchas cabeceras se han mantenido durante todo el siglo XX, pero su influencia fue local o provincial, sin pretensión alguna, según declaraban, de intervenir en los asuntos de España o pronunciarse sobre ellos, como por ejemplo El Heraldo de Aragón o Faro de Vigo, actualmente el diario decano de la prensa española, pues fue fundado en 1853.


    Pero la Transición alumbró una nueva era para el periodismo. Hubo diversos diarios, que habían logrado mantenerse en el mercado durante el franquismo, que destacaron por su vocación de marcar la información política: ABC, Ya y La Vanguardia. Todos ellos tenían su historia; habían sobrevivido a la República y también lo hicieron al franquismo, gracias, sobre todo, a su manifiesta colaboración con las autoridades.


    En los estertores de la dictadura y los albores de la democracia, además, ante el inminente fin del régimen, nacieron otras cabeceras que pretendían ofrecer su propio relato de los acontecimientos: El País, Diario 16 o El Periódico. Con la irrupción de las televisiones privadas en 1991, muchos de los grandes editores convirtieron la televisión en un objetivo prioritario, casi obsesivo, como diez años antes habían hecho con las emisoras de radio. Crearon grandes conglomerados y grupos que poseen periódicos, revistas, emisoras de radio y canales de televisión, plataformas multimedia y productoras de cine. A continuación reseñamos los principales.


    El Grupo Vocento, fruto de la fusión de los vascos de El Correo y el madrileño-sevillano ABC, poseedor de numerosas cabeceras regionales y licencias de radio y televisión. Prisa, que cuenta con los diarios El País y As y con la Cadena Ser de radio como buques insignia, así como con el importante grupo editorial Santillana; la obsesión por tener presencia en el mercado de la televisión condujo a Prisa al borde del desastre. Al contrario que el Grupo Planeta, un conglomerado dedicado a la edición de libros, convertido en grupo multimedia con televisiones como Antena 3 y La Sexta, el diario La Razón, la cadena de radio Onda Cero y todo el entramado editorial de Planeta. Unidad Editorial, del que forman parte los diarios El Mundo, Expansión y Marca, editoriales, revistas y acuerdos con radios y televisiones. El ancestral Grupo Godó, con La Vanguardia y El Mundo Deportivo como principales cabeceras, diversas revistas y cadenas de televisión y emisoras de radio concentradas en Cataluña, a pesar de los intentos infructuosos de la familia Godó por penetrar en España. El Grupo Zeta, que cuenta con numerosos diarios, entre ellos El Periódico de Catalunya, su estandarte, y el deportivo Sport, diversas revistas —Interviú es la publicación insignia bajo la que edificó el grupo—, editoriales y productoras de cine; como el Grupo Godó, Zeta intentó sus propias aventuras televisiva y radiofónica, pero el escaso éxito en ambos mercados ha hecho que en los últimos tiempos se haya centrado en su negocio tradicional. El Grupo Moll-Prensa Ibérica tiene dieciséis periódicos locales, unos cuantos postes de radio y licencias de televisión, algunas de ellas sin activar; no obstante, no suele aparecer entre los grandes grupos de medios de comunicación, aunque medios financieros afirman que es un grupo sólido. Finalmente, está el Grupo Joly, fundamentalmente centrado en Andalucía, con cabeceras en los principales ciudades andaluzas.


    El ABC, la creación de los Luca de Tena


    En Madrid, el ABC, fundado por Torcuato Luca de Tena en 1905 (un descendiente del conquistador Hernán Cortés), siguió en manos de sus fundadores tras la Guerra Civil, pues los Luca de Tena habían participado directamente en el golpe de Estado1 de los militares encabezados por Franco. Aunque con las nuevas leyes era el propio Franco quien designaba a los directores de los periódicos, con el ABC mantuvo una relación privilegiada que permitió a la familia Luca de Tena proponer el nombre del director, que sería un Luca de Tena. El ABC se convirtió en el periódico más vendido en España durante buena parte de la dictadura. Además, era el diario favorito de los funcionarios, pues gracias a su formato se podía leer en la oficina entre papeles.


    A la muerte del fundador, el ABC quedó en manos del hijo y heredero del creador del diario, Juan Ignacio Luca de Tena. Este fallecería en enero de 1975, por lo que se abrió el melón sucesorio en el vetusto diario, precisamente al mismo tiempo que el franquismo se transformaba en una democracia. Aunque el sucesor debería haber sido uno de los dos hijos, Torcuato o Guillermo, al final el director fue José Luis Cebrián —que no hay que confundir con Juan Luis Cebrián, fundador y primer director de El País—, que fue quien pilotó la fase final del franquismo, con una familia Luca de Tena dividida entre la parte que apoyaba a la caverna y la partidaria de mayores libertades. Estas luchas internas provocaron que el ABC perdiera un tercio de sus lectores entre 1976 y 1979. José Luis Cebrián, además, estaba vigilado por un consejo de dirección formado por los hermanos Torcuato y Guillermo Luca de Tena, Pedro de Lorenzo, Nemesio Fernández-Cuesta, Luis Calvo y José María Ruiz Gallardón.2 Antonio Alférez considera que este consejo de dirección adoleció de dos grandes defectos:3 no supo ver el cambio político en España y maniató al director, al que cercenaba cualquier iniciativa.


    Aquella situación no se podía mantener por más tiempo, y menos aún ante las primeras elecciones democráticas de junio de 1977, con una familia que aparecía públicamente dividida. Mientras que Torcuato Luca de Tena optaba a un escaño en el Senado por la Alianza Popular de Fraga, su cuñado y ex ministro franquista, Nemesio Fernández-Cuesta, también aspiraba a un escaño en el Senado por la UCD de Suárez. Ninguno de los dos fue elegido.


    No obstante, el gran vencedor de la lucha familiar fue Guillermo Luca de Tena. Torcuato se marchó a México, donde puso en marcha sus proyectos literarios y ejerció como corresponsal para el ABC. Además, vendió todas sus acciones y arrastró consigo a su director José Luis Cebrián. «Veo muy razonable que vuelva un Luca de Tena a la dirección de ABC»,4 dijo Cebrián tras comunicársele que sería sustituido por Guillermo. Fogueado en el ABC de Sevilla, era la gran esperanza de la familia, pero se encontró con la hostilidad del gobierno de UCD, que le hizo pagar el apoyo de sus antecesores a AP, y cuando el PSOE llegó al gobierno a finales de 1982 tampoco supo congraciarse con los nuevos y jóvenes socialistas. Era el momento de un cambio profundo, también en el diario estandarte de la derecha, y el elegido fue Luis María Anson, que asumió la dirección en enero de 1983. El periodista decidió renovar a fondo el ABC con portadas muy agresivas y admitir sin rubor su papel de portavoz de la derecha, en lucha constante con El País de Juan Luis Cebrián, al que desde el ABC se acusaba de ser el portavoz del PSOE.


    Anson comandó el ABC hasta su ruptura con el nuevo propietario, el Grupo Vocento, tras lo cual fundó La Razón en 1998. El ABC estuvo inmerso en una fuerte crisis financiera hasta que encontró la estabilidad accionarial necesaria con la llegada del Grupo Vocento, nombre creado por los propietarios del grupo vasco El Correo, que asumió el control accionarial. A pesar de todo, Catalina Luca de Tena y García-Conde figura como presidenta-editora del ABC, siguiendo los pasos familiares.


    El Correo y las familias de Neguri


    El Correo, bajo el que en el siglo XXI se ha sustentado el Grupo Vocento de comunicación, nació en 1910 como El Pueblo Vasco para apoyar al Partido Conservador de Antonio Maura en Vizcaya. Desde siempre, este periódico se ha mantenido fiel a sus postulados originales de inspiración cristiana, español pero partidario de la autonomía vasca, monárquico y defensor de la libre empresa. La burguesía bilbaína, aglutinada en los barrios de Neguri y Las Arenas de Guetxo desde finales del siglo XIX, fue la impulsora de este diario, que tras la llegada de la democracia ha sabido contemporizar con el Partido Nacionalista Vasco (PNV), pero también con el PSOE y el PP. El Correo Español-El Pueblo Vasco fue el nombre que tomó el diario tras la Guerra Civil al ser incautado por la Falange.


    No obstante, las familias tradicionales volvieron a ser sus propietarios a partir de 1945, cuando las familias Echevarría y Bergareche, editoras de El Noticiero Bilbaíno, se unieron al proyecto. En 1955 El Correo asumió la organización y dirección de la Vuelta Ciclista a España, lo que daba una proyección importante. Tras la muerte del dictador, El Correo superó en ventas a su histórico rival, La Gaceta del Norte, que se había anquilosado en referentes preconstitucionales; en cambio, desde El Correo se apostó por los nuevos tiempos. Sin embargo, El Correo vivió un momento trágico cuando ETA asesinó a Javier de Ybarra Berge,5 que era el presidente de la sociedad editora, Bilbao Editorial. De Ybarra representaba a otra de las tradicionales familias de Neguri, los Ybarra, cuyos apellidos han formado parte de la industria y la banca españolas, tanto en el País Vasco como en Andalucía.


    El Correo Vasco mantuvo su proyecto y a partir de los años ochenta del siglo pasado apostó por el crecimiento con diez ediciones específicas para diversas comarcas vascas, pero con penetración en Miranda de Ebro (Burgos) y La Rioja. A partir de 1984 ya actuaba bajo el nombre de Grupo Correo, y en 2001 se hizo con el control accionarial del ABC y se creó el Grupo Vocento, un gran grupo multimedia con intereses en la prensa escrita, los medios audiovisuales e internet. Más de cien empresas dependen de estas tradicionales familias vascas, defensoras de la unidad de España, pero también de una amplia autonomía para el País Vasco.


    Ahora la cabecera del grupo es el ABC, pero junto con las ediciones de El Correo también edita El Diario Montañés, de Cantabria, La Verdad, de Murcia, Ideal, de Andalucía oriental, Hoy, de Extremadura, Sur, de Málaga, La Rioja, El Norte de Castilla, El Comercio, de Asturias, Las Provincias, de Valencia, y La Voz de Cádiz, y posee la agencia de noticias Colpisa. Además, Vocento está asociada a la Cadena Cope, a la que alquila sus postes de Punto Radio. En televisión, emite a través de NET TV los canales Paramount Channel y Disney Channel. Asimismo, controla las productoras de televisión Europroducciones (entretenimiento), Boca a Boca (ficción y documentales) y Hill Valley (juvenil y humor). Las familias accionistas son los Ybarra, Urrutia, Luca de Tena, Bergareche, Careaga, Aguirre y Castellanos.


    El Ya y la Editorial Católica


    El antecedente del Ya fue El Debate, un diario fundado por Guillermo de Rivas en 1910, pero que un año después ya estaba en manos de la Asociación Católica Nacional de Propagandistas y era dirigido por el ideólogo Ángel Herrera Oria.6 Durante la Segunda República atravesó por dificultades al ser suspendido en diversas ocasiones. No obstante, de su seno surgió Acción Popular, que era el órgano oficial de la derechista CEDA. En 1935, la Editorial Católica compró una moderna rotativa y empezó a imprimir El Debate y el nuevo vespertino Ya.


    El último número de El Debate salió a la calle el 19 de julio de 1936, pues el gobierno de la República ordenó la incautación del diario. Tras la entrada de las tropas de Franco en Madrid, un grupo de ex trabajadores intentó reeditar El Debate, pero las nuevas autoridades no lo permitieron y la Editorial Católica apostó por relanzar el Ya. La jugada de la Asociación Católica Nacional de Propagandistas, una organización que estaba al servicio del franquismo, al que aportó cuadros dirigentes, salió bien. El Ya se afianzó tras la Segunda Guerra Mundial, pues apostó por el bando aliado a pesar de la postura favorable al Eje mantenida por los jerarcas del régimen. A partir de los años sesenta del siglo pasado, desde el Ya se siguió la línea aperturista del Concilio Vaticano II, por lo que su línea editorial era permisiva con las columnas de opinión de Luis Apostua o los artículos del grupo Tácito,7 formado por democristianos, algunos de ellos colaboradores del régimen, pero decididos a acabar con la dictadura para sustituirla por una democracia suave.


    En 1974 se produjo el relevo del director Aquilino Morcillo, que tras veinticinco años dejó su puesto a Alejandro Fernández Pombo. Este sería quien llevaría el Ya a su máxima difusión a lo largo de 1976, pues, además de sus lectores tradicionales, sumaba descontentos del ABC más reaccionario y a buena parte de cierta progresía que deseaba estar informada. La curva ascendente se frenó en 1977 con la aparición de El País y la crisis económica, que afectó a toda la prensa. Además, a partir de 1980 el Ya cayó víctima de una incoherencia ideológica y una desorganización empresarial tales que ni los 40 millones de pesetas que el papa Juan Pablo II les entregó en 1982 pudieron retrasar su caída y desaparición final, que se produjo en 1986, tras pasar la cabecera por manos que nada tenían que ver con sus fundadores.


    La Vanguardia y la familia Godó


    En el lejano 1881 los hermanos Carlos y Bartolomé Godó8 fundaron La Vanguardia para defender el Partido Liberal de Sagasta.9 Paradójicamente, durante este breve período de tiempo La Vanguardia fue considerado el periódico de las izquierdas. Pero los Godó, con el objetivo cumplido de llevar a Sagasta al gobierno, decidieron convertir aquel órgano de propaganda política en un diario informativo. El diario prosperó de forma sostenida y pasó a contribuir a la estabilidad institucional. El rey Alfonso XIII hizo conde a Ramón Godó,10 hijo de Carlos, quien había asumido la propiedad del diario en 1897, al fallecer su padre. Con la llegada de la República, los Godó se adaptaron a los tiempos, pero durante la Guerra Civil el periódico fue incautado. Con la entrada de las tropas de Franco, La Vanguardia adoptó el apellido Española hasta la muerte del dictador. El sucesor de Ramón Godó fue su hijo Carlos,11 quien se adaptó perfectamente a la dictadura a pesar que tuvo que aceptar a Luis de Galinsoga12 como director. Franco solo le puso dos condiciones a Godó para seguir editando el diario, el apellido Española y que Galinsoga fuera el director, que el conde de Godó aceptó. Cuando llegó la democracia Carlos Godó, a pesar de su ideología franquista, se supo adaptar a los nuevos tiempos, siguiendo la tradición familiar.


    Durante la Transición el director del periódico fue Horacio Sáenz Guerrero, que había llegado a la dirección en 1969, a pesar de las reticencias del todopoderoso ministro Fraga Iribarne. Sáenz hizo un diario con muchas páginas, fiel al lector tranquilo de Barcelona y lleno de publicidad. El lema era «Una noticia no es noticia hasta que sale en La Vanguardia». Sáenz, además, tenía que lidiar con una redacción que no era muy numerosa ni muy eficaz. La mayoría de los redactores eran pluriempleados, muchos de ellos en la propia administración. No obstante, su información internacional fue de lo mejor desde el final de la Segunda Guerra Mundial hasta bien entrada la Transición, con corresponsales en las principales capitales. La etapa final del franquismo fue superada sin muchas dificultades. Sus competidores, El Correo Catalán, Mundo Diario o Diario de Barcelona y los vespertinos El Noticiero Universal y Tele/Exprés, terminaron desapareciendo a pesar de que todos ellos tuvieron grandes momentos, y los falangistas oficialistas Solidaridad Nacional y La Prensa nunca fueron medios que preocuparan al resto de los directores de los diarios barceloneses, pues su difusión siempre fue muy irrelevante.


    La no ideología de La Vanguardia, a diferencia de sus competidores en Barcelona, fue un punto positivo. Además, en sus páginas colaboraban importantes plumas, como Julián Marías,13 Miguel Ángel Asturias,14 Baltasar Porcel15 o José María de Areilza.


    La muerte de Franco abrió nuevos horizontes. Con un director, Sáenz Guerrero, obsesionado en hacer el diario que pedían los lectores, era evidente que La Vanguardia iba a cambiar. Una vez fallecido el dictador, desapareció la palabra «Española» de la mancheta y se incorporaron al periódico periodistas y comentaristas bien vistos por los nuevos poderes políticos. Pero se inició una lucha interna familiar entre el padre y el heredero. Mientras que el viejo Godó quería seguir con Sáenz Guerrero, el hijo, Javier,16 quería aprovechar el centenario, 1981, para realizar los cambios. Al final, el hijo ganó la guerra y nombró a Luis Foix nuevo director. Foix debía modernizar la casa, que había quedado anticuada; los nuevos lectores preferían otros canales, como El Periódico, que había salido a la calle en octubre de 1978, y ya se anunciaba que El País llegaría muy pronto a los quioscos catalanes. La Vanguardia se adaptó a las nuevas corrientes: pasó a ser el diario de cabecera de la Generalitat convergente de Jordi Pujol y, con la llegada del PSOE al poder, Javier de Godó vio que lo mejor era llevarse bien con el poder tanto central como autonómico y en 1989 nombró director a Juan Tapia.17 Ex redactor de economía de La Vanguardia, Tapia había compaginado dicho trabajo con el de responsable del gabinete de prensa de La Caixa. En 1982 había sido asesor de prensa de Miguel Boyer. Tapia garantizaba a los Godó una buena acogida en los círculos del poder político y bancario de Madrid, y a su vez no era mal visto por el poder convergente. Tapia conservó la dirección hasta que Javier de Godó quiso congraciarse con José María Aznar y en marzo de 2000 nombró como nuevo director a José Antich,18 que estuvo en el cargo hasta diciembre de 2013, cuando fue sustituido por Màrius Carol para frenar la deriva «independentista» auspiciada por Antich, criticada por los poderes económicos y políticos de Madrid, incluido Juan Carlos I, quien se lo reprochó a su conde y grande de España.


    LA PRENSA DEL MOVIMIENTO


    Con la victoria de Franco, el partido único, Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FET y de las JONS), conocido como el Movimiento, pasó a controlar treinta y cuatro cabeceras en España. No obstante, antes de la Guerra Civil ya habían existido algunos periódicos falangistas: La Conquista del Estado (1931), Libertad (1931), El Fascio (1931), JONS (1933), FE (1933), Arriba (1931) y No importa (1936). Muchos de estos rotativos duraron unos pocos meses, y El Fascio se editó un solo día.


    Al final de la Guerra Civil se publicaban en España casi un centenar de periódicos, de los que algo más de treinta estaban directamente en manos de la Falange, con el diario Arriba como buque insignia, puesto que se editaba en Madrid y había sido fundado por el tótem de José Antonio Primo de Rivera. Los diarios del Movimiento eran: El Telegrama del Rif, de Melilla; El Faro, de Ceuta; El Heraldo de Marruecos, de Larache; España, de Tánger; Suroeste, de Sevilla; Odiel, de Huelva; Patria, de Granada y Córdoba; Diario Córdoba; Sur, de Málaga; La Voz de Almería; Ayer, de Jaén, La Voz del Sur, de Jerez de la Frontera; Diario de Teruel; La Nueva España, de Huesca; El Eco de Canarias; Lanza, de Ciudad Real; La Voz de Castilla, de Burgos; Imperio, de Zamora; Libertad, de Valladolid; Alerta, de Santander; Solidaridad Nacional y La Prensa (vespertino), de Barcelona; La Mañana, de Lleida; Diario Español, de Tarragona; Los Sitios, de Girona; Línea, de Murcia (después Verdad); Arriba España, de Pamplona; Hierro, de Bilbao; La Voz de España y Unidad, de Donosti; Levante y Jornada, de Valencia; Mediterráneo, de Castellón, e Información, de Alicante. Finalmente, en Madrid estaban las dos joyas de la corona, Arriba y Marca.


    Tanto Arriba, que se imprimía en los talleres confiscados de El Sol, como todos sus hermanos tenían una misión: defender la España franquista de los ataques, sobre todo internacionales, pero también de presuntas desviaciones del credo falangista. Con la apertura de los años sesenta a raíz de los planes de desarrollo y la promulgación de la Ley Fraga,19 que dejaba sin efecto la censura previa, los diarios falangistas aún fueron menos leídos.


    Con la muerte de Franco fue necesario dar una salida a todos estos periódicos, pues muchos de ellos languidecían a causa de las poquísimas ventas. El gobierno de Adolfo Suárez transformó la antigua Prensa y Radio del Movimiento en el Organismo Autónomo de Medios de Comunicación Social del Estado. Las pérdidas económicas eran de más de 3.000 millones de pesetas en 1978, pero a comienzos de 1981 los números rojos ascendían a más de 10.000 millones de pesetas. Incluso el diario deportivo Marca, el salvador de la contabilidad, registraba pérdidas. En 1979 ya se habían cerrado más de media docena de diarios, y el 17 de junio de 1979 se imprimió el último número del emblemático diario falangista Arriba. La UCD creía que algunas de las cabeceras podrían ser privatizadas y vendidas a grupos locales o incluso que las nuevas administraciones autonómicas podrían estar interesadas en contar con un periódico de matriz pública. Justo antes de las elecciones generales de octubre de 1982, el último gobierno de la UCD de Leopoldo Calvo-Sotelo decidió subastar una veintena de cabeceras. La victoria socialista supuso una moratoria. Al final, empresarios vinculados al PSOE se hicieron con cinco cabeceras (Córdoba, Jaén, Mediterráneo, Baleares y Alerta); el grupo Prensa Canaria, a cuyo frente estaba Javier Moll, se quedó con tres de las mejores (Levante, La Nueva España e Información). Supondría el surgimiento de un nuevo grupo, que se ampliará a lo largo de los años con nuevas adquisiciones, como el Diari de Girona, sucesor de Los Sitios. Empresarios próximos a la derecha de Alianza Popular, por su parte, consiguieron media docena de cabeceras (Correo de Zamora, Gaceta Regional, La Hora Leonesa o Diario Español). El malagueño Sur, una verdadera joya, quedó en manos de los trabajadores a través de una sociedad autónoma laboral. Marca, por su parte, fue adjudicado a un grupo de inversores vinculados al Opus Dei.20


    LOS NUEVOS GRUPOS


    En las postrimerías del franquismo, gracias a la rendija de la Ley de Prensa auspiciada por Fraga Iribarne, se iniciaron nuevas aventuras periodísticas. Algunas fracasaron y no han llegado hasta nuestros días, como el Grupo Mundo de Sebastián Auger, Cuadernos para el Diálogo o el Grupo 16, con las emblemáticas cabeceras de la Transición Cambio 16 y Diario 16. En cambio, Prisa (El País), el Grupo Zeta (Interviú y El Periódico), Unedisa-Recoletos (El Mundo, Expansión y Marca) y Prensa Ibérica (o Grupo Moll) sí que aún siguen entre nosotros, alguno de ellos con una influencia sobre los gobernantes como la que tuvo en su momento el ABC en el franquismo o el Ya en los albores de la democracia recuperada.


    Prensa Ibérica, la aventura de Javier Moll


    Javier Moll de Miguel es el presidente de Editorial Prensa Ibérica. Sus orígenes están en las islas Canarias. Allí, en el lejano 1978, Javier Moll compró Editorial Prensa Canaria, editora del matutino La Provincia y el vespertino Diario de Las Palmas, que en el año 2000 se fusionaron como La Provincia/DLP. Moll acudió a la privatización de los diarios del Movimiento en 1984 y compró La Nueva España, de Asturias, Levante, de Valencia, e Información, de Alicante, todos ellos líderes en sus ámbitos locales y con audiencia y prestigio, a pesar de provenir del falangismo. A partir de entonces Moll fue adquiriendo cabeceras, y actualmente edita dieciséis periódicos: Diari de Girona, Diario de Ibiza, Diario de Mallorca, Empordà, Faro de Vigo, La Nueva España, Información, La Opinión de A Coruña, La Opinión de Granada, La Opinión de Málaga, La Opinión de Murcia, La Opinión de Tenerife, La Opinión de Zamora, La Provincia/DLP, Levante, Mallorca Zeitung, Regió7 y Superdeporte.21 Además, tiene dos editoras de libros, Alba Editorial y Allison & Busby, esta última en Gran Bretaña, dieciocho plantas de impresión, emisoras de radio en Baleares, Canarias y Valencia, y televisiones en Cataluña, Valencia y Alicante. Todo un grupo multimedia, modesto, pero que en su página web asegura que «desde sus inicios el grupo ha desarrollado una estrategia de creación, adquisición y gestión de empresas informativas con una doble característica: la autonomía empresarial de cada una de las compañías y una línea editorial basada en la independencia respecto a cualquier poder, público o privado, la proximidad con el ciudadano y la pluralidad».22 La influencia de este grupo mediático no es de las que salen todos los días en otros medios de comunicación, pero sus diarios son líderes en sus respectivas áreas de cobertura, por lo que la información local es la que prevalece y es con la que compite frente a los grandes grupos con sede en Madrid o Barcelona.


    El Grupo 16. Juan Tomás de Salas y Pedro Jota


    El Grupo 16 es la historia de un grupo de dieciséis españoles que en 1971, ilusionados en hacer periodismo, constituyeron la sociedad Información y Publicaciones. Eran jóvenes que pretendían sacar a la calle un semanario que informara de lo que pasaba en España y, a la vez, ganar dinero. Aquellos dieciséis fundadores eran: José Luis Barreiros, Blas Calzada, Luis María de la Fuente, José Félix de Rivera, Juan Tomás de Salas, Romualdo de Toledo, Antonio García Ferrero, Domingo Carmelo Vázquez, Luis González Seara, Juan Huarte, Alfredo Lafita, Miguel Muñiz, Alejandro Muñoz Alonso, Miguel Ortega, César Pontvianne y Enrique Sarasola.23 El aglutinante del grupo era el joven e intrépido Juan Tomás de Salas, que había regresado de su exilio en Colombia, adonde había huido para no ser detenido por su pertenencia al clandestino Frente de Liberación Popular.24


    Cambio 16 salió a la calle como un semanario de economía y sociedad, pero pronto se hizo un hueco entre un público ávido de conocer hechos más allá de las notas del propio gobierno. Lo más destacable, según explica Antonio Alférez, es que el estilo y el lenguaje empleados para explicar los reportajes eran diferentes de los oficiales, caracterizados por su ampulosidad. «Sorprendía por sus enfoques y su lenguaje», afirma Alférez, quien asegura que fueron tres periodistas los «culpables» de esta nueva manera de contar las cosas: José Antonio Martínez Soler, Antonio Iborra y Manuel Saco.25


    El día de su lanzamiento ya vendió 20.000 ejemplares, pero el éxito fue tal que en diciembre de 1974, únicamente doce meses después, Cambio 16 ya vendía 150.000. Todo un éxito. Cambio 16 era el semanario favorito de la oposición democrática y su crecimiento fue espectacular, lo que hizo que sus propietarios crearan nuevas cabeceras, como Historia 16 y Almanaque de Guapos y Golosos, y el 18 de noviembre salía a la calle el primer número de Diario 16. Entonces, la revista tiraba medio millón de ejemplares y era todo un éxito. Pero el diario no terminaba de funcionar y, tras diversos vaivenes, el 18 de junio de 1980 el joven periodista de veintiocho años Pedro J. Ramírez era nombrado director de Diario 16. Se abría una nueva etapa. A pesar de problemas de estructura empresarial, Diario 16 había aumentado considerablemente sus ventas, «pero no lograba asentarse como periódico solvente».26


    Era 1984 y había llegado el momento de cambios profundos. El propio editor, Juan Tomás de Salas, explicó cuál sería la hoja de ruta: «La transición ha terminado; la sociedad española ha entrado en una nueva etapa histórica. Todo lo importante tiene que salir en nuestro periódico aunque sea a costa de un menor espacio. Fuimos un periódico de combate y barricadas cuando este país se jugaba el ser o no ser de su libertad y modernidad. Ahora, cuando la normalidad se ha establecido, lo que aseguramos a nuestros lectores es que no nos casaremos jamás con nadie, con ningún gobierno, ningún poder social, ningún partido».27 El propósito de la nueva etapa era enderezar los números, que no eran especialmente negativos, pero que suponían un lastre para la joya de la corona, Cambio 16, que también viviría una agitada experiencia cuando Juan Tomás asumió el cargo de editordirector de Cambio 16, mientras que Pedro J. Ramírez pasó a ser el director de publicaciones de todo el grupo. Por entonces, Diario 16 era el tercer diario de Madrid en cuanto a difusión tras El País y ABC, pero ya empezaba a soplar al cogote del periódico de los Luca de Tena. En marzo de 1989 empezó el declive de Diario 16. Ante las presiones del gobierno, Pedro J. Ramírez fue sustituido por Juan Tomás de Salas cuando el periodista se negó a silenciar los lazos entre el Ejecutivo socialista y las acciones de terrorismo de Estado de los GAL. La salida de Ramírez provocó una desbandada, tanto en la parte gerencial como en la periodística, y Ramírez fundó El Mundo del Siglo XXI junto con Alfonso de Salas, Balbino Fraga y Juan González, todos ellos de la cúpula empresarial de Diario 16.


    De El Mundo y Recoletos hasta Unedisa


    Unidad Editorial fue el nombre empresarial para editar El Mundo del Siglo XXI. Pedro J. Ramírez y sus compañeros iniciaron su aventura en 1989, y el 23 de octubre salía a la calle el primer ejemplar. Toda la influencia política que le faltó a Diario 16 la consiguió El Mundo. Las tertulias políticas catapultaron al joven medio hacia la segunda posición de los diarios nacionales, tras una ardua lucha por este puesto con el ABC. En algún momento Ramírez incluso creyó, e hizo creer, que el sorpasso a su archienemigo de El País estaba próximo. Ramírez basó su empresa en el periodismo. En dar noticias. Informó de los principales escándalos político-financieros del final del felipismo y contó con la inestimable ayuda de la pinza entre José María Aznar y Julio Anguita. Aznar acariciaba el poder, mientras que Ramírez llegó a convencer a Anguita de que, en sus manos, Izquierda Unida llegaría a superar electoralmente al PSOE. Cuando Aznar llegó al poder en 1996, Ramírez luchó con todas sus fuerzas, junto con sus aliados gubernamentales y jurídicos, para descabezar Prisa. La lucha fue feroz. El Mundo era la creación de la fuerte personalidad de su director. Y fue dejando heridas en sus aledaños.


    Apostó fuerte por la teoría de la conspiración con motivo de los atentados del 11 de marzo de 2004. Pero, a pesar de todo, contó con el nuevo presidente socialista, José Luis Rodríguez Zapatero, mientras la vieja guardia del PSOE seguía leyendo los editoriales de El País. Además, Ramírez se granjeó la manifiesta enemistad de Mariano Rajoy, el líder designado por Aznar como su sucesor y tres veces candidato a la Moncloa. Para Ramírez, Esperanza Aguirre era más idónea que Rajoy. Al final, el presidente del gobierno español conspiró con RCS Media Group, los dueños italianos de El Mundo vinculados a la familia Agnelli, y el 30 de enero de 2014 Ramírez fue destituido como director de El Mundo.


    Antes, no obstante, Ramírez había conseguido edificar un nuevo grupo de comunicación. El grupo Recoletos, muy cercano al Opus Dei, fue comprado por RCS Media Group en 2007, y ambas empresas se fusionaron para crear una nueva Unedisa.


    Recoletos tiene su antecedente en el semanario económico Actualidad Económica. Fundado en 1958 como un sencillo boletín de bolsa, fue trabajando poco a poco, ofreciendo buena información económica en un país donde pocos medios daban espacio a las noticias económicas. Durante la Transición, Actualidad Económica ya se había vuelto un medio influyente entre los directivos empresariales, y en 1974 se inició una nueva etapa cuando un grupo de jóvenes periodistas vinculados al Opus Dei entraron en la empresa. Juan Pablo de Villanueva y Juan Kindelán eran los dos rostros más conocidos, y en 1977 compraron la revista junto con otro socio, José María García Hoz. Asimismo, adquirieron la revista femenina Telva, dirigida por Covadonga O’Shea, también del Opus Dei. Pero el gran salto se produjo en 1984, cuando, contra todo pronóstico, estos jóvenes se quedaron por 125 millones de pesetas con el diario deportivo Marca en la subasta de los medios de comunicación del Estado. Muchos analistas aseguraron entonces que el objetivo de Villanueva era convertir el Marca en un diario generalista. Pero no fue así. Como se acercaban los Juegos Olímpicos de Los Ángeles de 1984, los nuevos gestores del Marca apostaron por otro tipo de información deportiva y llevaron el nuevo periódico hasta las más altas cotas de difusión.


    Villanueva y sus socios tenían una prestigiosa revista económica, un diario deportivo y una revista femenina. Pensaron que estaría bien contar con un diario económico, dirigido a la pequeña y mediana empresa. En 1985 intentaron comprar Cinco Días, pero no hubo entente empresarial y decidieron apostar por un nuevo producto. España florecía económicamente, y el 27 de mayo de 1986 salió a la calle Expansión, con Villanueva al frente. Ya estaba formado un grupo, no muy grande pero bien posicionado. Para los analistas en fusiones, El Mundo y Recoletos eran claros candidatos a entenderse. Al final terminaron juntos en un nuevo grupo, que incorporaba Radio Marca, dedicada a los deportes, y algunas licencias de televisión, aunque estas últimas han sido más bien un fracaso.


    Zeta: Interviú y El Periódico


    Antonio Asensio,28 José Ilario y Jerónimo Terrés fundaron Interviú aprovechando los estertores del franquismo y la manga ancha con las revistas de contenido sexual. Era la época del cine del «destape» tras los años negros del franquismo, y los tres socios supieron aprovechar el filón de las tres eses: sexo, sangre y sensacionalismo. Interviú, el primer medio de este futuro grupo de comunicación, basó su crecimiento en estas tres eses, pero también en unos cuidados reportajes de periodismo que ningún otro medio osaba publicar y en una pléyade de colaboraciones periodístico-literarias que cubrían todo el espectro ideológico. Junto con Interviú, durante dos años Asensio y sus socios sacaron al mercado muchas revistas, todas ellas con el sexo como reclamo. Todo fue muy bien y ganaron mucho dinero. Fue entonces cuando Antonio Asensio, ya sin sus dos socios, ideó y puso en marcha El Periódico. En un principio, aunque la sede central estaba en Barcelona, contaba con redacción y edición propias en Madrid. En octubre de 1978 El Periódico salía a la calle y pasaba a ser un buen diario popular, con especial énfasis en el «Tema del día», los sucesos, los espectáculos y, sobre todo, los deportes, con mucha información sobre todo lo que concernía al FC Barcelona. La edición de Madrid no arrancaba, y Asensio no tardó ni medio año en poner fin a la sangría económica que representaba sacar todos los días una edición solo para la capital. Dedicó todos sus esfuerzos a El Periódico de Catalunya y en tres años ya vendía más de 100.000 ejemplares; La Vanguardia empezaba a mirar por el espejo retrovisor. La primera gran crisis se produjo en 1982, cuando el grupo Prisa fichó al director, Antonio Franco Estadella, y a una buena parte del equipo fundacional para sacar a la calle la edición catalana de El País, que vería la luz en octubre de ese año.


    Asensio apostó fuerte por un canal de televisión cuando el gobierno español abrió el concurso para tres frecuencias. Pensó que él sería el ganador, pero estaba equivocado, puesto que su propuesta no fue una de las tres ganadoras.


    No obstante, como tenía la espina clavada, en 1992 entró en el accionariado de Antena 3 TV, en la que se mantuvo hasta 1997, cuando vendió su parte a Telefónica. Con la muerte del fundador en 2002, su hijo apostó por iniciar una nueva etapa. Abandonó cualquier intento de entrar en las pujas de canales de televisión y optó por las productoras de televisión y cine. Además, el grupo Zeta tuvo que hacer frente a un fuerte endeudamiento, gestado en la época de las grandes inversiones y como consecuencia de que los buques insignia, Interviú y El Periódico, también generaban fuertes pérdidas.


    El grupo Zeta, en la actualidad, basa su negocio en el papel e internet. Con El Periódico de Catalunya como bandera, edita el deportivo Sport y los diarios El Periódico de Aragón, El Periódico de Extremadura, Crónica de Badajoz, Córdoba y Mediterráneo. En el apartado de revistas podemos encontrar Interviú, Tiempo de Hoy, Cuore, Woman y Viajar. Finalmente, mantiene la editorial Ediciones B, sucesora de la mítica Editorial Bruguera.


    Aunque en España Zeta nunca ha sido uno de los grupos mediáticos más influyentes, en ciertos momentos vendió más ejemplares que La Vanguardia en Cataluña, pero al final perdió la batalla con su principal competidor. Fallos propios de índole empresarial y también periodística condenaron el grupo Zeta a frenar su expansión y mantenerse en un segundo plano.


    Prisa, en busca de la hegemonía cultural


    Los quioscos y librerías se encontraron el 4 de mayo de 1976 con un nuevo diario. Aquella mañana amaneció con El País, un proyecto fraguado a partir de 1972 desde las mismas entrañas del reformismo franquista. Fue una gestación de más de cuatro años desde la constitución de la empresa hasta que el primer ejemplar salió a la calle para ser vendido. Todo se inició cuando José Ortega Spottorno29 y los periodistas Carlos Mendo y Darío Valcárcel firmaron ante notario la constitución de la empresa Promotora de Informaciones, S. A. (Prisa). El capital desembolsado fue de 500.000 pesetas; Ortega fue nombrado presidente, el periodista de confianza de Manuel Fraga, Carlos Mendo, consejero delegado y Valcárcel, secretario. Un mes después se produjo una ampliación de capital —el número de accionistas pasó a ser ya de 54—, y el mes de junio la junta de accionistas aprobaba otra ampliación de capital, en este caso a 150 millones de pesetas, que se completó ya en 1973, cuando los accionistas eran 378, si bien aquel mes de septiembre se vivió la salida de Mendo y la incorporación de Jesús Polanco30 a la dirección de la compañía. Aunque Prisa solicitó ser inscrita en el registro de empresas periodísticas, no obtuvo el preceptivo plácet hasta septiembre de 1975. Entonces el capital de la empresa ya era de 300 millones de pesetas, repartido entre más de 1.100 accionistas. Polanco fue nombrado consejero delegado y Juan Luis Cebrián, director. Era noviembre de 1975, pocos días antes de la muerte de Franco. En apenas cinco meses, Cebrián y su equipo de jóvenes periodistas fueron capaces de salir y ofrecer un producto que pronto caló entre la sociedad madrileña, sobre todo entre la progresista, huérfana de un producto de calidad y adaptada a los nuevos tiempos. El País ya estaba disponible. El crecimiento fue vertiginoso y desde el punto de vista económico las cosas iban muy bien. En solo dos años, la empresa generó beneficios. Cerró el ejercicio de 1979, el tercero completo, con unas ganancias de casi 200 millones de pesetas, una publicidad que generaba unos ingresos de 1.000 millones de pesetas y unas ventas de más de 200.000 ejemplares.


    El País empezó a ser el diario de mayor influencia política y económica, sobre todo en ambientes progresistas. A pesar de que su concepción fue fruto del reformismo fraguista, pronto se escoró a posiciones de centroizquierda, y la victoria de los jóvenes del PSOE afianzó todavía más esta entente gubernamental-mediática. Con Felipe González en el poder, el grupo Prisa empezó a recibir «favores». Polanco mandaba cada vez más en Prisa y en España, y Cebrián era cada vez más poderoso. Jesús Polanco, un madrileño de ascendencia cántabra, se licenció en derecho, pero su formación de vendedor de libros le llevó a crear la Editorial Santillana en 1958, una empresa dedicada a los libros de enseñanza. Cuando llegó la reforma educativa de 1970, la Editorial Santillana fue la única que en septiembre, al inicio del curso escolar, tenía los libros con las nuevas materias. Aquello fue el punto de partida de una considerable fortuna que desde los libros aunó diversos medios de comunicación y otras aventuras empresariales, siempre, a partir de 1976, con Cebrián. Polanco falleció en Madrid en 2007, justo cuando se iniciaba el declive empresarial de Prisa. En enero de 2015, los accionistas mayoritarios de Prisa eran el fondo estadounidense Liberty, con el 51 por ciento de las acciones, mientras que la familia Polanco retenía aún un 25 por ciento. El resto de las acciones se repartían entre bancos acreedores, como el HSBC, Bankia, el Banco Santander y La Caixa, y pequeños accionistas sin poder alguno de decisión.


    Pero Prisa no se resignó a tener el diario español más vendido y más influyente. Polanco y Cebrián querían poseer un grupo multimedia y lo consiguieron. Aunque crearon Radio Prisa en 1981, la aventura no funcionó, pues las cadenas radiofónicas estaban muy bien consolidadas. Entonces se inició el acoso con vistas a comprar la Cadena Ser. A partir de 1984 Prisa empezó a comprar paquetes de acciones, incluido el controlado por los gestores, liderados por Antonio Fontán.31 Para hacerse con la totalidad, Polanco-Cebrián necesitaban el 25 por ciento del Reino de España, y lo adquirieron en 1992 por 3.000 millones de pesetas. Pero a la Ser le había surgido una feroz competencia por parte de Antena 3 Radio, así que necesitaron recurrir a todas las argucias empresariales. Primero, el banquero Mario Conde apartó a Javier de Godó y los Luca de Tena de Antena 3, después Polanco adquirió el paquete y, finalmente, el Consejo de Ministros del 2 de junio de 1994 aprobó la fusión Ser-Antena 3 Radio y la creación de la nueva compañía Unión Radio. La Ser engulló Antena 3, despidió a los trabajadores críticos con el gobierno socialista y quedó en una posición de fuerza frente a las otras cadenas radiofónicas.


    Polanco y Cebrián no solo querían una cadena de radio. Les faltaba un periódico deportivo, un diario económico y una cadena de televisión. Lo primero fue la compra del diario económico Cinco Días. Tras esto, vendría la creación de Canal Plus, que obtendría una de las tres licencias para emitir a partir de 1990, a pesar de hacerlo en codificado. El diario deportivo As no cayó en las garras de Prisa hasta 1996, cuando el grupo ya estaba preparando su propio diario deportivo.


    Además, el grupo Prisa se puso manos a la obra y también creó una productora de cine, Segecine, y una franquicia de librerías, Crisol. Así, en los años noventa un español escuchaba la Ser al levantarse, leía El País, veía Canal Plus, compraba los libros de las editoriales de Polanco en una librería del mismo Polanco e iba al cine a ver una de las películas producidas por el mismo Polanco. Y el fútbol y los toros también eran controlados por Prisa, pues el canal de televisión tenía los derechos de emisión de los partidos más importantes y de las principales ferias taurinas. Habría sido un círculo perfecto si no se hubieran interpuesto otros medios de comunicación y, a la vez, el gobierno de José María Aznar, que hizo todo lo posible para juzgar y condenar a Polanco.


    Pero no fue Aznar quien acabó con el imperio de Prisa. Las inversiones, sobre todo en América, terminaron pasando factura, y los mandamases del grupo han acabado por vender activos. La televisión ha terminado en manos de Silvio Berlusconi,32 aunque Prisa posea el 18 por ciento del conglomerado Mediaset, la empresa con la que opera el italiano en España. Además, también ha desinvertido en casi toda la larga lista de diferentes medios de comunicación. En el momento de escribir estas líneas, parece que lo único que no está en venta es la Cadena Ser, pues ya hemos visto que el diario El País está controlado por un fondo estadounidense.


    La influencia político-económica de los años noventa ha disminuido considerablemente, aunque mantiene ciertas cuotas de poder, sobre todo entre determinada progresía que se encuentra cómoda intelectualmente con los productos elaborados por Prisa.


    Planeta, la obra de una familia


    El Grupo Planeta es la unión de centenares de empresas controladas por la familia Lara-Bosch. Sus orígenes se remontan a 1949, cuando un joven sevillano asentado en Barcelona tras la Guerra Civil fundó la Editorial Planeta. Avispado en los negocios, José Manuel Lara33 pronto creó el Premio Planeta y bajo este sello se dedicó a vender libros.


    La primera expansión hacia otros negocios diferentes del libro empezó a finales del siglo pasado. Antes, en los años ochenta, había comprado editoriales como Seix Barral, Deusto o Espasa-Calpe. Aunque hizo sus pinitos con una cadena de televisión, Quiero TV, entonces no triunfó en este sector. El Grupo Planeta aglutina más de un centenar de empresas, entre las que destacan las cincuenta editoriales, lo que lo convierte en el primer grupo editorial en lengua española. Junto con la edición de libros, Planeta está presente en los coleccionables, la formación, la venta directa, la enseñanza a distancia, el ámbito audiovisual y los medios de comunicación.


    Fue en 2003 cuando Planeta ascendió en el mundo audiovisual. Se convirtió en el accionista de referencia de Antena 3 TV y pasó a controlar la cadena de radio Onda Cero. Un año después, Planeta efectuó la primera incursión seria en la prensa escrita al adquirir un importante paquete de acciones del diario en catalán Avui, en el que compartía accionariado con el Grupo Godó y la Generalitat de Cataluña. Asimismo, Planeta pasó a ser el accionista mayoritario de La Razón, lo que provocó que el fundador, Luis María Anson, abandonara el periódico. José Manuel Lara Bosch,34 el hijo sucesor, mantenía dos cabeceras de signo ideológico bien distinto. Mientras que el Avui nunca ha renunciado a sus postulados nacionalistas catalanes, La Razón siempre ha defendido sin ambages el nacionalismo español. Finalmente, Lara Bosch se deshizo de su participación en el Avui.


    Pero con las distintas fusiones entre los canales de televisión para adaptarse a la nueva TDT, Antena 3 TV y La Sexta, nacida al amparo de grupos de profesionales del sector audiovisual y de empresarios próximos al zapaterismo, ha surgido Atresmedia, donde además se han incluido las inversiones en Onda Cero. Pero, siguiendo su marchamo, mientras que Antena 3 TV no es beligerante con los postulados del Partido Popular, La Sexta destaca por su feroces críticas a la formación conservadora.


    Además, Planeta también está inmersa en el mundo de la producción cinematográfica a través de una de sus muchas filiales. DeAPlaneta adquiere y distribuye películas, en formato tanto para cine como para vídeo, distribuye contenidos de ficción, documentales y de entretenimiento infantil.


    LA REVOLUCIÓN TECNOLÓGICA


    Los medios de comunicación tradicionales, especialmente la prensa escrita, llevan años inmersos en una profunda crisis tanto económica como de identidad. Hasta finales de los años noventa del siglo pasado, los ingresos de los diarios solían proceder en un 40 por ciento de la publicidad —en un año excelente— y en un 60 por ciento de la venta directa en quioscos y diferentes puntos de distribución de prensa.


    Los gastos no eran tan fáciles de diseccionar. Los grandes diarios solían ser dueños de las rotativas en las que se imprimían las ediciones diarias, y las amortizaciones de las plantas de impresión suponían una parte considerable de los gastos.


    Con todo, la principal partida de gastos de los diarios durante la Transición era la destinada a pagar al personal. Cada periódico tenía una tendencia ideológica y, por lo tanto, un público determinado que lo compraba por fidelidad a sus valores, amén de los que lo hacían por una cuestión de socialización. Sin embargo, la aspiración fundamental de cualquier rotativo era ser el diario de referencia, el de lectura obligatoria con independencia de su tendencia política, para obtener la mejor información y estar al tanto de la actualidad diaria.


    Se trataba de una cuestión de influencia. Esa era la razón por la que los grandes diarios pagaban a sus periodistas salarios hoy en día inconcebibles. Periodistas que, en los inicios de la Transición, no abundaban. Más allá de los que escribían al dictado de las autoridades de turno, había poco personal con experiencia en el cultivo de fuentes bien informadas, capaces de adelantar una noticia antes que nadie. Por entonces nadie era capaz de hablar del periodismo de investigación.


    Durante años el diario de referencia fue El País. Había logrado implantar un sistema de trabajo en su redacción que le permitía ofrecer antes que nadie las novedades del día. La hegemonía del diario de Prisa solo se vio amenazada por El Mundo de Pedro J. Ramírez, fascinado por el modelo de prensa estadounidense, en el que el director más influyente se gana un hueco en el establishment, cuyos miembros le temen especialmente.


    Ese era el planteamiento de partida; la situación ideal. Pero pronto llegarían las dificultades, y lo harían de la mano de la tecnología. La aparición de internet iba a suponer el gran problema de los medios. Los periódicos se convirtieron en piedras angulares de grupos multimedia, algunos de los cuales acabarían cotizando en bolsa. La influencia pasaba a un segundo plano. Lo importante era el valor de las acciones.


    En ese contexto llegó internet. Al principio, durante los años noventa del siglo pasado, era algo exclusivo, solo disponible en los lugares de trabajo informatizados y conectados en red. Una novedad que, si prosperaba, abriría nuevas posibilidades de negocio.


    En los últimos veinte años, el ordenador se ha convertido en un electrodoméstico más en los hogares, y el acceso a internet se ha universalizado. Lo que ofrecían los periódicos como producto de consumo es ahora gratuito. Las grandes cabeceras tuvieron que adaptarse. En España, quien tomó la delantera fue Elmundo.es. Creó un portal que informaba de las noticias de última hora, mientras reservaba para la edición en papel las informaciones de cosecha propia que seguían garantizando la influencia del periódico.


    Sin embargo, eso duró poco. El público en general exigía tener acceso a través de internet a la llamada «edición impresa», algo que comprometía la base del negocio porque los medios se resistían a ofrecer gratis aquello por lo que hasta entonces cada persona pagaba en el quiosco, lo que limitaba los ingresos, en el mejor de los casos, en un 60 por ciento.


    La forma de acceso a las informaciones de los diarios, limitadas a los suscriptores o libres y gratuitas, ha centrado el debate en el seno de las grandes cabeceras en papel.


    Los medios de comunicación de la Transición están en crisis, pero no solo por la evidencia del pacto entre el régimen y los demócratas y las deficiencias del Estado de Derecho actual, sino también por la crisis interna que viven.


    Nuevos periódicos llaman a la puerta del sector. Pero se trata de diarios digitales que son conscientes de que los ingresos procederán exclusivamente de la publicidad. En internet es casi imposible cobrar por la información. La Red, según uno de los primeros gurús de internet, Nicholas Negroponte, ha creado una clara división entre átomos y bits, entre objetos físicos e información. Ha quedado claro que, en el inconsciente colectivo, los contenidos que se cuelgan en la Red son gratuitos.


    El nuevo modelo de diario es digital. El mayor y más importante de España es Elconfidencial.com. Como su nombre indica, nació como una publicación especializada en información de carácter económico basada en rumores o en noticias sin confirmar. La condición de periodista estrella del principal responsable del diario, Jesús Cacho, hizo que Elconfidencial.com alcanzara niveles de tráfico —la audiencia en el mundo digital— y de ingresos que permitieron a la publicación ir creciendo hasta convertirse en un auténtico periódico en versión digital.


    El panorama español de diarios exclusivamente digitales está aún en construcción. La competencia de Elconfidencial.com es Eldiario.es, fundado y dirigido por otro periodista mediático, Ignacio Escolar. Son los referentes, respectivamente, de la derecha moderada y de la nueva izquierda. Elconfidencial.com es un gigante, pero Eldiario.es compite gracias a sus bajos costes, aunque ambos apuestan por la información propia que marque la agenda. Otros portales, como Infolibre.com, intentan hacerse un hueco. Lo que está claro es que quien pretenda editar un diario hoy debe pensar en una publicación digital. El mismo Pedro J. Ramírez se ha embarcado en el lanzamiento de un nuevo digital, Elespañol.es. Así que es un sector muy nuevo. Demasiado como para sacar conclusiones.
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    El otro contrapeso, el Poder Judicial


     


     


    Cuatro características corresponden al juez: escuchar cortésmente, responder sabiamente, ponderar prudentemente y decidir imparcialmente.


     


    SÓCRATES (470-399 a.C.), filósofo


     


    Ningún vencido tiene justicia si lo ha de juzgar su vencedor.


     


    FRANCISCO DE QUEVEDO (1580-1645), escritor


     


     


    «La guerra ha terminado.» Fue la lapidaria frase pronunciada por Franco el 1 de abril de 1939. Pero hasta que falleció en la cama del hospital, se impartió justicia desde los postulados que emanaban de las leyes dictadas por el autócrata. Apenas unas semanas después de su óbito ya se dejaron de perseguir los delitos considerados políticos, juzgados durante el franquismo en numerosas ocasiones bajo la jurisdicción militar, como si España estuviera en guerra contra el enemigo, o bien por tribunales específicos. A pesar de que el dictador había dado por concluida la Guerra Civil en 1939, solo era sobre el papel. Hasta su muerte se siguió juzgando y condenando como si en su retorcida mente España estuviera en guerra y tuviera que eliminar a los enemigos. Menos de dos meses antes de su muerte, el 27 de septiembre de 1975, se aplicaron las últimas sentencias de muerte del franquismo. Aquella madrugada cinco jóvenes fueron fusilados. Dos de ellos eran de ETA-pm y los tres restantes, del FRAP.1


    El 26 de agosto de 1975, Franco promulgó un decreto ley sobre «prevención del terrorismo», que contenía diversos preceptos procesales y penales en relación con el terrorismo. Sin embargo, la pena de muerte por diversos delitos de terrorismo ya estaba incluida en la legislación penal, por ejemplo en el artículo 294 bis del Código de Justicia Militar. Y también el Código Penal vigente entonces establecía la pena de muerte en varios de sus artículos, por ejemplo, en los números 260, 405, 406 y 501. El enjuiciamiento de algunos delitos se dejaba en manos de la jurisdicción militar, que se juzgarían por el procedimiento sumarísimo.


    Todos estos preceptos fueron abolidos tras la aprobación de la Constitución en diciembre de 1978, que abolió la pena de muerte, y, asimismo, se reformó el Código Penal para eliminar de él la pena capital.


    Resulta, pues, que los mismos jueces y fiscales que aplicaban férreas condenas, incluso la pena de muerte, hasta el último trimestre de 1975, se amoldaron a los nuevos tiempos y pasaron a ser los funcionarios que tenían que aplicar la nueva justicia, surgida de la voluntad popular expresada por las Cortes elegidas democráticamente. No obstante, aquellos jueces, fiscales, registradores, abogados del Estado y notarios, que habían jurado guardar fidelidad al Caudillo Franco, ponían todas las trabas posibles.


    DEL TOP A LA AUDIENCIA NACIONAL


    Era imprescindible un cambio en las reglas. Una de las primeras medidas en el ámbito de la justicia fue cerrar el Tribunal de Orden Público, el temido TOP, y elaborar una nueva Ley del Poder Judicial. Al TOP iban a parar todas las causas contra la oposición democrática: la manifestación, la libertad de expresión, el asociacionismo... cualquier aspecto que constituyera una protesta. En aquella instancia se multaba y se condenaba a los demócratas. Una vez muerto Franco, siguió en funcionamiento más de un año, hasta que el 30 de diciembre de 1976 fue suprimido y la nueva Audiencia Nacional asumió sus funciones a partir del 4 de enero de 1977. Si finalmente el TOP pasó a los anales de la historia también fue gracias a la promulgación de la Ley de la Reforma Política, aprobada por referéndum el 15 de diciembre de 1976, dos semanas antes.


    La misión del TOP era la represión de las conductas democráticas bajo el régimen dictatorial. Fue creado en virtud de la Ley 154/1963 el 2 de diciembre de 1963 (veinticuatro años después del fin de la Guerra Civil), tras el fusilamiento del comunista Julián Grimau. El cometido del TOP, según dicha ley, era perseguir los delitos que pretendían «subvertir» los principios fundamentales franquistas «o sembrar la zozobra en la conciencia nacional». Así, debían verse ante este tribunal los delitos contra el jefe del Estado, las Cortes y el Consejo de Ministros. Además, debía perseguir y condenar la rebelión y la sedición, los desórdenes públicos, la propaganda ilegal, la sustracción de menores, el allanamiento de morada, las amenazas y coacciones y, finalmente, el descubrimiento y revelación de secretos. Una amalgama de delitos políticos con el aderezo de otros como la sustracción de menores.


    El TOP asumió algunas de las funciones del ya extinto Tribunal Especial para la Represión de la Masonería y el Comunismo, creado nada más terminada la contienda de 1936-1939 para represaliar a los no afectos a la dictadura, y algunas otras que limitaban con las propias de la jurisdicción militar, ya que enjuiciaba delitos cometidos contra las fuerzas armadas. Procesos judiciales como el famoso Proceso 1.001, contra destacados dirigentes del entonces ilegal sindicato Comisiones Obreras, correspondieron al TOP.


    Tras la supresión del TOP, el 4 de enero de 1977 se promulgó un decreto por el que se creaba la Audiencia Nacional. Este nuevo tribunal pasaba a enjuiciar ciertos delitos que abarcaban el territorio de más de una Audiencia Provincial. No obstante, algunos juristas han considerado que el TOP fue sustituido por la Audiencia Nacional para juzgar los delitos de terrorismo y otros de ámbito estatal, mientras que otros estudiosos del derecho creen que la Audiencia Nacional es ajena a juzgar derechos fundamentales. Básicamente, la Audiencia Nacional investiga y juzga delitos de terrorismo, fraudes económicos, el tráfico de armas y drogas y grandes delitos, siempre y cuando hayan sido cometidos en más de una jurisdicción territorial.


    UN «NEGOCIO» ENTRE FAMILIAS


    Quien imparte justicia es el cuerpo de jueces, aunque en este trabajo también incluimos los fiscales, abogados del Estado, notarios y registradores, pues todos ellos asumen funciones que se interrelacionan. Quien investiga y juzga es el juez. Los fiscales son la acusación pública. Los abogados del Estado son los que representan al Estado en los procedimientos judiciales. Los notarios y registradores, por su parte, son los fedatarios públicos en multitud de documentos, algunos de los cuales llegan a juicio.


    Para formar parte de cualquiera de estos cuerpos solo es preciso cumplir tres condiciones: ser español, ser mayor de edad y estar licenciado en derecho. Así, con estas tres premisas miles de españoles podrían optar a ser jueces, fiscales, abogados del Estado, notarios o registradores. Pero el acceso está restringido. Aunque el artículo 301 de la Ley del Poder Judicial,2 promulgada en 1985 y reformada en numerosas ocasiones, estima que «el ingreso en la carrera judicial estará basado en los principios de mérito y capacidad», esto significa que todos los candidatos deberán pasar por un proceso de selección que «garantizará, con objetividad y transparencia, la igualdad en el acceso a la misma de todos los ciudadanos que reúnan las condiciones y aptitudes necesarias, así como la idoneidad y suficiencia profesional de las personas seleccionadas».


    La Ley del Poder Judicial de 1985, que entró en vigor durante la primera legislatura del PSOE, derogó otra anterior de 1980 que, a su vez, había supuesto el fin del poder judicial de la dictadura. La ley de 1985 territorializó la justicia con la creación de los Tribunales Superiores de Justicia autonómicos, mientras que la jubilación forzosa de un gran número de magistrados provenientes del franquismo rejuveneció la carrera y provocó un cambio sociológico de los jueces y fiscales.


    El artículo 301 de la actual ley, reformada en diversas ocasiones, la última en 2014, deja bien claro que quien desee integrarse en los cuerpos jurídicos del Estado deberá aprobar unas oposiciones. Mayoritariamente, en este tipo de oposiciones se utilizan exámenes orales para las materias teóricas y exámenes escritos para las prácticas, y recientemente se han introducido tests eliminatorios como primera prueba en alguna de las oposiciones.


    El examen inicial tipo test garantiza que todos los candidatos contesten a las mismas preguntas, se examinen en las mismas condiciones y se limiten los errores del evaluador.


    El examen escrito, por su parte, permite la evaluación de la capacidad de expresión escrita del candidato a la vez que permite examinar sobre una serie más amplia de contenidos, garantizando, al igual que el test, que todos los candidatos realicen la misma prueba.


    Finalmente, el examen oral permite la expresión oral. En este caso, no obstante, al variar el contenido de las cuestiones planteadas aumenta el riesgo de error del evaluador y entra en juego un nuevo factor, el de la subjetividad.


    Sin embargo, para preparar unas oposiciones de este tipo se precisa tiempo de estudio, pues además no es incompatible que un alumno fracase en un intento y pueda volver a intentarlo en una nueva convocatoria.


    El profesor Manuel F. Bagüés ha estudiado detenidamente el ingreso por oposición a los principales cuerpos del Estado.3 En su artículo analiza la calidad de la evaluación de unos 35.000 candidatos en diversas convocatorias de siete cuerpos del Estado: miembros del cuerpo diplomático, jueces y fiscales, abogados del Estado, notarios, registradores de la propiedad y mercantiles, inspectores de Hacienda y secretarios judiciales.


    En este estudio del profesor Bagüés se constata la aparición de apellidos comunes, o sea, una relación de parentesco entre candidatos y miembros del cuerpo al que opositan. No obstante, «en el caso de las oposiciones a altos cuerpos del Estado la existencia de una relación de parentesco entre un candidato y un miembro del cuerpo al que este aspira podría estar fácilmente correlacionada con la calidad del candidato si, por ejemplo, la mayor cercanía a la profesión ha aumentado sus conocimientos o, complementariamente, le ha facilitado el acceso a mejores preparadores».4


    En este tipo de oposiciones es crucial el papel del preparador. Dinastías importantes de jueces, fiscales, inspectores de Hacienda, abogados del Estado y diplomáticos se dedican desde hace años a preparar pupilos para que ingresen en los cuerpos estatales. Solo en el ámbito de los jueces, la cifra de negocio asciende a entre 40 y 50 millones de euros al año. Se calcula que únicamente el 20 por ciento de este dinero se declara a Hacienda, según explicaron a los autores fuentes conocedoras de esta «corruptela institucionalizada». Hay que tener en cuenta que hay preparadores en España, sobre todo en Madrid, que anualmente atienden a una cincuentena de alumnos.


    El ya ex juez Baltasar Garzón hace mención de ello en su último libro, El fango, cuando afirma que los preparadores, en su mayor parte, no declaran los ingresos obtenidos: «Otro campo es el de la preparación de oposiciones de acceso a los diferentes cuerpos judiciales, por jueces, secretarios y fiscales. Esa “ayuda” económica siempre ha existido; en B, por supuesto, aunque en muchas ocasiones supone una entrada incluso más importante o a la par que el propio sueldo».5 Garzón explica que algunos preparadores incluso han utilizado las horas de trabajo y la sede del órgano judicial para preparar a los pupilos. Otra corruptela judicial divulgada por Garzón en El fango es la recomendación que hacen los preparadores de sus pupilos a los miembros de los tribunales examinadores. «Todo el mundo recomienda a todo el mundo»,6 afirma Garzón que le dijeron a él. Así, si el preparador tiene buenos contactos entre los miembros del tribunal calificador, siempre será más fácil que este tenga en cuenta al pupilo. Además, en el futuro se crea una correa sin fin de favores devueltos con favores agradecidos con nuevos favores, y así hasta el final de la larga carrera judicial.


    Si hay jueces en España que pueden dedicar tiempo a preparar pupilos es gracias al artículo 389 de la Ley del Poder Judicial. En este artículo se deja claro que la judicatura es incompatible con la práctica de la abogacía, la procuraduría, el asesoramiento jurídico y la actividad mercantil. Pero sí que deja la puerta abierta a la docencia o investigación jurídica y a la producción y creación literaria, artística, científica y técnica, y demás publicaciones derivadas. Es en el apartado de la docencia en el que entraría la figura de tutor y preparador de futuros opositores, aunque el legislador probablemente se refería a la enseñanza reglada y a la participación en seminarios de investigación.


    Al seguir la estela de los parentescos, al profesor Bagüés le sorprendió la abundancia de apellidos compuestos entre los candidatos a este tipo de oposiciones. Aunque los apellidos compuestos —los que están unidos mediante guión— son escasos en el conjunto de la población, son abundantes entre los opositores. «El porcentaje de candidatos que posee un apellido compuesto oscila entre el 3,1 por ciento en las oposiciones a secretario judicial, el 3,9 por ciento en inspector de Hacienda, el 4 por ciento en jueces y fiscales, el 7,7 por ciento en notarías, el 9,3 por ciento en abogados del Estado, el 10 por ciento en la carrera diplomática y el 10,1 por ciento en los registros.»7


    En el estudio todavía se puede ver otro dato, la altísima correlación existente entre la proporción de candidatos con apellidos compuestos que aspiran a un cuerpo y la proporción de individuos con apellidos compuestos que han entrado en ese cuerpo anteriormente. Alrededor del 11 por ciento de los notarios en ejercicio, el 13 por ciento de los registradores, el 18 por ciento de los abogados del Estado, el 9 por ciento de los jueces y fiscales, el 14 por ciento de los miembros del cuerpo diplomático y el 8,6 por ciento de los inspectores de Hacienda poseen apellidos compuestos.8 Unos porcentajes claramente superiores al resto de las profesiones.


    Otro dato más, según el estudio de Bagüés: «Los candidatos poseedores de un apellido compuesto similar al de algún miembro del cuerpo al que aspiran tienen de media unas posibilidades de éxito del 75 por ciento, significativamente mayores que los demás candidatos».9 Esto significa que en las oposiciones a la carrera diplomática los «hijos de» tienen un 222 por ciento más de probabilidades de aprobar; en las oposiciones a abogado del Estado un 187 por ciento más, y en las de notario un 103 por ciento más. En las oposiciones a inspector de Hacienda y a secretario judicial ascienden a un 77 y un 67 por ciento más, respectivamente. Por último, en las oposiciones a juez y registrador el efecto es imperceptible.10


    Asimismo, cuando un juez o fiscal entra a formar parte de la carrera pasa a tener un número en el escalafón. A partir de entonces, todos los cambios de destino son como consecuencia de concursos internos de traslado. La antigüedad es el mérito principal, si no el único. La plaza pasará a manos del juez-magistrado o fiscal con mayor antigüedad que lo solicite, a excepción de los especialistas, que en este caso pueden optar a destinos por delante de otros jueces situados más arriba en el escalafón.11


    Pero, y si un juez, un fiscal o el miembro de cualquier otro cuerpo del Estado no cumple con sus cometidos, ¿cómo se le puede apartar? Mientras que en la empresa privada existe el despido, que puede ser procedente o improcedente, en los altos cuerpos del Estado está establecida toda una normativa. En el caso de los jueces, el artículo 379 de la Ley 6/1985 deja claro que hay seis causas para la pérdida de la condición de juez, magistrado o fiscal: la renuncia, la pérdida de la nacionalidad española y la jubilación, que es forzosa a los setenta años y voluntaria a los sesenta y cinco son las usuales. En el caso de la sanción disciplinaria de separación de la carrera judicial, la condena a pena privativa de libertad (cárcel) y la incapacidad, la decisión únicamente puede ser tomada siempre y cuando exista un expediente previo; estas son las causas de revocación.


    DE LA CAVERNA A LA ÚLTIMA BARRERA CONTRA LA CORRUPCIÓN


    En los últimos años, se ha producido un enfrentamiento soterrado entre jueces de la nueva generación y magistrados de la vieja escuela. Mientras que los primeros se han significado en la persecución de la corrupción, los segundos, generalmente al servicio de intereses partidistas, han intentado barrerla bajo la alfombra.


    La corrupción es el gran reto de la judicatura, lo cual no significa que no exista en su propio seno. Uno de los mayores escándalos políticos de los últimos años fue el caso Estevill, que tenía implicaciones políticas y económicas.


    El 12 de abril de 1996, dos empresarios catalanes acudieron a la sede de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. Lorenzo Rosal Bertrand y José Felipe Bertrán Márquez se habían citado allí con el entonces flamante jefe de la recién constituida Fiscalía Especial para la Represión de los Grandes Delitos Económicos Relacionados con la Corrupción —conocida desde el primer momento como Fiscalía Anticorrupción—, Carlos Jiménez Villarejo.


    El entonces vocal del Consejo General del Poder Judicial a propuesta de CiU Lluís Pascual Estevill ya había sido denunciado en repetidas ocasiones por abuso de poder y por prevaricación. Pero Lorenzo Rosal y Felipe Bertrán iban a romper el muro de silencio que había rodeado a las actividades delictivas de Lluís Pascual Estevill y sus secuaces hasta 1994. Esas actividades fueron el objeto del juicio celebrado por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en el Palacio de Justicia de Barcelona, en el que los principales acusados fueron Estevill y el otrora todopoderoso Juan Piqué Vidal, célebre defensor, entre otros, de Jordi Pujol o de Javier de la Rosa. Bajo la tutela de Villarejo, su delegado en Cataluña, Carlos Ramos, imprimió un ritmo vertiginoso a las investigaciones. La primera fase de la instrucción confirmó lo que hasta el momento era un secreto a voces que monopolizaba los debates de los encuentros de industriales y financieros en Cataluña: durante años, Estevill había sido el brazo militar de una trama de extorsión a las élites catalanas cuyo cerebro no era otro que el penalista Juan Piqué Vidal.12


    Piqué y Estevill aprovechaban las actuaciones de la Fiscalía contra determinados empresarios, o bien fabricaban querellas falsas contra ellos a través de denunciantes profesionales. La trama permitía manipular las normas de reparto de los juzgados para que los procedimientos recayeran en el de Estevill (entre 1990 y 1991, el de instrucción número 5 de Terrassa, y entre 1991 y 1994 el número 26 de Barcelona). Una vez en manos de Estevill, los empresarios eran amenazados con el ingreso incondicional en prisión si no cedían a sus exigencias, que iban desde ingresos millonarios en sus cuentas suizas o en las de Piqué Vidal hasta encargos profesionales para los hijos abogados del ex magistrado o barra libre en las principales joyerías de Barcelona para que el juez se regalara sin cargo alguno los últimos modelos de Rolex que llegaban a la ciudad.


    Ramos contaba con la inestimable ayuda del abogado Josep López Sánchez, representante de la acusación particular ejercida por un grupo de empresarios que habían sido víctimas de Estevill y que, a diferencia del resto de los industriales extorsionados por el magistrado, habían decidido no mantener el secreto y llevar ante los tribunales al garbanzo negro de la magistratura. Las investigaciones impulsadas por Ramos y por Josep López fueron tan fructíferas que encendieron las luces de alarma en los despachos de los fontaneros del poder político en Cataluña. Y es que Estevill y Piqué Vidal no estaban solos.


    Pertenecían al núcleo dirigente de una siniestra logia que gobernó los oscuros destinos del dinero sucio en Barcelona durante la segunda mitad de los años ochenta y la primera de los noventa, el Clan de los Mentirosos. El máximo exponente de ese siniestro club era el financiero Javier de la Rosa, que cumplió condena por apropiación indebida por uno solo de los delitos relacionados con el caso KIO y que tuvo que afrontar otros procedimientos judiciales, pero incluía entre sus miembros a los principales responsables de la Inspección de Hacienda en Barcelona, encabezados por Josep Maria Huguet, inspector jefe hasta 1994 y hombre de confianza del que fuera secretario de Estado de Hacienda, el socialista Josep Borrell, que abandonó sus aspiraciones a liderar el PSOE al estallar este escándalo.


    La protección del poder político a los miembros del Clan de los Mentirosos abarcaba todos los ámbitos. Pascual Estevill fue promovido al Consejo General del Poder Judicial como jurista de reconocido prestigio por los representantes de CiU en las Cortes siguiendo instrucciones del propio Jordi Pujol, presidente de la Generalitat. La protección continuó después de que, en julio de 1996, Estevill fuera condenado por prevaricación. Era una forma de agradecer, entre otras cosas, la actuación de Estevill en la instrucción de una querella que un grupo de pequeños inversores había presentado contra el que entre 1980 y 1990 fuera mano derecha de Pujol como secretario general de la Presidencia de la Generalitat, Lluís Prenafeta. Estevill archivó la querella sin más trámite que recibir a Prenafeta para que declarara. Este, por cierto, era el principal socio de Piqué Vidal en la promoción del diario nacionalista El Observador, un intento de luchar contra el poder de La Vanguardia que finalmente llevó a la ruina a sus promotores y, en cambio, permitió a este último rotativo alcanzar mayores cotas de influencia.


    Piqué no solo contaba con el prestigio que le daba haber logrado que el presidente de la Generalitat fuera exonerado de las acusaciones de los fiscales en 1986 por el caso Banca Catalana —casualmente, el propio Jiménez Villarejo y su brazo derecho, José María Mena—, sino que era el hombre de confianza de Javier de la Rosa, a quien el president había otorgado el título de «empresario modelo» en enero de 1992. El Clan de los Mentirosos había dominado todos los resortes del poder en Barcelona. Sus miembros eran capaces de doblar las voluntades que hiciera falta. Allí donde no convencía el inagotable dinero de las arcas de la Kuwait Investment Office (KIO) que De la Rosa malversaba a placer, lo hacía el miedo a Estevill o el trato de favor del fisco que podía otorgar Huguet. De la Rosa y Estevill se beneficiaron de las malas artes del inspector jefe para que Hacienda no fiscalizara los botines obtenidos.


    Las presiones y los intentos de destrucción de pruebas de los acusados obligaron a encarcelar a Estevill en un tiempo récord. El 13 de febrero de 1997 ingresaba en prisión acusado de extorsión, cohecho, prevaricación y detención ilegal. Piqué Vidal quedó en libertad bajo fianza de 30 millones de pesetas de la época. Ramos y López, con el respaldo del instructor de la causa, el magistrado del Tribunal Superior de Justicia Antoni Bruguera, lograron acumular suficientes pruebas contra Estevill y Piqué Vidal para justificar la celebración de una vista.


    Atrajeron a los empresarios dispuestos a denunciar las conductas delictivas de la siniestra pareja, como el grupo de industriales aglutinados en torno al inversor vasco afincado en Cataluña Pedro Olabarría, cuyo socio Enrique Marugán fue el principal activista de la acusación particular; los directivos de Macosa Eduardo Santos, Federico Albiñana, Pedro Nueno e Ignacio García Nieto, o el industrial catalán José Felipe Bertrán de Caralt, el único que se negó a pagar las cantidades exigidas por Estevill y Piqué Vidal.13 Y, sobre todo, lograron obligar a las víctimas renuentes a pasar por la vergüenza de haber cedido a la extorsión de Estevill y Piqué a relatar sus experiencias, como los miembros de la familia Ferrero, propietaria de Nutrexpa, o los banqueros Alfonso Escámez y José María Amusátegui.


    Algunas de las emboscadas que Estevill y Piqué Vidal tendieron a sus víctimas tenían por objeto, además de lograr beneficios económicos, servir a los intereses de Javier de la Rosa en su pulso con el Estado cuando había empezado su caída. Como cuando actuaron contra los consejeros del Banco Vitalicio, entre los que se encontraba Carlos Zurita, duque de Soria y cuñado del rey Juan Carlos.


    El 15 de mayo de 2003, Estevill, que había obstaculizado la investigación todo lo que había podido, se rindió y ofreció una detallada confesión tras cumplir una nueva condena por delito fiscal y constatar que había sido acorralado por la Fiscalía, que pidió para él diez años de prisión. Su compañero de fatigas, Juan Piqué Vidal, intentó in extremis llegar a un acuerdo con las víctimas que le permitiera evitar los seis años de confinamiento que el fiscal pedía para él. Fueron los únicos miembros del Clan de los Mentirosos que se sentaron en el banquillo de los acusados. La organización criminal no fue sometida a juicio. Pero, aunque el del caso Estevill no fue el juicio al pujolismo que esperaban algunos, sí que se convirtió en un proceso al lado oscuro de la Cataluña de Pujol.


     


     


    Un inesperado acto de contrición del ex magistrado Lluís Pascual Estevill, entonces encarcelado a la espera de juicio por extorsión y soborno a varios empresarios, dio un vuelco al que ha sido el juicio por corrupción más espectacular de los últimos años en Cataluña. El 15 de mayo de 2003, Pascual Estevill compareció a petición propia ante el magistrado del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para presentar un escrito de seis folios de su propio puño y letra.


    En el escrito, Estevill se presentaba simplemente como un juez corrupto tentado constantemente por las ofertas de soborno que le transmitía el penalista Juan Piqué Vidal. La confesión de Estevill fue una de las principales pruebas de cargo contra los acusados. En su escrito, Estevill admitía haber exigido dinero a varios empresarios a cambio de no encarcelarles y señalaba como inductor de sus delitos a Piqué Vidal. Estevill admitía que en 1990, cuando acababa de acceder a la judicatura por el cuarto turno —el reservado a los juristas de reconocido prestigio—, y mientras instruía unas diligencias contra la multinacional catalana Nutrexpa, cedió a la oferta de Piqué Vidal, a la sazón abogado de la compañía, de repartirse a partes iguales 50 millones de pesetas a cambio de archivar el caso. Estevill admitió que recibió un ingreso de 25 millones de pesetas en Suiza por su gestión.


    También admitió que en 1992, cuando era titular del Juzgado de


    Instrucción número 26 de Barcelona, y una vez más a propuesta de Juan


    Piqué Vidal, puso en libertad a Federico Albiñana y revocó una orden de prisión contra Eduardo Santos, principales ejecutivos de Macosa, y que exoneró al ex presidente del Banco Central Alfonso Escámez, a cambio de otro ingreso de 50 millones de pesetas en su cuenta de la Banca Darier Hentz & Cie. de Ginebra.


    Sin embargo, el episodio en el que más se extendía Pascual Estevill era la cena fría que se celebró en casa de Macià Alavedra, entonces consejero de Economía de la Generalitat y número dos del gobierno de Jordi Pujol, con motivo del encarcelamiento de los principales ejecutivos del grupo asegurador del BCH. Los hechos ocurrieron en noviembre de 1993. Estevill aseguraba que José María Amusátegui, entonces presidente del BCH, estaba muy preocupado por el encarcelamiento de sus empleados y pidió a su hombre en Cataluña y al consejero Alavedra que le organizaran un encuentro con el propio Estevill. Alavedra, preocupado por las consecuencias de tener en Barcelona a un juez descontrolado que aterrorizara a los eventuales inversores interesados en instalarse en Cataluña, accedió a poner su domicilio a disposición de los hombres del BCH para intentar resolver el entuerto. «Con el señor Alavedra —decía el escrito— tenía una buena relación y a veces íbamos a comer, y algunas veces habíamos ido el señor Magaña, el señor Alavedra y yo.» Sin embargo, el primer encuentro entre Estevill y Alavedra se produjo durante la instrucción del caso Planasdemunt, en el que el magistrado interrogó como testigo al ex consejero de Economía de Pujol y le dispensó un trato grosero y displicente.


    Estevill afirmaba que Magaña, uno de los miembros destacados del Clan de los Mentirosos, le convocó a una cena privada a la que tenían que asistir también el señor Amusátegui y el propio Magaña, pero le contestó que le era imposible. Aun así, a pesar de la renuencia de Estevill, la cena se convocó de todas maneras. Sobre las nueve de la noche, señalaba Estevill, el señor Alavedra le llamó a su casa para insistirle en que asistiera a la cena fría que se daba en su domicilio y en que solo estarían presentes él mismo, Magaña y Amusátegui. Sin embargo, cuando finalmente accedió a acudir, se encontró allí a Piqué Vidal. Estevill afirmaba que no habló con Amusátegui de dádiva alguna, pero que al día siguiente Magaña le aseguró que Piqué Vidal había exigido a Amusátegui 2.000 millones de pesetas por poner en libertad a los ex ejecutivos del BCH. Los pagos no fueron localizados, pero lo cierto es que los ejecutivos fueron excarcelados.


    Estevill también se refería en este escrito a dos casos más: el caso Pryca, en el que desimputó al máximo ejecutivo de la compañía a cambio de que le ofreciera un trabajo de abogada a su hija, y el caso de Banesto contra un grupo de empresarios a los que el juez encarceló sin motivo alguno. Había un motivo, Javier Pascual, hijo del magistrado, recibió 25 millones de pesetas a cambio de que su padre liberara a los empresarios encarcelados. La querella de Banesto contra el grupo de empresarios encabezado por Pedro Olabarría fue en realidad el origen de los males del juez Pascual Estevill. Además de la implicación de su hijo Javier en el cobro de sobornos, Estevill despertó a un enemigo durmiente, el socio de Olabarría y también empresario Enrique Marugán. Este financiero afincado en São Paulo (Brasil) había coincidido en el pasado con Pascual Estevill, cuando este era abogado, en la Textil Bertrand Serra. A raíz de aquella relación surgió una enemistad personal a la que Marugán atribuyó la actuación de Estevill contra él. A pesar de que Estevill dictó una orden internacional de encarcelamiento contra Marugán, este nunca entró en la cárcel, pero se convirtió en su peor enemigo.


     


     


    Si Estevill fue el primer juez del CGPJ condenado, Javier Gómez de Liaño fue quizá el primer magistrado proveniente de las grandes familias de la judicatura en ser también condenado por prevaricación. El caso Sogecable no debía tener recorrido judicial. Como si fuera la trama de un sainete de Arniches, todo se inició con la denuncia absurda de un periodista franquista contra el Grupo Prisa. La denuncia cayó en manos del juez apropiado con un gobierno, el de Aznar, obsesionado contra el grupo Prisa y la existencia de diferentes intereses económicos y políticos. La intención de todos ellos era acabar con Jesús Polanco y Juan Luis Cebrián. Incluso se plantearon su encarcelamiento. Una instrucción judicial delirante fue también la posterior causa de la condena a Gómez de Liaño. Fue advertido sistemáticamente por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional para que cerrara el caso y, asimismo, desatendió las resoluciones del órgano jurisdiccional superior; el juez fue recusado y otro magistrado, Ismael Moreno, la estimó. Aun así, él siguió con la instrucción. Finalmente, el juez Gómez de Liaño fue condenado por tres delitos de prevaricación. La petición de indulto al Consejo de Ministros fue rápidamente cursada y concedida meteóricamente a pesar del informe contrario de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. Tras la estimación parcial de la demanda en Estrasburgo por no haberse garantizado la independencia e imparcialidad del tribunal, Gómez de Liaño fue repuesto en su cargo, pero abandonó la carrera judicial y ahora ejerce la abogacía (durante un tiempo fue el defensor de Luis Bárcenas, el ex tesorero del PP).


    El denunciante del caso Sogecable fue Jaime Campmany, un periodista socio de Mario Conde. Por cierto, en pleno franquismo Campmany fue el presidente del Sindicato Nacional de Espectáculos, el órgano franquista que englobaba a artistas y empresarios. Su etapa fue negra, pues se dedicó a encarcelar a artistas que se oponían al régimen, como el ya mundialmente famoso Joan Manuel Serrat, que se exilió ante la desaforada puesta en escena auspiciada por Campmany. Las actuaciones de Campmany en este aspecto se produjeron en 1974, solo un año antes de la muerte del dictador. Asimismo, este periodista mantenía una relación societaria con Mario Conde, cuyo abogado y socio era Mariano Gómez de Liaño, uno de los hermanos del juez. Y, además, la compañera sentimental del magistrado Gómez de Liaño, Dolores Márquez de Prado (perteneciente a otra saga de juristas), era cuñada de uno de los hijos de Campmany. A pesar de todo ello, Campmany presentó una denuncia ante la Audiencia Nacional contra Sogecable, la empresa propietaria de Canal Plus, perteneciente al Grupo Prisa. La denuncia acusaba a Sogecable de haber utilizado indebidamente los depósitos en garantía (23.000 millones de pesetas) de los abonados. Así, la denuncia aseguraba que Prisa habría incurrido en los presuntos delitos de apropiación indebida, estafa y falsedad en documento mercantil. Casualmente, la denuncia recayó en Javier Gómez de Liaño, quien la aceptó y pidió una lista de abonados a Canal Plus. En solo un día decidió incoar diligencias penales contra Sogecable. Este medio de comunicación, con El País al frente, había sacado a la luz determinadas actividades de Mariano Gómez de Liaño, el hermano del magistrado y socio de Conde en Banesto.


    No parecía que el fondo de la demanda fuera a tener mucho recorrido, ya que el uso contable que hacía Sogecable de las fianzas de sus abonados era similar, o el mismo, al que hacían otras empresas en España, como Repsol Butano, y podía extrapolarse a lo que hacen los bancos con los depósitos de los clientes. A pesar de la endeblez de los argumentos de la denuncia, Javier Gómez de Liaño obtuvo el apoyo sin ambages de los medios de comunicación afines al Partido Popular y todos juntos se lanzaron contra los querellados y su consejo de administración.


    La trayectoria del juez Gómez de Liaño siempre había sido polémica: aupado al Consejo General del Poder Judicial por el Partido Popular, se dedicó a votar sistemáticamente junto a los vocales progresistas y en contra de los conservadores, a excepción del día en que votó al juez ultraconservador Fernando de Cotta y Márquez de Prado como presidente de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. Pero, claro, este magistrado era tío de su compañera sentimental. Fernando de Cotta debutó intentando retrasar la vista antejuicio a Estevill.


    Su instrucción del caso Sogecable fue un despropósito. Dictó varias resoluciones cuyas medidas cautelares le llevaron al banquillo por prevaricación al desoír las resoluciones superiores. El Tribunal Supremo condenó a Gómez de Liaño a quince años de inhabilitación y a una multa de 540.000 pesetas por un delito continuado de prevaricación. Tres días después de la condena, Gómez de Liaño ya solicitaba su indulto. Esgrimió que, a pesar de que sus resoluciones pudieron ser erróneas, «es un trozo de historia, una parte minúscula de mi historia de juez».14 El gobierno de Aznar lo indultó con una rapidez inaudita, pero eso sí, lo mezcló con otras 1.442 medidas de gracia.


    Los casos Estevill y Gómez de Liaño no son los únicos. Se puede recordar también el del juez Ricardo Varón Cobos, que aprovechando que sustituía a un compañero decretó la puesta en libertad bajo fianza del mafioso italiano Antonio Bardellino. Varón tomó la decisión ante la mediación de diez millones de pesetas del también juez Jaime Rodríguez Hermida. Estevill y Gómez de Liaño no han sido los únicos jueces sancionados y expulsados de la carrera. Además, se podrían citar los nombres de Joaquín García Lavernia, Carlos LorenzoPenalva, Coro Cillán o Javier de Urquía, entre otros.
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    La corrupción como elemento cohesionador


     


     


    «Corrupción»: En las organizaciones, especialmente en las públicas, práctica consistente en la utilización de las funciones y medios de aquellas en provecho, económico o de otra índole, de sus gestores.


     


    REAL ACADEMIA DE LA LENGUA,


    Diccionario de la lengua española


     


     


    España no es corrupta per se. Pero el hecho de que el país estuviera sometido a regímenes dictatoriales, el paradigma de la corrupción, acostumbró a los españoles a mostrarse relativamente indiferentes ante un fenómeno que acabó formando parte de su mentalidad. El siglo XX en España fue el de Franco, que ejerció como amo y señor del país durante casi cuarenta años e implantó una dictadura profundamente corrupta. La administración que convive con la dictadura es corrupta. El dictador deja que sus secuaces se corrompan hasta que a él le parece suficiente, y es ahí donde radica uno de los principales males de la forma de ser de los españoles, demasiado acostumbrados a pensar a quién se conoce en un sitio concreto para que favorezca sus intereses. Un magnífico retrato de esta corrupción institucional se lo debemos al cineasta Luis García Berlanga, en cuya película La escopeta nacional aparece un fabricante catalán de porteros automáticos que asiste a una cacería para vender su producto al ministro de turno.


    Esa picaresca, que debería haber desaparecido con la dictadura o, al menos, durante la Transición, sigue hoy entre nosotros. Tras la muerte de Franco, el terreno estaba abonado para que la corrupción y el trapicheo continuaran, y ningún gobernante ha sido capaz de pararlo (siendo generosos y atribuyéndoles la voluntad de combatir el fenómeno). Como la Transición fue el resultado de un pacto entre las élites de la dictadura y los demócratas, hubo un acuerdo tácito entre las partes: «Nosotros seguiremos con lo nuestro y os dejaremos participar en el reparto de los beneficios de las prácticas corruptas». No habrá protagonista alguno de la Transición que lo admita. Pero en realidad no es necesario. El paso de los años ha vuelto tan descarados a los corruptos que el lado oscuro del acuerdo es más que evidente.


    LA FINANCIACIÓN DE LOS PARTIDOS


    Durante el «régimen del 78» se han colado en la administración y sus aledaños múltiples impostores cuya pretensión no era otra que aprovechar su cargo para robar a manos llenas de las arcas públicas y amasar así una fortuna personal, desde Juan Guerra hasta el ex gobernador del Banco de España Mariano Rubio, pasando por Luis Roldán. Resulta muy difícil evaluar la capacidad de los seres humanos para resistir la tentación. Los casos de corrupción que tienen por objetivo el enriquecimiento personal del interfecto deben evitarse y perseguirse, pero no hay administración, en país alguno, que pueda presumir de no tener garbanzos negros entre su personal.


    Si la corrupción en España se hubiera limitado a esos casos, a pesar de su gravedad, el régimen no estaría al borde del abismo. Lo que ha carcomido a la democracia española ha sido la corrupción sistémica, esencialmente la financiación de los partidos políticos, que, por cierto, no están exentos de casos de enriquecimiento personal, por aquello de que el que reparte...


    La financiación de los partidos políticos es una asignatura pendiente de nuestra democracia. Los surgidos del seno del régimen no tuvieron ningún problema para encontrar financiación. La oposición, por su parte, fue obteniendo recursos, básicamente en forma de créditos bancarios. Pero las campañas eran cada vez más caras y era necesario encontrar dinero con el que hacer frente a los gastos con unas estructuras más que escuálidas. Las necesidades aumentaban y quienes manejaban este dinero podían caer en la tentación de sacar provecho. Las formaciones que incurrieron en la financiación irregular olvidaron que la credibilidad no solo la da las ideas, sino también la transparencia en las finanzas.


    Por financiación irregular de los partidos políticos se entiende la obtención de recursos económicos, o de otro tipo, al margen de la legislación. Las formas naturales de financiación de los partidos políticos son las cuotas de los afiliados, las subvenciones públicas y las donaciones privadas. Todo ello está regulado en la Ley Orgánica 5/2012, que es la más moderna. La primera en ser promulgada data de 1987, y se modificó en 2007. Según la última normativa, cualquier donación no puede ni ser anónima, ni finalista ni revocable. Esto quiere decir que si alguien, una persona física o jurídica, desea donar dinero a una formación política, debe hacer constar su filiación, la donación no puede superar los 100.000 euros (a partir de 50.000 debe ser notificada al Tribunal de Cuentas), no puede estar condicionada a un fin concreto ni puede ser revocada en el caso de no cumplir con un objetivo. Además, la nueva ley no permite la condonación de deudas a un partido superiores a 100.000 euros anuales, aunque sí que permite que la formación refinancie dicha deuda, como cualquier otro actor. Esto en teoría, porque lo que está claro es que todavía hay quien intenta saltarse la legislación, al no presentar las cuentas o bien intentar pasar de una legislación a otra (por ejemplo, trasladando la sede central a otra comunidad autónoma, diciendo que se presentarán las cuentas en la nueva y no haciéndolo en ninguna).


    La corrupción adopta numerosas figuras y formas. Jurídicamente, puede tratarse de cohecho, apropiación indebida, concesiones ilegales de licencias, adjudicaciones ilícitas, exenciones fiscales, recalificaciones urbanísticas con fines espurios... En este sentido, es llamativo que junto al político corrompido siempre aparezca el corruptor, que suele ser un empresario, un banquero o un financiero. Y demasiado a menudo se reparten el botín.


    LOS ESCÁNDALOS DEL PSOE


    El Partido Socialista, al resultar elegido por una mayoría aplastante para pilotar la Transición, fue el primero en tocar poder. Mientras el PSOE construía su maquinaria electoral, algunos de sus dirigentes cayeron en la cuenta de que podían sacar rendimiento económico a sus decisiones políticas.


    El caso Filesa


    El primer caso juzgado y con condena fue el caso Filesa, de financiación irregular del PSOE. La trama consistió en la creación de empresas pantalla destinadas a conseguir fondos para pagar las campañas electorales del Partido Socialista, cuya economía había quedado mermada con la campaña a favor de la permanencia de España en la OTAN, en la que asumió casi en solitario la defensa de su posición. Todo el montaje se fue al traste cuando su contable fue despedido y se presentó, con toda la documentación de que disponía, en los periódicos El Mundo del Siglo XXI y El Periódico de Catalunya. Carlos van Schouwen desveló que el PSOE se financiaba irregularmente. Entre 1991 y 1997 se realizó la instrucción judicial, que finalizó con la condena del entonces senador Josep Maria Sala, el diputado Carlos Navarro y los empresarios que participaron en la trama: Luis Oliveró, Alberto Flores, Aída Álvarez, Guillermo Moledo, Juan Antonio Molina y Eugenio Marín. Todos ellos fueron indultados por el gobierno de José María Aznar. La trama consistió en la creación y utilización de tres empresas, Malesa, Filesa y Time-Export. Todas ellas conseguían fondos al ofrecerse como expertas en la redacción de informes para grandes empresas. Los informes, o bien no existían, o bien eran simples recortes de prensa. Entre las empresas contratantes se puede mencionar al Banco Central Hispanoamericano, Elsan, Hipermercados Pryca, Enasa, Abengoa, Focsa, Cepsa, BBV o ABB Energía, muchas de ellas cotizadas en bolsa. Durante la instrucción judicial no se pudo demostrar que se hubieran beneficiado injustamente y obtenido prebendas de las administraciones controladas por el PSOE. Asimismo, también quedó demostrado que los dos cargos del PSOE, Sala y Navarro, no se quedaron con ningún porcentaje del dinero que desembolsaron las empresas. La trama movió un total de cerca de 1.000 millones de pesetas. Con este dinero, el PSOE saldó deudas electorales y pagó a proveedores. Tras la condena por el caso Filesa, al PSOE no se le han encontrado nuevas tramas organizadas que sirvieran para financiar al partido.


    El caso de los ERE en Andalucía


    El caso de los ERE es paradigmático de la corrupción en Andalucía. Todo gravita en torno a la personalidad de dos individuos, Juan Francisco Trujillo y Javier Guerrero; el primero era chófer y el segundo, el entonces director general de Trabajo de la Junta de Andalucía. Ambos son los eternos ejemplos de la picaresca española del Buscón. Según algunos juristas, la complejidad de la trama y la particular forma de instruir de la juez Mercedes Alaya pueden hacer peligrar un final condenatorio al estar la causa inmersa en una instrucción enrevesada. Inicialmente, la causa judicial versaba sobre la concesión de ayudas sociolaborales y ayudas a empresas llevada a cabo por la Dirección General de Trabajo de la Consejería de Empleo de la Junta de Andalucía. Tal y como queda constatado en el sumario judicial, las leyes de presupuestos andaluzas concedían fondos a la Consejería de Empleo para el fondo de los ERE, que posteriormente eran transferidos a la Agencia de Innovación y Desarrollo (IDEA). A continuación, esta sociedad pública pagaba a las aseguradoras que subvencionaban los pagos de los ERE. Guerrero era el que decidía a quién transferir fondos. Así, colocó a amigos, conocidos e incluso a su suegra. En 2005, la Intervención de la Junta de Andalucía advirtió del procedimiento ilegal y lo notificó. Pero lo más sorprendente es que se rompió la cadena y nadie hizo nada. En total, se tiene constancia de un fraude de 136 millones de euros. El grupo de imputados asciende a más de doscientos cincuenta y afecta a todos los estratos de la vida política y económica andaluza.


    LOS ESCÁNDALOS DEL PP


    A pesar de que Alianza Popular nació en el seno de la administración franquista, sus cuentas nunca han sido claras. Ya desde su inicio, a pesar de que parecía que no tenía dinero para sufragar las campañas electorales estas eran costosas. Ahora ha salido a la luz que el Partido Popular, sucesor de AP, siempre ha tenido sus finanzas internas en un cuarto opaco. Es el único partido con todos sus tesoreros imputados.


    El caso Naseiro


    El primero de ellos fue Rosendo Naseiro, pero también su predecesor, Ángel Sanchís, y sus sucesores, Álvaro Lapuerta y Luis Bárcenas. En la misma época en que salió a la luz el caso Filesa, se conoció el que se dio en llamar caso Naseiro. Todo había empezado en Valencia, cuando la policía consiguió una orden judicial para pinchar unos teléfonos por un caso de tráfico de drogas. En las conversaciones salieron a relucir indicios de financiación irregular. Este caso no fue juzgado, pues el Tribunal Supremo declaró nulas las escuchas al haber sido obtenidas siguiendo el rastro de otros delitos.


    En abril de 1990, el juez de Valencia Luis Manglano ordenó la detención de Naseiro, el tesorero de Alianza Popular. Aznar hacía pocos meses que había asumido el poder de Fraga en AP y estaba a punto de refundar la formación y convertirla en el actual Partido Popular. Junto con Naseiro, el magistrado instructor ordenó la detención de diferentes empresarios valencianos ligados a la obra pública y del diputado Ángel Sanchís, quien se presentó en comisaría tras volver de Argentina, país en el que tiene sus negocios. Los abogados de la defensa no pusieron en duda las conversaciones; lo que esgrimieron fue que se habían obtenido de forma fraudulenta. El Supremo estimó las alegaciones y, en una sentencia novedosa, resolvió que en caso de conflicto entre intereses legítimos, como la lucha contra la impunidad, y los derechos fundamentales, como la intimidad, prevalecen estos últimos. Así, sentó las nuevas bases de la relación entre el juez instructor y la policía judicial. Finalmente, el Supremo consideró nulas las cintas por vulnerar derechos elementales al haber sido obtenidas originariamente por un delito diferente del encontrado. Gracias a esta argucia jurídica, Naseiro y el nuevo Partido Popular se salvaron de una condena segura. El PP siguió llevando las finanzas igual que entonces y así ha llegado hasta ahora, con todos los tesoreros imputados. Pero esto lo veremos más adelante, cuando dediquemos un apartado a la trama Gürtel y a Luis Bárcenas.


    El caso Palma Arena: el ocaso de Jaume Matas


    Jaume Matas era el espejo en el que se miraba Mariano Rajoy. Presidente autonómico de Baleares, una coalición de izquierdas lo despojó de sus credenciales y José María Aznar lo nombró ministro de Medio Ambiente. Desde Madrid, volvió a Baleares para hacerse de nuevo con la presidencia de la comunidad autónoma. Aquello fue su perdición. El llamado caso Palma Arena consta de 28 piezas separadas, por dos de las cuales Matas ya ha sido condenado y cumple prisión. El primer asunto por el que recibió condena fue la contratación de su esposa para un trabajo que nunca realizó. El segundo fue la contratación de un periodista como redactor de sus discursos en la que se saltó todos los trámites administrativos. Pero aún le quedan por afrontar 26 piezas más. Todo empezó por unos sobrecostes en la construcción de un velódromo. Al final, se destapó una trama de financiación irregular del partido en Baleares que, a su vez, llenaba las arcas de la familia Matas. Ahora, a quien fuera el niño mimado de Rajoy, con el que veraneó a bordo de un yate por las costas mallorquinas, le esperan juicios por el palacio de la Ópera; los gastos de la campaña electoral de 2007; contratos a bufetes de abogados; la adjudicación de las obras del polideportivo Príncipes de España de Palma; adjudicaciones varias en materia de construcción y, quizá el más mediático, su participación en el caso Nóos con Urdangarín. Matas reconoció en público que si contrató a Urdangarín fue porque era quien era.


    Gürtel-Bárcenas, la consecuencia del caso Naseiro


    Ante su buena suerte al ser exculpado en el caso Naseiro por un defecto procesal, que no por la inexistencia de la práctica irregular de financiación, el Partido Popular persistió en su forma de lucrarse. Aun así, el caso Gürtel, por sus ramificaciones en casi toda la España popular, no es un caso de financiación irregular. Se trata de dar el negocio a un amigo que es del partido. En las batallas internas hubo un momento en que el cabecilla, Francisco Correa, incluso pretendió descabalgar al PP de una alcaldía por no hacerle caso y promovió a uno de los suyos. Correa, con sólidas amistades en el núcleo dirigente del Partido Popular de Aznar, consiguió ser el hombre de los negocios para buena parte de los dirigentes populares. Sin embargo, si en este capítulo sale a colación la Gürtel es por sus escarceos con la financiación irregular del PP, pues Correa era uno de los partícipes del dinero negro entregado a Luis Bárcenas, el todopoderoso tesorero y gerente, sobre el que pilotaba la entrega de dinero en efectivo sin declarar al Tribunal de Cuentas. Según la ley, todas las donaciones tienen que responder a un nombre, y además está prohibido donar más de 100.000 euros anuales. El PP, a pesar de haber inspirado y aprobado la última ley, directamente se la saltaba. Empresarios acudían al despacho del tesorero o del gerente y allí dejaban su «regalo». Bárcenas, por su parte, lo computaba y distribuía los gastos, desde sobres con dinero en efectivo a casi toda la dirección para sus gastos personales hasta el pago de la reforma de la sede central del partido en la calle Génova de Madrid, la compra de una nueva sede para el PP de Bilbao y otros desembolsos. Esta forma de proceder, aún bajo investigación judicial, supondría infringir todas las precauciones de la ley en vigor en 2012, pero también las anteriores. Así, el PP incumple con su obligación de informar sobre el nombre de los donantes; incumple con la incompatibilidad de donar dinero a partidos si se licita con las administraciones y, finalmente, no informa al Tribunal de Cuentas de las cantidades obtenidas. Cuando los dirigentes del PP esgrimen que las cuentas del PP están auditadas en el Tribunal de Cuentas no mienten, pero no dicen toda la verdad, pues se olvidan de todo el dinero opaco, sin declarar a Hacienda, que genera. Lo que es evidente es que el PP no podría ingresar dinero si no fuera por la colaboración de empresarios, sobre todo de la construcción, que aportan a cambio de concesiones y adjudicaciones. Y todo esto sin menospreciar la posibilidad de que los receptores del dinero opaco, Sanchís, Naseiro, Lapuerta y Bárcenas, se hicieran con una parte del botín para su uso personal.


    CORRUPCIÓN A LA CATALANA: «NI UN PAM DE NET»


    Durante los primeros 23 años de gobierno autonómico en Cataluña, la fuerza hegemónica fue la federación Convergència i Unió, liderada por el hoy denostado Jordi Pujol. A pesar de que tanto CiU como Pujol tenían enemigos poderosos, algunos con recursos disponibles para financiar legal o ilegalmente una alternativa, los dos partidos de la federación, recientemente divorciados, también lideraron la corrupción. Y no solo en Cataluña, pues protagonizaron el primer caso de la democracia.


    El caso Casinos


    El caso Casinos precedió en el tiempo a los escándalos de Filesa y Naseiro. Y, como en el caso Naseiro, en el que nos ocupa nadie resultó condenado. Tras siete años y medio de instrucción judicial, en julio de 1997 el magistrado Ramon Gomis, a pesar de reconocer que Convergència Democràtica se había financiado irregularmente, decidió archivar la denuncia, pues cuando ocurrieron los hechos no constituían delito. Todo había empezado cuando a finales de 1989 el director financiero, otro contable, de Casinos de Catalunya,1 Jaime Sentís, presentó una denuncia contra su antigua empresa, que lo había denunciado por fugarse con la caja. Sentís, en su denuncia, aseguraba que desde su compañía se pagaban comisiones ilegales a Convergència Democràtica. En un principio la empresa Casinos, propiedad de Arturo Suqué, ex compañero de escuela de Jordi Pujol, regentaba tres casinos en Cataluña (Sant Pere de Ribes, Lloret y Peralada), pero ahora solo mantiene el de Peralada, pues los otros dos los trasladó a Tarragona y Barcelona. Según la denuncia de Sentís, Casinos había pagado cerca de 3.000 millones de pesetas a afines a CDC con arreglo a facturas falsas por servicios que nunca se prestaron. Sentís argumentaba que el dinero había sido entregado por orden de Suqué a Francesc Gordo y Albert Serra, ambos tesoreros de Convergència. De acuerdo con la querella, por orden de Suqué se expedían facturas falsas como documentos justificativos, facturas falsas por inserciones publicitarias inexistentes o por encuestas que nunca se realizaron. La denuncia estuvo congelada en el juzgado, pues Sentís no aportó prueba alguna. Pero en enero de 1992, dos años después, el denunciante se presentó ante el juez Gomis con abundante documentación, entre ella fotocopias de cheques bancarios con las firmas de los receptores del dinero, entre los que constaban tanto Gordo como Serra.


    El caso Pallerols


    En 1997 hubo una denuncia de ex trabajadores de los centros de formación dirigidos por Fidel Pallerols, un empresario hispano-andorrano, que puso al descubierto una compleja trama de irregularidades en el reparto de las subvenciones de los fondos de formación de empleo, lo que provocó que la Comisión Europea suspendiera su financiación durante unos meses. Un juez de Barcelona investigó si parte de aquel dinero fue a parar a las arcas de UDC. Las empresas de Pallerols, Ceifsa, Andsa y Teosa, cobraban de la Generalitat por impartir cursos de formación que posteriormente se descubriría que eran inexistentes. Una parte del dinero ingresado, según la investigación judicial, se reintegraba a UDC: o bien se efectuaban pagos en metálico a algunos dirigentes que figuraban como profesores o empleados de alguna de las tres sociedades, o bien Pallerols se encargaba de pagar alquileres de locales y comprar muebles o equipos informáticos. Josep Antoni Duran i Lleida siempre ha mantenido que UDC no obtuvo dinero de Pallerols, aunque en la sentencia se deja claro que el partido se benefició de ello. Según la investigación judicial, entre 1996 y 1999 el dinero que Pallerols remitía a las cuentas vinculadas a Unió financiaba mobiliario, material informático e incluso nóminas de personas que trabajaban para el partido. Las aportaciones de Pallerols, que intentó erigirse en uno de los empresarios más dinámicos e incluso promovió una asociación empresarial en Andorra, que en diversos actos contó con la presencia de dirigentes de UDC como Duran o Ignasi Farreres, además de engrosar las arcas de UDC, también beneficiaban presuntamente a algunos de los perceptores. En total, de acuerdo con la Guardia Civil, Pallerols habría pagado 721.000 euros en comisiones a Unió Democràtica, según consta en el sumario judicial. El caso Pallerols salió a la luz pública en 1994 y la sentencia judicial no llegó hasta enero de 2013. A pesar de que dicha sentencia de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Barcelona señalaba que UDC se lucró directamente, la sala no condenó al partido, pero sí afirmó que era «responsable civil subsidiario» como «partícipe lucrativo». Los únicos condenados fueron Lluís Gavaldà, a dieciocho meses, y Fidel Pallerols y Vicenç Gavaldà, a siete meses. Todos ellos tuvieron que ingresar en prisión a pesar de haber pedido el indulto, que fue rechazado por el Consejo de Ministros el 17 de abril de 2014.


    El caso Palau


    Fèlix Millet es sobrino nieto de Lluís Millet, uno de los fundadores del Palau de la Música y del Orfeó Català. Cuando en 1993 el patronato que gestiona el Palau-Orfeó pensó en Millet, nadie puso en duda que podría ser un buen fichaje, a pesar de haber sido condenado por estafa unos cuantos años atrás. Como la democracia cree en la reinserción, nadie puso reparos al nombre propuesto. Y el trabajo empezó a dar sus frutos. Fèlix Millet impulsó la renovación del Palau de la Música, una obra modernista de primer orden arquitectónico, pero también apostó por abrir las puertas a nuevos patrocinadores, lo que contribuyó a la buena salud y el desarrollo de una institución que pasaba por momentos difíciles. Sin embargo, la realidad fue que Millet creó una red de clientelismo político con Convergència Democràtica, al tiempo que aumentaba considerablemente su patrimonio personal.


    Millet y su mano derecha, Jordi Montull, auspiciaron un latrocinio de primer orden. No obstante, la Justicia no fue diligente. Ya en 2002, una nota anónima denunciaba el desvío de fondos. Nadie lo investigó y la denuncia fue archivada por falta de pruebas. Pero siete años después todo se precipitó. Fue la Sindicatura de Comptes de Catalunya (un Tribunal de Cuentas autonómico) la que encontró anomalías en la gestión de Millet y Montull, y la Fiscalía abrió diligencias. Millet fue destituido y la investigación posterior desveló las numerosas irregularidades cometidas, entre ellas la financiación de Convergència por parte de Ferrovial a través del Palau de la Música. Mientras que en los años ochenta CDC utilizó a una empresa del juego para financiarse irregularmente, años después sería la constructora Ferrovial. El mecanismo era sencillo: Ferrovial ingresaba el 4 por ciento de las adjudicaciones de obra pública al Palau de la Música y, de ese porcentaje, se asignaba el 2,5 por ciento a CDC y el resto constituía la comisión para Millet y Montull por su intermediación. Hay que tener en cuenta que la responsable del patrocinio del Palau de la Música en la época de Millet era la esposa del delegado de Ferrovial en Cataluña. Por esta operativa, el partido de Artur Mas tiene embargadas las sedes por valor de los cinco millones de euros que presuntamente percibió como responsable civil subsidiario. Pero la voracidad de Millet y Montull no tenía límites, y aprovecharon su cargo para que la institución les pagara las obras en sus casas, viajes de vacaciones e incluso las bodas de las dos hijas de Millet, aunque él le cobró la mitad a su consuegro.
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    Fin de régimen


     


     


    El gobierno ha situado a España en la Champions League de las economías del mundo.


     


    JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO (1960),


    presidente del gobierno español,


    11 de septiembre de 2007


     


     


    La gestión política de la mayor crisis económica y financiera que han vivido las economías occidentales desde el crac de 1929 ha puesto en evidencia el sistema político español, que se gestó durante la transición de la dictadura franquista a lo que parte de la nueva izquierda denomina «régimen del 78», porque emana de la Constitución aprobada ese año, lo que ha puesto en tela de juicio el pacto constitucional. El Estado de Derecho que preconizaba la Constitución le ha fallado de forma ostensible a la ciudadanía española. La crisis económica y financiera se gestó durante 2007 y estalló oficialmente el 15 de octubre de 2008, con la quiebra del banco de inversión estadounidense Lehman Brothers y el efecto dominó que causó en todo el sistema financiero de Occidente.


    El gobierno presidido por José Luis Rodríguez Zapatero, el líder del PSOE que encaraba su segundo mandato —a diferencia del primero, la ciudadanía había otorgado su confianza al presidente por mayoría absoluta—, se negó a ver las evidencias de la burbuja especulativa que había concentrado la mayoría de las inversiones en un mercado inmobiliario que no iba a soportar el crecimiento artificial y permanente de los precios.


    Zapatero, que durante su primer mandato aplicó un programa social destinado a subsanar las carencias del pacto entre franquistas y demócratas que había hecho posible la Transición, fue víctima de su optimismo y de los consejos de la que ha demostrado ser la peor ministra de Economía de la democracia, Elena Salgado.1 Se obcecó en negar que la crisis económica desatada en Wall Street fuera a llegar a España con resultados devastadores.


    Su cerrazón a la hora de negar la crisis duró hasta 2011, cuando se vio obligado a traicionar sus principios y congelar las pensiones. Al tomar conciencia de la gravedad de la situación, decidió convocar elecciones anticipadas y anunció que no iba a repetir como candidato.


    LA CRISIS DE 2008


    Zapatero dejó la Moncloa en una situación económica desastrosa: la prima de riesgo de la deuda española en los mercados financieros se acercaba a los 450 puntos y la tasa de desempleo alcanzó el 24,6 por ciento, unos 4,3 millones de parados. La recesión saltaba a la vista.


    Esa era la situación económica de España que iba a heredar el PP. Mariano Rajoy, presidente del partido y sucesor de Zapatero, confiaba en la capacidad de gestión económica que ya había demostrado su formación política entre 1996 y 2004. Un conocido dirigente popular, el posterior ministro Cristóbal Montoro, llegó a afirmar de los socialistas: «Que hundan España, que ya la levantaremos nosotros». Pero las matemáticas son tozudas, y, en cuanto Rajoy llegó al gobierno, las cifras alcanzaron niveles catastróficos, hasta el punto de que voces autorizadas, incluso en el seno del gobierno, se plantearon seriamente solicitar el rescate a Europa.


    Apenas unos meses después de la victoria del PP en las elecciones, a las que se había presentado con una receta contra la crisis insólita en Occidente, bajar los impuestos, los subió de forma considerable, especialmente a las clases más desfavorecidas, sin hacer esfuerzo alguno por conseguir, al menos, que las empresas del IBEX pagaran la totalidad del impuesto de sociedades. La ingeniería fiscal al servicio de las grandes corporaciones les permitía eludir buena parte de sus obligaciones tributarias.


    En el primer año de Rajoy como presidente del gobierno, la prima de riesgo alcanzó su máximo histórico, 638,342 puntos el 24 de julio de 2012. Dos meses antes, la UE había tenido que intervenir parcialmente la economía española a causa de la crisis de Bankia. El paro rebasó holgadamente los cinco millones de afectados, y los recortes eran el pan nuestro de cada día; los más sangrantes eran los que afectaban a la dependencia, la sanidad y la educación.


    Hacia finales de 2012, según la Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH), el número de desahucios llegaría a los 171.110 desde el comienzo de la crisis en julio de 2008. Ni el gobierno, ni el INE ni las entidades bancarias ofrecen datos claros ni contrastados. En el primer trimestre de 2012, según el Consejo General de Poder Judicial, se produjeron 46.559 desalojos forzosos por la vía judicial, 517 al día.


     


     


    «El contrato social se está empezando a deshacer en muchos países. La incertidumbre y los miedos a la exclusión han alcanzado a la clase media en muchas sociedades, la gente siente que está sufriendo una crisis de la que no son responsables, mientras los responsables reales con altos ingresos resultan perdonados», alertó el secretario general de la OCDE, Ángel Gurría, al presentar el informe «Estamos divididos. Por qué la desigualdad sigue creciendo». Gurría hizo un llamamiento a los gobiernos: «Tratar la cuestión de la justicia es una condición sine qua non para el restablecimiento de la confianza».2


    El informe destacaba que en el caso de España el ingreso medio del 10 por ciento de la población mejor situada era en 2008 de alrededor de 38.000 euros, casi doce veces más que el 10 por ciento que menos gana (una media de 3.500 euros), un punto más que en el informe anterior. La distancia se había estrechado respecto a la España de los años ochenta, pero no en los últimos años. Según las cifras de la Oficina Estadística Europea (Eurostat), que llegaban hasta 2010 y comparaban el 20 por ciento de los más ricos con el 20 por ciento de los más pobres, en este último año la desigualdad alcanzó el nivel más alto desde 1995 y en 2009, último que permite comparar entre los países de la Europa de los Veintisiete, solo Letonia, Lituania y Rumanía superaban a España en disparidad de rentas.


    La desigualdad española superaba la media y a países como Italia (10), aunque está por debajo de Estados Unidos (14). Se llevaban la palma México y Chile, con ratios de 26 y 27, respectivamente. Fuera de la OCDE, la brecha era muy superior en otros países, como el floreciente y admirado Brasil, donde los más ricos ganan cincuenta veces más que los peor situados. El informe también recogía el indicador Gini, en el que 1 indica desigualdad absoluta y 0 reparto perfecto, que refleja la misma tendencia «políticamente explosiva», según la OCDE.


    El estudio analizaba otros motivos de la brecha social, como los efectos de la globalización y cambios demográficos y de estructura familiar, con más hogares unipersonales, pero destacaba la brecha salarial y el sistema fiscal como las grandes causas. El beneficio había ido aumentando para los más formados y empeorando para los empleados de menor cualificación, y habían proliferado los trabajos a tiempo parcial. Por eso el organismo destacaba la importancia de invertir más en capital humano y la creación de «más y mejor empleo».


    El informe fue presentado en diciembre de 2011, en plena oleada de recortes sociales en Europa, por lo que Gurría lanzó una petición: es importante tener servicios públicos de calidad de acceso libre, como la educación, la salud y la atención, sobre todo en los países emergentes. La OCDE también puso sobre la mesa otro de los debates candentes y advirtió del recorte en los impuestos a los que más ganan, así que pidió a los gobiernos «que revisen su sistema fiscal para asegurar que los más ricos contribuyen en su justa medida en el pago de impuestos». Más que en un incremento en las tasas, la organización creía en medidas como la eliminación de las exenciones fiscales y replantearse el papel de otros tributos sobre la propiedad o la transferencia de activos.


    Gurría defendió un aumento de la fiscalidad para los más ricos, pero poniendo el acento en el 1 por ciento con los recursos más elevados o incluso en un porcentaje inferior, porque a su juicio ahí «hay margen», y dijo que en muchos casos su nivel de impuestos es relativamente menor que el de otros grupos de población. La OCDE pedía actuar. Gurría lo recalcó: «No hay nada inevitable en esta alta y creciente desigualdad». Una afirmación que grandes magnates de la economía tanto industrial como financiera también suscriben. Personalidades como Bill Gates, Warren Buffett o George Soros han pedido al gobierno de Barack Obama que suba los impuestos a las grandes fortunas y a las rentas más altas. Buffett lo expresó recientemente cuando denunció que su secretaria paga más impuestos que él. Pero ni siquiera a ellos parecen escucharles los gobiernos secuestrados por los mercados. En cualquier caso, la mayoría de la ciudadanía decidió mostrar públicamente su indignación a través de movimientos ciudadanos hartos de asistir al espectáculo de la corrupción política día sí, día también.


    Un estudio de la Universidad de Las Palmas publicado en 2014 cifraba en 40.000 millones de euros el gasto que supone la corrupción política para el erario público. Son datos que contrastan con prácticas flagrantemente fraudulentas llevadas a cabo por la mayoría de las cajas de ahorros con problemas, como la colocación de preferentes a ahorradores comunes sin informarles de que el producto financiero iba a retener sus ahorros de por vida.


    EL FRACASO DE LOS MECANISMOS DE CONTROL


    La impotencia de la ciudadanía ante los innumerables casos de corrupción se debe, en gran parte, a que el fraude se ha vuelto sistémico a causa del fracaso de los mecanismos de control. La propia existencia del Tribunal de Cuentas está en cuestión debido a su ineficiencia. Las auditorías de los partidos políticos tardan una media de seis años, por encima del plazo de prescripción judicial de los eventuales delitos que encuentren; algo harto improbable porque la documentación que se audita la entrega cada partido, y no consta que los miembros del tribunal hayan hecho en toda su historia una sola visita a la sede de una organización para cotejar con la original la información remitida al tribunal.


    Solo queda, pues, la Justicia. La ausencia de una separación real de poderes en España permite que el gobierno de turno designe a la mayoría de los vocales del Consejo General del Poder Judicial, que puede cambiar de destino al magistrado que se inmiscuya donde no debe. Y si esa estrategia fracasa, siempre se puede llevar al magistrado díscolo ante un tribunal elegido ad hoc con el propósito de inhabilitar al enemigo.


    El caso Gürtel, una de las tramas de financiación ilegal del PP más escandalosas por el descaro con el que actuaban los implicados, se ha llevado ya por delante a dos jueces de la Audiencia Nacional. Entre ellos Baltasar Garzón, que era responsable del Juzgado Central de Instrucción número 5 cuando recibió las primeras denuncias de un concejal de una localidad madrileña que disponía de grabaciones probatorias. Garzón abrió inmediatamente diligencias. Dado que era propietario de su plaza en la Audiencia Nacional, asignarle otro destino no era una opción. Había que acabar con él para neutralizar la investigación de la Gürtel.


    A medida que las pesquisas de Garzón iban confirmando la estrecha relación entre los jefes de la trama corrupta y la dirección del PP, empezaron a lloverle querellas. La primera por cohecho, por haber solicitado al Banco Santander que patrocinara un curso que iba a impartir en la Universidad de Nueva York; y es que en el pasado había rechazado una querella contra el banco. La segunda, que estuvo a punto de prosperar, fue por vulnerar la Ley de Amnistía de 1977 cuando decidió abrir una causa general contra los crímenes del franquismo a petición de varios colectivos de familiares de las víctimas. La tercera fue la que permitió su inhabilitación. Afrontó una acusación por vulnerar los derechos de uno de los miembros de la Gürtel encarcelados, al autorizar escuchas en una reunión del preso con un abogado. No era su representante legal y, además, estaba también imputado por su presunta pertenencia a la trama. Un error menor en el procedimiento, merecedor en todo caso de una sanción, que permitió al tribunal condenar a Garzón a una pena de inhabilitación que suponía, de hecho, su expulsión de la carrera judicial.


    El único mecanismo de control digno de cierta confianza era la Fiscalía Anticorrupción, hasta que el PP recuperó el gobierno en 2011. Pero Anticorrupción ya no es una garantía. Hasta 2012, cuando la Fiscalía Anticorrupción intervenía como acusación en cualquier procedimiento, solo cabía una lectura: que el procesado había perdido el favor del aparato del Estado, el cual, además, necesitaba que las diligencias llegaran hasta el final. No siempre recibía autorización para intervenir, pero cuando lo hacía adoptaba la condición de implacable perro de presa.


    Eso empezó a cambiar cuando la instrucción del caso Nóos, en el que se acusa al ahora ex duque de Palma, Iñaki Urdangarín, de enriquecerse a costa de las administraciones públicas a cambio de servicios ficticios, dejó claro que, más pronto que tarde, habría que tomar una decisión sobre la imputación o no de la esposa del investigado, nada menos que la infanta Cristina.


    Fue entonces cuando el ministro de Justicia de la época, Alberto Ruiz-Gallardón, y el fiscal general del Estado, Eduardo Torres-Dulce, decidieron hacer uso del escalafón y aprovechar que la Fiscalía es un cuerpo jerárquico para tirar de galones y disponer que el fiscal anticorrupción personado en el caso Nóos, Pedro Horrach —un funcionario de trayectoria intachable cuyo compromiso contra la corrupción había sido probado con creces—, centrara todos sus esfuerzos en lograr que el juez instructor de la causa, José Castro, no imputara a la infanta Cristina.


    En el primer escándalo de corrupción política que salpicaba directamente a la Corona, la Fiscalía Anticorrupción perdió por primera vez su condición de azote de los oligarcas, al menos de aquellos que las instituciones ya no podían defender. Y lo que parecía ser la excepción se convirtió en la regla. El aparato del Estado decidió entonces fagocitar a Anticorrupción y usar la Fiscalía especial como instrumento al servicio de la defensa de aquellos poderosos a los que al gobierno le convenía defender.


    Tanto es así que, en el último año, cuando Anticorrupción ha protagonizado titulares de prensa ha sido por convertirse en una herramienta del Ejecutivo para sabotear a los jueces responsables de instruir procedimientos contra aliados del gobierno del PP oponiéndose a la imputación de personalidades de renombre a pesar de las pruebas o incluso recurriendo autos de ingreso en prisión.


    La situación, según fuentes judiciales, está generando tensiones no solo entre magistrados y fiscales, sino también entre los miembros de Anticorrupción más comprometidos con el objeto de la institución. Y también incomoda a los cuerpos de seguridad que, en funciones de policía judicial, han tenido que adoptar en el último año el papel de acusadores sin cobertura alguna, como la Unidad de Delitos Económicos y Fiscales (UDEF) del Cuerpo Nacional de Policía o la Unidad Central Operativa (UCO) de la Guardia Civil. El malestar, sin embargo, no ha llegado al Consejo Fiscal, que el pasado día 16 ratificó a Antonio Salinas como fiscal jefe Anticorrupción por cinco años más, con lo que su mandato se prolongará quince años.


    Estos son los principales casos en que la Fiscalía Anticorrupción, en lugar de alinearse con el magistrado responsable de la instrucción, ha procedido en realidad como defensa de los investigados:


     


    La infanta Cristina y Nóos. Hasta en tres ocasiones el fiscal Pedro Horrach se opuso a las intenciones del juez instructor del caso Nóos, José Castro, de imputar a la infanta Cristina de Borbón en la causa que se sigue contra su marido y contra Diego Torres. Nóos era una fundación que se declaraba sin ánimo de lucro. Sin embargo, todo el dinero que llegaba de las administraciones públicas se lo repartían Urdangarín y Torres. Para desviar el dinero de Nóos a sus cuentas, Urdangarín utilizaba la sociedad patrimonial que preside la infanta, Aizoon. De los cinco miembros del consejo de Nóos, la infanta es la única que no está imputada, mientras que sí lo están la esposa de Torres o el propio secretario de la infanta, Carlos García Revenga.


    A primeros de abril de 2013, el juez Castro decidió citar a la infanta en calidad de imputada. Inmediatamente, el fiscal Horrach, que junto con Castro había sido uno de los principales impulsores de la investigación, recurrió la decisión del magistrado. La Audiencia de Palma dejó sin efecto la decisión del juez Castro, aunque le dejó un resquicio para volver a citar a la infanta como imputada si se cargaba de razones. Los indicios acumulados por el juez Castro empezaron a apuntar de nuevo a una eventual imputación de la infanta ya en noviembre. Sin que nadie se lo pidiera, el fiscal Horrach presentó un escrito en el que se oponía de forma preventiva a la imputación de la infanta. Y, cuando la segunda semana de noviembre el juez Castro pidió a las partes que se pronunciaran sobre la imputación de la duquesa de Palma, Horrach volvió a oponerse.


     


    Miguel Blesa. Aunque no fue propiamente la Fiscalía Anticorrupción, sino la de Madrid, las dos veces en que el titular del Juzgado de Instrucción número 9 de Madrid, Elpidio José Silva —inhabilitado en la actualidad—, envió a prisión al ex presidente de Caja Madrid y ex compañero de pupitre de José María Aznar, Miguel Blesa, por algunas de las irregularidades en la gestión de la entidad financiera que acabaron por provocar su intervención, se encontró con la oposición del ministerio público. Y no solo eso, sino que, además, la Fiscalía de Madrid acabó querellándose contra el juez Silva por las decisiones que tomó respecto a Blesa. Es decir, Silva ha acabado imputado por encarcelar a Blesa, aunque el ex presidente de Caja Madrid solo pasó una noche en prisión.


    Los correos electrónicos de Blesa conocidos en el transcurso de esas semanas evidenciaban que había motivos más que sobrados para adoptar medidas cautelares contra el ex presidente de Caja Madrid. Silva se lamentaba amargamente de que ningún fiscal se hubiera interesado por los correos. Pero el Tribunal Superior de Justicia de Madrid consideraba que formaban parte exclusivamente de las comunicaciones privadas del antiguo máximo responsable de la caja y que no podían ser objeto de investigación.


     


    El PP, Bárcenas y la Gürtel. En el caso Gürtel y su principal derivada, el caso Bárcenas, Anticorrupción ha llegado aún más lejos en su intento de proteger a los investigados del juez instructor. Si el responsable de la investigación, el juez Pablo Ruz, expulsó en su día al PP de la causa, en la que estaba presente como acusación particular, por razones obvias, a finales de 2013 la Fiscalía se puso al servicio del partido del gobierno para que pudiera acceder a la causa. Fue Anticorrupción la que presentó al juez Ruz un escrito, que previamente había recibido de la formación de Mariano Rajoy, que criticaba duramente el informe de la policía sobre los supuestos pagos en negro de las obras en la sede de Génova.


    El abogado del PP, Alberto Durán, registró el 2 de diciembre de 2013 en la Fiscalía Anticorrupción un escrito para que esta se sirviera «de darle el curso que en Derecho proceda». Anticorrupción lo entregó a Ruz como si lo hiciera en nombre del partido de Rajoy. Y es un contrainforme sobre los pagos de las obras en Génova que intenta rebatir punto por punto las conclusiones provisionales a las que llegó la policía. Fue con el contenido del informe de la UDEF y otro de la Agencia Tributaria que Ruz dictó un auto el 22 de noviembre en el que aseguraba que los datos en su poder permitían «confirmar a nivel indiciario la presunta existencia por parte del Partido Popular de una cierta corriente financiera de cobros y pagos continua en el tiempo al margen de la contabilidad remitida al Tribunal de Cuentas».


    La utilización de la Fiscalía Anticorrupción acabó por volverse en contra del PP porque Ruz descubrió que el partido había entregado documentos al ministerio público que él mismo no poseía. Eso motivó que el juez ordenara por primera vez en la historia de la democracia el registro de la sede del partido de gobierno, un registro que se prolongó durante más de catorce horas y en el que se incautaron cerca de cinco mil documentos sobre la presunta contabilidad B del PP.


     


    La esposa de Ignacio González. En el caso del polémico ático que el ex presidente de la Comunidad de Madrid, Ignacio González, posee en Estepona, las contradicciones en las que incurrió Anticorrupción pusieron de manifiesto que la jerarquía del cuerpo estaba obligando a fiscales de prestigio a adoptar posiciones que rozaban el bochorno. El 29 de noviembre de 2013 el fiscal anticorrupción de Málaga, Juan Carlos López Caballero, remitía un escrito a la titular del Juzgado de Instrucción número 5 de Estepona, Mariana Peregrina, en el que se oponía al archivo de la causa porque el inmueble fue adquirido a través de una sociedad instrumental domiciliada en el paraíso fiscal de Delaware, Coast Investments —que el representante del ministerio público consideraba «ciertamente opaca»—, por 1.150.000 euros, de los que, presuntamente, 400.000 fueron pagados en B.


    Fue el propio Ignacio González quien pidió el archivo de las diligencias por estar siendo investigado sin haber sido llamado a declarar. Pero en su escrito López Caballero consideraba imprescindible aclarar quién está detrás de Coast Investments para proceder a una eventual imputación de los compradores del ático, Ignacio González y su esposa, Lourdes Cavero. Sin embargo, cuando la juez decidió imputar a la esposa de González por blanqueo de capitales y delito fiscal, remitir la causa a la Audiencia Nacional porque la operación tuvo lugar en el extranjero y, en la parte que afecta al presidente madrileño, al Tribunal Superior de Justicia de Madrid por su condición de aforado, el fiscal cambió diametralmente de criterio.


    López Caballero recurrió la imputación de Lourdes Cavero directamente ante la Audiencia de Málaga con el argumento de que «únicamente se alude a la existencia de una sociedad extranjera ad hoc, con una estructura organizada y para cuya comisión se han podido utilizar sociedades fiduciarias opacas pero sin aclarar cuál sea el delito antecedente de ese blanqueo de capitales ni la modalidad comisiva ni sus posibles responsables». A juicio del fiscal, «en este momento procesal» no se había acreditado la participación de Cavero en ningún delito contra la Hacienda Pública o de blanqueo. No parece que López Caballero decidiera fundamentar así su recurso por voluntad propia.


     


    El Palau de la Música y CiU. Parece que el titular del Juzgado de Instrucción número 30 de Barcelona, Josep Maria Pijuan, dio prioridad a la velocidad a la hora de cerrar la investigación del expolio del Palau de la Música Catalana a manos del ex presidente de la institución, Fèlix Millet, y de su mano derecha y ex director general, Jordi Montull. Millet y Montull, además, desviaron, según el auto emitido por Pijuan el 12 de julio de 2013, más de 6,6 millones de euros para la financiación ilegal de Convergència Democràtica de Catalunya en diversas operaciones, sin que el juez Pijuan haya sentado en el banquillo a alto responsable alguno del partido.


    De hecho, no consta que hayan sido investigadas dos de las personalidades a las que se señalaba como responsables últimos de la financiación de CDC: el consejero de Empresa y Empleo, Felip Puig, que hasta 2003 era al mismo tiempo secretario de organización de Convergència y consejero de Obras Públicas, y el actual consejero de Justicia, Germà Gordó, en aquel entonces gerente del partido con unas atribuciones muy superiores a las del tesorero. Pijuan se iba a jubilar a finales de 2013 y no parecía que los fiscales anticorrupción asignados al caso, Pedro Ariche y Emilio Sánchez Ulled, tuvieran la intención de pedir que se reabriera la instrucción para esclarecer si las responsabilidades en Convergència iban más allá del tesorero.


    LA OBLIGACIÓN DE PROTEGER AL «ESTABLISHMENT»


    Los verdaderos intocables son los miembros de la élite que han regido los destinos de España más allá del poder político y prácticamente a salvo de persecución alguna. La crisis económica y financiera que ha asolado Occidente parece empezar a disiparse. El ministro de Economía español ha anunciado que el producto interior bruto español cerrará este año con un crecimiento del 4 por ciento. Pero los ocho años transcurridos desde el fatídico lunes 15 de septiembre de 2008, el día en que quebró el banco estadounidense Lehman Brothers y causó un efecto dominó que amenazó al conjunto del mayor sistema financiero del mundo, han tenido un coste personal y social para la ciudadanía española.


    La clase media se ha convertido en un feliz recuerdo. El conjunto de los trabajadores han perdido un 30 por ciento del poder adquisitivo durante la crisis. La desigualdad social no es especialmente negativa para los poderosos, y no solo porque abarate los costes laborales, sino porque crea una brecha entre ricos y pobres que recupera el concepto marxista de «proletariado», aquellos que solo cuentan con su propia prole como propiedad.


    Pero las élites más selectas se muestran preocupadas ante el cambio político que parece avecinarse en España. Temen que el objetivo programático declarado por Podemos, acabar con el régimen del 78, sea un anuncio del fin del statu quo establecido por el pacto que alumbró la Transición. Muchos de los miembros de la élite son descendientes directos de franquistas que quedaron impunes de sus fechorías.


    En un plano más mundano, la formación de Pablo Iglesias se muestra dispuesta a acabar con las sicav y obligar a las grandes corporaciones a cumplir realmente con sus obligaciones tributarias para que la carga de financiar al Estado deje de recaer exclusivamente en los trabajadores. Además, amenazan con imponer límites a los salarios de los directivos empresariales. Por esa razón, los intocables son firmes defensores del bipartidismo, y aquellos que se sienten defraudados con los grandes partidos cuentan con Ciudadanos, de Albert Rivera.


    La capacidad de un eventual gobierno participado por Podemos para cambiar las reglas del juego por las que se rigen las élites es limitada. Las posibilidades de que en España se implante una democracia real, sin intocables, son escasas. Y eso siempre que Podemos no se vea tentado a integrarse en el sistema, de manera que el cambio consista en sustituir un bipartidismo por otro en el que Ciudadanos dé la réplica a los de Pablo Iglesias.
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    Hartazgo ciudadano


     


     


    En tiempos de engaño universal, decir la verdad se convierte en un acto revolucionario.


     


    GEORGE ORWELL (1903-1950),


    escritor británico


    DEL 15-M A PODEMOS


    Las protestas que dieron inicio el 15 de mayo de 2011 fueron la eclosión de un movimiento ciudadano que se había estado larvando durante los tres años anteriores. Cuando en 2008 España entró en crisis económica, que se extendió a una crisis política, social, institucional e incluso de valores, en diversos sectores, entonces desconectados, se tuvo la impresión de que se debía hacer algo. El ejemplo que cundió en varios colectivos fue la revuelta ciudadana en Islandia. Este país nórdico fue de los primeros en padecer las consecuencias de la crisis iniciada en Estados Unidos, que se propagó a todo el mundo, pero básicamente a Europa, el continente del Estado del bienestar. En Islandia se rechazó el pago de la deuda externa, se exigieron responsabilidades judiciales a los banqueros y políticos, y se inició un proceso constituyente.


    En España, el descontento se fraguó con una huelga general, el 29 de septiembre de 2010, contra la reforma laboral del presidente socialista José Luis Rodríguez Zapatero, quien, mientras que en la primera legislatura había gobernado desde posiciones progresistas, en la segunda se plegó a los intereses de las organizaciones internacionales. La primera gran medida que adoptó fue una nueva reforma del mercado de trabajo, sobre todo en lo concerniente al sistema público de pensiones. Las protestas en Europa contra la nueva política económica impuesta desde organizaciones internacionales como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial o el Banco Central Europeo eran cada vez más numerosas. La soberanía nacional iba dejando paso a decisiones de tecnócratas. La crisis golpeaba cada vez con más fuerza a las capas de la sociedad más vulnerables. En octubre de 2010 se hizo famoso un veterano resistente francés llamado Stéphane Hessel.1 Publicó un panfleto titulado ¡Indignaos!2 que causó verdadero fervor. «Convoquemos una verdadera insurrección pacífica contra los medios de comunicación de masas que no propongan como horizonte para nuestra juventud otras cosas que no sean el consumo en masa, el desprecio hacia los más débiles y hacia la cultura, la amnesia generalizada y la competición excesiva contra todos.»


    A comienzos de 2011 se empezaron a vehicular distintas iniciativas, como grupos locales que animaban a la ciudadanía a salir a protestar en demanda de una democracia menos formal y más participativa. Las nuevas redes sociales, como Facebook o Twitter, favorecieron la transmisión de información. Así, el 20 de febrero de 2011 se creó en Facebook la página «Plataforma de coordinación de grupos pro-movilización ciudadana». Un mes después, este grupo pasó a llamarse Democracia Real Ya, desde el que se activa una página web con un manifiesto y propuestas políticas, y se convocan las primeras manifestaciones para el 15 de mayo de 2011. Antes, no obstante, había habido otras protestas y manifestaciones, sobre todo la del 30 de marzo, cuando una huelga general de estudiantes paralizó los institutos y las universidades españoles. El 15 de mayo de 2011, en más de cincuenta ciudades españolas, cientos de miles de ciudadanos salieron a las calles. La manifestación de Madrid terminó en la Puerta del Sol y allí acamparon unas cuarenta personas, que esa madrugada fueron desalojadas. La policía detuvo a diecinueve de ellas por alterar el orden. Sin embargo, dos días después unas diez mil personas se congregaron en la Puerta del Sol en una asamblea abierta. Otras ciudades emularon a Madrid, y en Barcelona se ocupó la también céntrica y emblemática plaza de Catalunya. Se iniciaban las acampadas en más de un centenar de plazas públicas de España.


    Los indignados, desde jóvenes estudiantes hasta abuelos jubilados, se mantuvieron acampados a pesar de la prohibición de la Junta Electoral Central, el organismo que vela por la limpieza de las elecciones. Hay que tener en cuenta que por entonces estaba empezando la campaña electoral de las elecciones municipales y autonómicas. Al final, el partido más perjudicado fue el PSOE, que vio como perdía la emblemática Barcelona, que llevaba gobernando desde 1979, y como el PP obtenía los mejores resultados de su historia. El votante de izquierdas, sobre todo el socialista, se quedó en su casa y no fue a votar en protesta por la deriva liberal del, en principio, gobierno socialdemócrata de Zapatero. En uno de sus artículos, la socióloga Belén Barreiro dejó claro que la crisis económica había desencadenado la crisis política e institucional. «Cuando los resultados de la democracia son malos para la gran mayoría y además se perciben como injustos, los procedimientos en la toma de decisiones se colocan en el punto de mira.»3 La política económica, tanto la del último Zapatero como la de Rajoy, fue llevada a cabo sin tener en cuenta las preferencias ciudadanas, expresadas en las calles en las miles de manifestaciones. Barreiro también mantenía que los gobiernos no deben decidir a golpe de sondeo demoscópico, pero sí que tienen que escuchar las opiniones ciudadanas y de los expertos, sobre todo cuando las políticas empleadas empobrecen.


    Algunas acampadas, básicamente las de Madrid y Barcelona, prosiguieron hasta junio, cuando las fuerzas del orden desalojaron a los concentrados. Pero la cosa no terminó ahí. La indignación salió del centro de las grandes ciudades y se trasladó a los barrios, donde se constituyeron asambleas populares que trabajaron hasta octubre. Estas asambleas periféricas terminaron constituyendo diversas plataformas sectoriales, como las mareas a favor de la educación y la sanidad pública, las plataformas antidesahucios, los «yayoflautas», la defensa del agua pública, etc.


    Las acampadas del 15-M se caracterizaron, por ejemplo, por la horizontalidad, la colectividad, la inclusividad, la no violencia, la organización en red y el uso de las tecnologías de la información. Los autores del manifiesto inicial de Democracia Real Ya se mostraban indignados por el panorama político, marcado por la corrupción y la connivencia entre la política, la banca y los empresarios. Miguel Artola consideraba que las grandes familias aristocráticas de España, junto con la alta burguesía, crearon una nueva clase social, llamada «clase ociosa», que controla los resortes del poder y que aúna en su seno a cierta clase política, la bancaria y la empresarial. Este bloque de poder «hegemonizó el poder económico en España y constituyó uno de los mayores obstáculos para la instauración de la democracia».4


    Aquellas asambleas presagiaban la posibilidad de que naciera algo nuevo en el mundo de la política. Había fuerza, pero las asambleas fueron diluyéndose y las «clases ociosas» de las que hablaba Artola mantuvieron el poder que siempre han detentado. No obstante, ya hubo quien vislumbró que algo se movía. Belén Barreiro, en un artículo de julio de 2012, hacía política ficción y auguraba la eclosión de una nueva formación política tras unas hipotéticas elecciones celebradas en junio de 2016:


     


    El Partido Radical celebra lo que hasta hace unas horas era una incierta victoria. La nueva fuerza política se define a sí misma como una «plataforma»: rechaza explícitamente el uso de la palabra «partido». Se trata de una agrupación variopinta de ciudadanos, asociaciones y movimientos sociales, unida bajo un programa político común, inusualmente breve (no llega a las 40 páginas), pero dotado de contenido, y enormemente ambicioso. Su líder es una mujer de 37 años, capaz, preparada, y sin experiencia política previa. Detrás de ella, en las listas al Congreso de los Diputados, se alternan sin criterio aparente los nombres de unas pocas personas conocidas, los de algunos políticos provenientes de los partidos tradicionales y los de individuos anónimos, que han dejado temporalmente sus trabajos, muchos de ellos de alta cualificación, para defender un proyecto de «rescate ciudadano», el lema del PR en estos comicios.5


     


    Según Barreiro, el nacimiento de este nuevo partido obedecía a dos fracturas.


     


    La primera, la que se produjo entre quienes gozan de una vivienda en propiedad y un trabajo estable, y quienes, por haber nacido años más tarde, han visto usurpados una parte de los derechos sociales que sí tenían sus padres. La fractura, por tanto, es aparentemente generacional. En la práctica, sin embargo, la fuente del conflicto no es la edad sino los derechos asociados a la misma. Resulta llamativo que ninguno de los partidos tradicionales haya entendido a tiempo la magnitud de esta nueva fractura social.6


     


    Pero, para la socióloga, la segunda fractura


     


    tiene, en gran medida, su origen en la crisis institucional que ha convivido con la recesión económica estos últimos años. Una larga lista de escándalos y errores ha ido salpicando a casi todas las instituciones de la democracia, forjando en la ciudadanía la imagen de una sociedad dividida entre un grupúsculo de privilegiados y una masa de personas que se han ido despertando con nuevas y mayores dificultades.7


     


    Este texto de política ficción, escrito al inicio del verano de 2012, auguraba el nacimiento de un Partido Radical. Barreiro se equivocó de nombre y de fecha, pues el surgimiento de un movimiento similar se produjo ya en la primavera de 2014 con el objetivo de presentarse a las elecciones europeas: Podemos.


    El nacimiento de Podemos


    El movimiento del 15-M fue la base sobre la que, tres años después, nacería Podemos. Muchos de sus dirigentes participaron en aquellas asambleas. Muchos de ellos formaban parte de la izquierda marginal, fuera de los grandes partidos. Incluso habían colaborado activamente. Juan Carlos Monedero y Pablo Iglesias, por ejemplo, formaban parte del mundo de Izquierda Unida. En cambio, Pablo Echenique, Luis Alegre o Miguel Urbán pertenecían a Izquierda Anticapitalista, un pequeño grupo. La Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense fue el foco donde se formaron la mayoría de los futuros dirigentes de Podemos. Mucho antes del 15-M de 2011, en el año 2006, nació la Asociación Universitaria Contrapoder. Allí se conocieron Iglesias, Íñigo Errejón, Rita Maestre, Tania González y Carolina Bescansa, entre otros. Todos ellos eran jóvenes profesores, y muchos tuvieron de mentores universitarios a Heriberto Cairo y/o Francisco Patxi Aldecoa. El primero de ellos fue el director de la tesis doctoral de Iglesias y decano de la facultad a partir de 2010. Aldecoa, por su parte, fue el sucesor de Cairo tras volver de la Universidad del País Vasco. Tanto Cairo como Aldecoa han marcado ideológicamente al posterior grupo dirigente de Podemos surgido en la facultad de políticas, sin olvidar las enseñanzas de Jorge Verstrynge, el antiguo dirigente de Alianza Popular, que con el paso de los años viró hacia la izquierda política. Mientras, en la facultad de filosofía de la misma universidad surgía otro grupo, liderado por Luis Alegre, cuyo mentor era Carlos Fernández Liria. Mientras que los jóvenes politólogos son seguidores de las enseñanzas del marxista italiano Antonio Gramsci,8 los filósofos se consideran unos marxistas ilustrados. Los gramscianos, además, beben de las fuentes del filósofo argentino Ernesto Laclau,9 que reemplaza las básicas nociones marxistas de «proletariado» y «lucha de clases» por las de «pueblo» y «democracia radical». Laclau es el filósofo político de cabecera de los dirigentes populistas de izquierdas de América Latina, sobre todo de Néstor Kirchner.10 «El populismo emerge cuando los cauces institucionales bloquean una y otra vez las demandas colectivas», asegura Laclau en su obra principal, La razón populista.11


    Estos jóvenes profesores de políticas, sociología y filosofía fueron partícipes activos de los movimientos sociales del 15-M. Se dieron cuenta de que la ciudadanía desconfiaba cada vez más de los políticos al uso. La muchedumbre, el pueblo, se había quedado huérfana de papeleta electoral. Por una parte, estaban los jóvenes, a quienes la crisis de 2008 les había dejado sin un futuro igual o mejor que el de sus padres, lo que les llevaba a un callejón sin salida de pobreza normalizada. Por otra, estaban los militantes de la izquierda extraparlamentaria que el régimen constitucional había marginado. Podemos se convertirá en la estructura organizada creada a consecuencia del descontento que había cristalizado en el 15-M. Se podría decir que en el origen ideológico de Podemos cabe encontrar el comunismo universitario, siempre y cuando por comunismo entendamos la defensa de lo común. Y, en tercer lugar, estaría la izquierda seguidora de los postulados del Mayo del 68. Junto con Laclau, en los jóvenes dirigentes de Podemos influyen las lecturas de Michael Hardt,12 Antonio Negri,13 Slavoj Žižek14 y Alain Badiou.15


    Además, el momento del nacimiento fue propicio. La socialdemocracia española se había quedado huérfana de discurso en mayo de 2010, cuando se plegó a la voluntad de los mercados, del liberalismo emanado de los organismos internacionales, que chantajeaban a España, como hacían con Italia, Francia y otros países, amenazándolos con cerrar el grifo del crédito internacional. Así, los dirigentes de Podemos tenían un claro objetivo programático, la defensa del Estado del bienestar, y su éxito se fundamentó en el fracaso de sus adversarios.


    El 15-M catalizó aquellos impulsos: juventud, impugnación de la izquierda parlamentaria y transversalidad en la protesta. Otro punto en común en el entramado fundador de Podemos era América Latina. Santiago Alba Rico, uno de los firmantes del manifiesto que daría lugar a la nueva formación, ha definido a Podemos de la siguiente manera:


     


    Podemos es populista, chavista, tacticista, neolerruxista, comunista, reformista, asambleario, elitista y adanista. Es todo esto a la vez no tanto en virtud de una teorización laclauliana de los «significantes vacíos» sino porque tiene que moverse sin parar (¡sin parar!) en los sinuosos y estrechos pasadizos abricerrados entre los distintos bloques que hay que rodear —sin dejar de tocarlos— para voltear el régimen de 1978. Hay que atraerse a la gente y su sentido común vertedero sin desligarse de los movimientos sociales y sus verdades estériles; hay que promover la unidad ciudadana buscando en el horizonte la unidad de la izquierda; hay que exponerse en los medios evitando los liderazgos vacíos y la decrepitud del mercado; hay que hacer política de salón, de asamblea, de calle, de despacho.16


     


    Para este filósofo,


     


    Podemos es una cura improvisada camino del hospital: un botiquín de urgencia. Conviene no pensar en él como un proyecto revolucionario sino más bien como una operación de enfermería para una España malherida. Pero en esta España malherida, en esta Europa recidiva de populismos protofascistas y globalización a machetazos, una tirita y una aspirina contienen una potencia revolucionaria que ninguno de los poderes económicos y políticos que fraguaron el mundo tras la Segunda Guerra Mundial se puede permitir. A partir de ahí, todo es de nuevo posible.17


     


    Otra visión es la de Enrique Gil Calvo. Para este articulista, la eclosión de Podemos se debe a la crisis del régimen de la Transición. «Los prerrequisitos que alimentan las crisis son los conflictos pendientes de resolver, las carencias institucionales y los impactos sociales de las crisis económicas, todos los cuales se cumplen en nuestro caso.»18 Ante la profunda crisis, Gil Calvo anota que se inició «un círculo vicioso entre la polarización y la radicalización de los movimientos sociales y el inmovilismo y la impotencia gubernamentales, que se realimentan mutuamente a riesgo de provocar la quiebra del régimen o su profunda recomposición institucional».19


    Podemos nació el 12 de enero de 2014, cuando Público.es publicó el manifiesto «Mover ficha: convertir la indignación en cambio político». Dos días después, se conocía que el profesor universitario y habitual de las tertulias televisivas Pablo Iglesias sería el líder del proyecto. La presentación pública se produjo el 17 de enero en el teatro de Barrio de Madrid, y su primera prueba de fuego fueron las elecciones europeas de mayo de 2014, solo cinco meses después de su fundación. Fue la sorpresa de la noche electoral al obtener 1,2 millones de votos y cuatro diputados. Podemos, que usa el lema «Yes, we can» del presidente estadounidense Barack Obama, formalizó su constitución como partido político tras la asamblea ciudadana que concluyó el 19 de octubre en Madrid con la elección de la dirección liderada por Pablo Iglesias.


    La siguiente prueba fueron las elecciones autonómicas andaluzas del 22 de marzo de 2015. La candidata de Podemos fue Teresa Rodríguez, una de sus fundadoras; obtuvo el 20,5 por ciento de los votos y catorce diputados, y se situó como tercera fuerza en el nuevo Parlamento andaluz, tras el PSOE y el PP. Posteriormente, Podemos presentó listas propias bajo su nombre al resto de las elecciones autonómicas del 24 de mayo de 2014. En cambio, en las municipales apoyó candidaturas ciudadanas o populares. Así, en los nuevos parlamentos surgidos de las votaciones de mayo, Podemos se situó en la mayoría de los casos en tercera posición: en Aragón obtuvo catorce diputados y el 20,5 por ciento de los votos; en Asturias nueve escaños (19 por ciento); en las islas Baleares diez diputados (14,6 por ciento); en Canarias siete escaños (14,5 por ciento); en Cantabria tres diputados (8,8 por ciento); en Castilla-La Mancha tres escaños (9,7 por ciento); en Castilla y León diez diputados (12,1 por ciento), y en Valencia trece escaños (11,2 por ciento).


    Pero quizá el mayor éxito de Podemos el 24 de mayo de 2015 fue participar en las candidaturas ciudadanas de Madrid y Barcelona, que se alzaron con la victoria. Manuela Carmena y Ada Colau fueron elegidas alcaldesas de las dos ciudades más grandes de España, y aunque ninguna de las dos pertenezca a Podemos, sí que contaron con esta formación dentro de su amplia candidatura, integrada también por activistas sociales e incluso militantes de partidos de izquierda como Iniciativa per Catalunya y Esquerra Unida en el caso de Barcelona, mientras que en Madrid la lista liderada por la ex juez Carmena no pudo incluir a Izquierda Unida como organización, pero sí a ex dirigentes de esta formación.


    EL EFECTO CIUDADANOS


    Si el movimiento del 15-M provocó la eclosión de Podemos en el ámbito político, otro tipo de crisis desembocó en el nacimiento de Ciudadanos (C’s). En 2004, cuando España gozaba de una buena salud económica, un grupo de intelectuales y profesionales catalanes, críticos con el nacionalismo-catalanismo, llegaron a la conclusión de que era el momento de dar el paso y constituir un partido político. Según explica Álex Sàlmon en El enigma Ciutadans,20 fue Arcadi Espada quien asumió que había llegado el momento de «verificar la realidad». En junio de 2004 el diario El Mundo publicó la primera información de que se gestaba un nuevo partido antinacionalista. A pesar de que casi todos los integrantes del grupo, todos ellos con fuertes vínculos con el mundo editorial, colaboraban con medios de comunicación como articulistas, no se había filtrado que durante un año habían estado almorzando periódicamente para dar forma a la nueva formación. Así, fue un almuerzo en el restaurante del hotel Barceló Sants de Barcelona donde Félix de Azúa,21 Basilio Baltasar,22 Albert Boadella,23 Francesc de Carreras,24 Teresa Giménez Barbat,25 Félix Ovejero,26 Xavier Pericay,27 Ferran Toutain,28 Iván Tubau29 y Arcadi Espada30 propusieron la creación de un nuevo partido político. Coincidiendo con el primer manifiesto, ya en 2005, se incorporaron Ana Nuño,31 Félix Pérez Romera,32 Ponç Puigdevall,33 Carlos Trías34 y Horacio Vázquez Rial,35 entre otros, y en junio de ese mismo año se realizó la presentación en sociedad de Ciutadans-Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía. El nombre fue fruto de las meninges de Ovejero y De Carreras. Los pasos eran pequeños pero firmes. El 4 de marzo de 2006, Boadella creó y dirigió el espectáculo de presentación pública de la nueva formación, muy crítica con el nacionalismo catalán. Allí, un Boadella disfrazado de policía autonómico catalán hizo de maestro de ceremonias, y Pérez Romera, que todo indicaba que sería el líder del nuevo partido, condujo el acto. En él tomaron la palabra diversos de los promotores y algunos asistentes como «público», entre los que estaba el joven licenciado en derecho y alumno aventajado de De Carreras Albert Rivera,36 que asistió a instancias de su madre. El congreso fundacional se celebró el 9 de julio de 2006, en el mismo hotel en el que Convergència Democràtica celebra habitualmente sus consejos nacionales (el máximo órgano de gobierno de la formación). Rivera se impuso a Giménez Barbat, que con el paso del tiempo recalaría en Unión Progreso y Democracia, de Rosa Díez. Según explica Sàlmon, el presidente de la marca de relojes Festina fue uno de los primeros y principales financiadores de Ciudadanos, una organización en la que confluyeron asociaciones como Cadeca, Asociación por la Tolerancia, Asociación Cultural Miguel de Cervantes, Foro Babel, Convivencia Cívica Catalana y, finalmente, Iniciativa No Nacionalista, todas ellas muy activas desde los años noventa como defensoras del idioma castellano y contrarias a la inmersión lingüística en catalán en las escuelas. «Así pues, vimos nacer a Ciutadans. Nacer como un partido monotemático, consagrado exclusivamente a combatir el nacionalismo catalán y, muy en particular, sus políticas lingüísticas. Pero a hacerlo no desde el rancio derechismo del Partido Popular, sino desde el frescor, el descaro y la desinhibición que tan bien sintetizó el cartel de Rivera desnudo durante la campaña de las elecciones catalanas de noviembre de 2006.»37 Así ha definido el historiador Joan B. Culla el nacimiento de Ciudadanos.


    La gran sorpresa se produjo en las elecciones de 2006, cuando una campaña electoral en que se mostraba desnudo al candidato Albert Rivera llevó al Parlamento autonómico catalán a tres diputados (Rivera, José Domingo38 y Antonio Robles39). Tras aquellas elecciones, Ciudadanos comenzó a expandirse y se presentó a las municipales de 2007. Entonces consiguió trece ediles en Cataluña, mientras que en España cosecharon poco más de dos mil votos.


    En el segundo congreso, en 2007, Rivera y su mentor De Carreras tuvieron que hacer frente a un grupo opositor interno liderado por el profesor Luis Bouza-Brey,40 pero el tándem entre el secretario general y el ideólogo funcionó y derrotó a la candidatura alternativa. El camino estaba aún más despejado para Rivera. Cuando llegaron las elecciones generales de 2008, Rivera lideró la lista por Barcelona, mientras que Fernando Landecho fue el cabeza de lista por Madrid. Ciudadanos presentó listas en las cincuenta y dos circunscripciones pero no obtuvo ni un escaño, al igual que en las elecciones autonómicas andaluzas de 2008, cuando consiguió el 0,13 por ciento de los votos.


    Todo indicaba que Ciudadanos quedaría circunscrito al ámbito de Cataluña, y más aún cuando para las elecciones europeas de 2009 selló un pacto con la plataforma Libertas, una organización promovida por el irlandés Declan Ganley41 de clara vocación antieuropeísta. El candidato fue Miguel Durán,42 ex presidente de la ONCE, ex militante de Unió Democràtica y muy vinculado a posiciones derechistas desde 2008, cuando inició su andadura como tertuliano. Este acuerdo entre Ciudadanos y Libertas provocó disensiones internas, y los otros dos diputados autonómicos intentaron destituir a Rivera de sus cargos parlamentarios. El grupo se rompió. Libertas-Ciudadanos no obtuvo representación en el Parlamento europeo.


    Cuando Cataluña celebró elecciones en noviembre de 2010, Ciudadanos revalidó sus tres diputados, con Rivera de nuevo al frente. Era ya la segunda vez que salía elegido diputado autonómico. Pero el gran salto cuantitativo se daría en las elecciones catalanas de 2012, cuando de tres escaños pasó a nueve. Mientras, Ciudadanos empezaba a ser más conocida en España. Rivera ha estado presente durante los últimos años en numerosos platós televisivos, sobre todo de cadenas de la derecha mediática cercana a los postulados del Partido Popular, como Intereconomía o 13 TV, pero no ha hecho ascos a pasar el fin de semana en Madrid para participar en debates de canales como La Sexta o Telecinco. El despegue en las elecciones catalanas se vio ratificado con las europeas de mayo de 2014, cuando, a pesar de que UPyD se negó a formalizar una coalición, Ciudadanos obtuvo dos escaños. Su crecimiento a partir de entonces fue vertiginoso, y absorbió pequeños partidos como Centro Democrático Liberal, Unión del Pueblo Salmantino, Partido Regionalista de Castilla y León, Ciudadanos Independientes de Sanlúcar, Ciudadanos por San Fernando y Alternativa Independiente Progresiva, que se fusionaron en 2014, mientras que Ciudadanos Portuenses, Plataforma del Pueblo Soriano, Ciudadanos de Santa Cruz y Grupo Independiente Oropesino entraron a formar parte de la estructura organizada de Ciudadanos a lo largo de 2015. Además, esta formación va incorporando políticos que salen rebotados de sus formaciones, tanto socialistas como populares. Unos cuantos ejemplos: Juan Marín,43 el candidato de Ciudadanos a la Junta de Andalucía en las elecciones de marzo de 2015, ha pasado por el PSOE y el Partido Andalucista antes de recalar en Ciudadanos; el ex ministro del Interior con Felipe González Antonio Asunción44 también dio el paso del PSOE a C’s cuando perdió unas primarias en el Partido Socialista, y la ex diputada autonómica catalana Carina Mejías45 dejó el PP cuando fue destituida como portavoz parlamentaria y encontró acomodo en las filas del partido de Rivera.


    En las últimas elecciones autonómicas de mayo de 2015, las encuestas previas aseguraban que Ciudadanos sería decisivo en la formación de nuevos gobiernos, pero únicamente en la Comunidad de Madrid lo fue, pues en las otras comunidades sus votos no bastaron para decantar la balanza. Aunque la mayoría de los promotores de Ciudadanos en 2006 provenían de la izquierda (su principal ideólogo, De Carreras, había sido militante comunista del PSUC), sus integrantes rechazan el eje ideológico derecha-izquierda y prefieren el de libertad-autoritarismo. A pesar de que se define de centroizquierda, en los últimos sondeos demoscópicos la gente lo ha situado en el eje del centroderecha. Económicamente se mueve en el espectro de la derecha liberal, mientras que en el ámbito de los valores cabría situarlo en el de la derecha europea, que acepta el divorcio o el aborto, por ejemplo, a diferencia de la rancia derecha española, muy apegada a los valores católicos. Con todo, muchos nuevos dirigentes de Ciudadanos exhiben en público características claras de la derecha española, como jurar sus cargos.


    Junto con el Partido Popular, Ciudadanos se opuso frontalmente a la reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, auspiciado por el gobierno de izquierdas catalán presidido por Pasqual Maragall.46 No obstante, no fue tan beligerante como el PP.


    Pero el efecto Ciudadanos, finalmente, ha pasado a ser la formación bisagra, sobre todo para el Partido Popular. Aunque Ciudadanos permitió en junio de 2015 la elección de la socialista Susana Díaz como presidenta de Andalucía, como contrapartida dejó que los alcaldes populares de Almería, Granada y Jaén siguieran en sus puestos, a pesar de que inicialmente los comités locales habían apostado por un cambio y por ceder la alcaldía a los candidatos socialistas. Así, Albert Rivera y los suyos entregaron la autonomía al PSOE y dejaron que el PP siguiera con ciertas alcaldías. Asimismo, Ciudadanos permitió que el PP, que había obtenido mayoría simple, siguiera gobernando en Madrid, La Rioja, Castilla-León y Murcia. Muy a pesar de Rivera, en las elecciones municipales y autonómicas de mayo de 2015 Ciudadanos no fue tan determinante como señalaban las encuestas. Aun así, negoció permitir la investidura de alcaldes y presidentes autonómicos a cambio de firmar unos compromisos de futuro con los gobernantes del PP. Por parte de ciertas élites económicas, sobre todo del IBEX 35, Ciudadanos ha sido visto en los últimos meses como la derecha liberal capaz de incentivar la regeneración del PP, totalmente obstinado en vender la recuperación económica como vía para ganar elecciones.


    EL INDEPENDENTISMO CATALÁN


    El de la independencia de Cataluña es un debate todavía abierto. Es preciso recordar que allí siempre ha habido independentistas o secesionistas. Desde la recuperación de la democracia, el Parlament ha tenido algún diputado que se ha declarado abiertamente independentista. A pesar de esto, no había un partido político con representación en la cámara que fuera independentista. La Esquerra Republicana de Catalunya de los años ochenta era federalista, a pesar de que muchos de sus militantes, dirigentes y votantes fueran independentistas. No fue hasta la llegada a la dirección de ERC de los entonces jóvenes Àngel Colom47 y Josep-Lluís Carod-Rovira,48 a principios de los años noventa, cuando programáticamente Esquerra pasó a ser independentista e hizo de ello una clara proclama. Pero los resultados electorales no acompañaban; nunca llegó a sobrepasar el 15 por ciento de los votos.


    Las manifestaciones independentistas, sobre todo las del 11 de Septiembre, eran, a excepción de lo ocurrido en los últimos tres años, escasas. Todo cambió en junio de 2010. Aquel mes se hizo pública la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut aprobado en referéndum por los catalanes cuatro años antes. Esta sentencia fue consecuencia del recurso auspiciado por el PP. Mientras que en Cataluña se veía como un nuevo intento de encajar las aspiraciones de autogobierno con una España abierta y plural, desde el centro de poder del establishment se entendió como una secesión de facto. No lo era. Y lo sabían, pues habían copiado diversos artículos del nuevo Estatuto catalán para la reforma de los otros. Incluso algunos de los artículos recurridos y suspendidos están en vigor en otros estatutos. No se trataba de derecho constitucional. Se trataba de política. Y calcularon mal la jugada. El 10 de julio, un día de calor sofocante, una manifestación de protesta por los recortes del Tribunal Constitucional congregó a miles de personas en el centro de Barcelona, colapsando la capital catalana. El grito a favor de la independencia empezó a ser de los más coreados por la masa, lo que provocó la sorpresa de muchos de los asistentes. Y la bandera de los independentistas, la estelada, era más numerosa que la senyera, la bandera oficial.


    Mientras que en Cataluña las clases populares y la clase media comenzaron a ver bien la idea de la secesión de España, desde los poderes centrales del Estado, las élites financieras, judiciales y políticas se menospreció aquella manifestación y fue vista como una jugada de los políticos catalanes para obtener más poder económico y también político. Incluso hicieron caso omiso de las numerosas advertencias sobre la desafección de la ciudadanía catalana hacia España, como la que hizo el entonces presidente catalán, José Montilla, que fue escarnecido por su advertencia.


    En Cataluña hubo un cambio en la Generalitat (CiU retornó al poder y las izquierdas, a la oposición) y en España el PP asumió el gobierno con mayoría absoluta después de derrotar al PSOE. La jugada del presidente Artur Mas49 fue ir a Madrid, pocos días antes del 11 de Septiembre, a pedir un pacto fiscal. Mas ya sabía que Mariano Rajoy se negaría. Fue toda una comedia por parte de los dos. La manifestación de aquella Diada de Cataluña superó todas las previsiones y los gritos a favor de la independencia fueron ya mayoritarios. La creación de la Assemblea Nacional Catalana (ANC, controlada en sus inicios por ERC) y la fuerza de la renovada Òmnium Cultural llevaron a organizar una gran concentración en Barcelona que llenó la capital catalana de banderas independentistas. La independencia había ganado el pulso al Estado. La crisis económica e institucional, que en otras partes de España llevó a protestas más sociales, en Cataluña se vehiculó a través de la independencia. Así lo reconocieron más tarde políticos, historiadores e incluso el cantautor Lluís Llach, desde siempre independentista, quien declaró que mientras que en España el «cabreo» se vehiculaba a través de plataformas como Podemos, en Cataluña se expresaba siendo partidario de la independencia. Fue en este contexto cuando el presidente Mas valoró la conveniencia de adelantar las elecciones autonómicas. Creía que obtendría una mayoría absoluta, tal y como le vaticinaban sus encuestas internas. Pensó, erróneamente, que los catalanes que en la calle gritaban a favor de la independencia eran votantes de CiU. Convergència se apuntó a última hora a aquella gran manifestación independentista. Consideraron que debían subirse a la ola y sacar provecho y rédito electoral de ello. Pero los resultados no fueron nada favorables. El proceso soberanista dejó de estar controlado por los partidos políticos y pasó a ser un fenómeno transversal de la sociedad catalana. Mientras, los poderes del Estado seguían instalados en la ceguera y el menosprecio; esperaban que Convergència pararía la gran ola independentista, y por eso se la presionó.


    La realidad, no obstante, era bien diferente. Ya es la sociedad civil la que comanda el proceso secesionista y los políticos solo lo acompañan. El 11 de Septiembre de 2013, una cadena humana unió Cataluña de norte a sur. Este hecho fue noticia en todo el mundo, con portadas incluso en el New York Times. En diciembre de aquel año se alcanzó un amplio acuerdo en el Parlamento autonómico con vistas a realizar una consulta ciudadana.


    ¿Qué pasó entre 2005 y 2010, en cinco años, para que los catalanes pidieran segregarse de España? Esta pregunta tiene diversas respuestas. Una es que la sentencia del Tribunal Constitucional de junio de 2010 sirvió de catalizador. Siempre ha habido independentistas, que electoralmente no obtenían más del 10 por ciento de los votos hasta finales del siglo XX, cuando este porcentaje subió hasta el 20 por ciento. Estos son los independentistas de corazón. Para ellos, la independencia es la única salida válida. Las razones de otras vías políticas les son indiferentes. Habría un segundo grupo, el de los independentistas de la razón. Este es el que más ha crecido en los últimos años. «Si España no nos quiere tal y como somos, pues nos vamos.» Este es el razonamiento. Finalmente, se podría identificar un tercer grupo, el de los independentistas de cartera: son los que hacen números y calculan que en solitario Cataluña estará mejor y que, además, no tendrá que ser solidaria. Tanto en este tercer grupo como en el segundo la crisis económica actuó de catalizador. Consignas como «España nos roba» cuajaron entre la población, que estaba pasando por un momento económico muy complicado y que creyó en los planteamientos según los cuales Cataluña, en el marco de un mundo económicamente globalizado, sería más rica si fuera un país independiente.

  


  
    Epílogo


     


    Nuevos tiempos


     


     


    El cambio es ley de vida. Cualquiera que solo mire al pasado o al presente, se perderá el futuro.


     


    JOHN F. KENNEDY (1917-1963),


    presidente de Estados Unidos


     


     


    Cuarenta años después de la muerte de Francisco Franco, el dictador que favoreció y alentó la corrupción, esta pervive en todos los aspectos de la vida pública española (si bien es cierto que ahora, a diferencia de los tiempos de la dictadura, está bajo el escrutinio y la vigilancia de la sociedad y aflora tarde o temprano). La autocracia es el escenario propicio para una corrupción generalizada, favorecida por la opacidad y la nula transparencia. Durante la dictadura de Franco y sus secuaces, se abonó el terreno para alimentar el círculo gracias al oscurantismo y a la ausencia de rendición de cuentas.


    Esos cuarenta años dejaron una profunda huella en la sociedad española. Así, se consolidaron patrones erróneos acerca de cómo debe funcionar una administración pública, tanto entre sus funcionarios como entre la ciudadanía. La dictadura conculcó el acceso a la información pública, la buena gobernanza y la cohesión social. En definitiva, el respeto a lo público. Los españoles aceptaron un determinado comportamiento de los gobernantes, y, además, lo asumieron como lo más normal.


    De una dictadura marcada por la corrupción, la sociedad heredó un modelo de Estado corrupto, y durante la Transición nadie deslegitimó aquella administración corrompida. Es más, aquella administración siguió en sus puestos y fue la que enseñó cómo comportarse a las nuevas hornadas de funcionarios y de políticos. Pero ¿cómo se puede cortar de raíz una forma de hacer insertada en la mentalidad de muchas generaciones? Pues con la aplicación de políticas de transparencia; facilitando el acceso a la información, tanto de los medios de comunicación como directamente del ciudadano; con el fomento de la educación en valores democráticos y la implantación de una verdadera política criminal contra los corruptos.


    Estas cuatro medidas permitirían, en primer lugar, favorecer la lucha contra la corrupción política y económica. Porque si hay corrupto, tiene que haber corruptor. Aquel régimen corrupto que era la dictadura fue sustituido por una democracia de corte occidental. El pacto de la Transición entre demócratas y franquistas reformadores sirvió para construir algo en apariencia nuevo, pero bajo los fundamentos de lo viejo. El edificio no fue derribado ni vuelto a construir. Simplemente, se le dio una capa de pintura y se le cambiaron el tejado y las ventanas. Aquellos días, hace ya cuarenta años, se creó un nuevo sistema político. Como es una democracia se presume que es transparente, que facilita información, fomenta la educación en valores democráticos y tiene una verdadera política criminal que lucha contra la corrupción. Pero en cuarenta años ha persistido la opacidad, se sigue negando la información, no se ha fomentado la educación en valores (y cuando se ha intentado ha sido recurrida por todos los medios) y no hay una verdadera lucha policial y judicial contra la corrupción.


    Quizá uno de los aspectos más controvertidos ha sido la financiación de los partidos políticos. Hacer campañas electorales cuesta mucho dinero. Las formas normales de financiar una formación política son las cuotas de sus afiliados, las subvenciones públicas y las donaciones privadas. En este último caso, está claro que debería haber la máxima transparencia en las donaciones de personas jurídicas (empresas) o personas físicas (ciudadanos). Pero no ha sido así, tal y como se ha visto últimamente con los papeles de Bárcenas, el tesorero del PP que recibía de empresarios cantidades ingentes de dinero que no declaraba. Así, los partidos políticos han buscado resortes con los que poder financiarse. Al PSOE lo pillaron a raíz del caso Filesa, mientras que, en esa misma época, el PP se salvó gracias a vericuetos judiciales que llevaron a desestimar el caso Naseiro y no cejó en su empeño hasta que al final aparecieron los papeles de Luis Bárcenas, el sucesor de Rosendo Naseiro en la percepción de dinero para financiar al Partido Popular.


    Pero los tiempos cambian. Aunque esa administración heredera de los tics franquistas pervive y los integrantes de los altos cuerpos del Estado siguen siendo, en gran medida, los hijos de los que durante cuarenta años sirvieron con lealtad al corrupto régimen dictatorial, 2015 está siendo el año de los nuevos tiempos. Dos formaciones políticas, una en la izquierda política y otra en la derecha, están siendo las protagonistas de este cambio: Podemos y Ciudadanos.


    Podemos, que irrumpió en la primavera de 2014 sin ser siquiera un partido político, se ha hecho, en menos de un año, con importantes cuotas de poder. Ha pasado a ser decisiva, y en las elecciones municipales, si no directamente sí de forma indirecta, ha conquistado Madrid y Barcelona. Además, ha facilitado importantes cambios en numerosas ciudades de la Comunidad Valenciana, con Valencia al frente, y en Asturias, entre las que destaca su capital, Oviedo, y ha conquistado alcaldías como Zaragoza y Cádiz. Y en A Coruña y Santiago de Compostela asociaciones bien vistas por Podemos también han llegado a las alcaldías. Asimismo, Podemos facilitó la sustitución del PP por el PSOE en comunidades como Castilla-La Mancha o Extremadura.


    Ciudadanos, por su parte, en 2015 ya tenía una amplia experiencia de diez años bregándose en el mundo político, sobre todo en Cataluña, pero desde un principio con la voluntad de ser y estar en España, aunque todos los intentos fueron vanos, a pesar de la relevancia mediática de Albert Rivera, su líder indiscutible, hasta 2015, cuando los votos de esta formación fueron necesarios para facilitar la elección de la socialista Susana Díaz como presidenta de Andalucía, pero a cambio Ciudadanos permitió al PP seguir gobernando en la Comunidad de Madrid, la Región de Murcia y numerosos ayuntamientos, sobre todo en Andalucía. La dirección unipersonal de Albert Rivera ordenó rectificar el rumbo a sus correligionarios en Almería y Granada y dar las alcaldías al Partido Popular.


    Tanto Podemos como Ciudadanos aspiran a convertirse en los partidos mayoritarios en la izquierda y la derecha. Podemos cree que, tras engullir a Izquierda Unida, tiene el camino expedito para superar al PSOE. Lo intentará con candidaturas de unidad popular. Pero el PSOE es mucho PSOE y es un partido con arraigo en la sociedad, y más aún si gobierna en Andalucía, Extremadura, la Comunidad Valenciana, Asturias, Aragón y Baleares, en solitario o en coalición. Ciudadanos, por su parte, pretende conseguir el voto urbano y liberal que desde hace veinte años está votando al PP, pero que con la crisis económica se ha visto defraudado. Además, tiene todo el apoyo de las empresas del IBEX 35 para corregir ciertos excesos del PP. Pese a todo, Ciudadanos no pretende entrar a formar parte de gobiernos, sino que solo los apoya desde fuera para no mancharse con medidas impopulares.


    Ambas formaciones, Podemos y Ciudadanos, aparecen como las nuevas muletas del PSOE y el PP. Hasta 2010, tanto socialistas como populares se habían apoyado en las muletas que facilitaban los partidos nacionalistas catalanes y vascos. Convergència i Unió y el Partido Nacionalista Vasco habían actuado como los partidos bisagra, pero la deriva independentista de CiU —ruptura de la coalición incluida— y la nueva política centrista del PNV dejaron espacio para los nuevos fenómenos.


    Podemos y Ciudadanos deberán pasar los exámenes de la asunción de responsabilidades políticas. Ahí radicará su éxito o su fracaso en un futuro próximo. El nuevo tiempo político ha llegado. La ciudadanía exige transparencia, información, valores democráticos y una verdadera persecución de las conductas delictivas. El PP y el PSOE, como también CiU o el PNV, están constreñidos por su pasado, forman parte del establishment surgido tras la muerte del dictador. Podemos y Ciudadanos son los nuevos partidos en liza. Son la nueva forma de hacer política de cara a la galería. Está por ver si realmente quieren completar la Transición, que acabó convertida en un régimen en sí mismo, aunque por definición era una situación provisional, o simplemente quieren sustituir a unas viejas élites que, en muchos casos, son anteriores a la dictadura de Franco. Podemos y Ciudadanos tienen la oportunidad de ser los partidos hegemónicos de la izquierda y la derecha. La ciudadanía los examinará con lupa. El futuro, no obstante, radica en el pueblo. Como siempre ocurre en democracia.


     


    Barcelona, junio de 2015
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